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Ministerio de Agricultura:


-
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-
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Ministerio de Salud:


-
Diputado Sepúlveda don Roberto, Solicita que la Ministra de Salud informe si existe un protocolo de tratamiento de la enfermedad denominada esclerosis lateral amiotrófica, de carácter neurodegenerativo, la existencia de alguna investigación y la posibilidad de incorporarla al sistema Auge.



Ministerio de Minería:


-
Diputado Espinosa don Marcos, Investigación a que se avocará la Comisión de Minería y Energía derrumbe Chiquicamata.


-
Diputado Mulet, reconsideración por parte de esa empresa del Estado del cierre parcial del mineral El Salvador. 


-
Diputado Ward, Informe si Codelco Norte facilitó una suma de dinero a la I. Municipalidad de Calama. 


-
Diputado Ulloa, Solicita antecedentes de la licitación adjudicada a la empresa Macaes S.A., para la ejecución de las obras “Ampliación Topping y Vacío II”, en la Refinería Bío 
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-
Diputado Robles, Desarrollar caminos mineros en Tercera Región.


-
Diputado Aedo, Informe sobre la existencia de conflictos de intereses que pudieran tener algunos directivos de ENAMI.


-
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-
Diputado Aedo, Antecedentes del yacimiento cuprífero Franke, de propiedad de la empresa canadiense Centenario, ubicado en la Región de Atacama. 


-
Diputado Ward, Informe de auditoria efectuada al Plana de Desarrollo Teniente (Cochilco) 


-
Diputado García-Huidobro, Bonos de desempeño a ejecutivos de Codelco 


-
Diputado Jaramillo, Instalación de un surtidor de combustible, en la X Región.

-
Proyecto de Acuerdo 674, Medidas acerca del tratamiento de accidentes 
cerebrovasculares y educación para su detección. 


-
Proyecto de Acuerdo 857, Condena contratación por el Estado de Chile de personas procesadas y condenadas por violaciones a los derechos humanos.


I. ASISTENCIA


-Asistieron los siguientes señores diputados: (113)

NOMBRE
(Partido*
Región
Distrito)

Accorsi Opazo, Enrique
PPD
RM
24

Aguiló Melo, Sergio
PS
VII
37

Alinco Bustos René
PPD
XI
59

Álvarez-Salamanca Ramírez, Pedro Pablo
IND
VII
38

Andrade Lara, Osvaldo
PS
RM
29

Araya Guerrero, Pedro
PRI
II
4

Arenas Hödar, Gonzalo
UDI
IX
48

Ascencio Mansilla, Gabriel
PDC
X
58

Auth Stewart, Pepe
PPD
RM
20

Baltolu Rasera, Nino
UDI
XV
1

Barros Montero, Ramón
UDI
VI
35

Bauer Jouanne, Eugenio
UDI
VI
33

Becker Alvear, Germán
RN
IX
50

Bertolino Rendic, Mario
RN
IV
7

Bobadilla Muñoz, Sergio
UDI
VIII
45

Browne Urrejola, Pedro
RN
RM
28

Burgos Varela, Jorge
PDC
RM
21

Calderón Bassi, Giovanni
UDI
III
6

Campos Jara, Cristián
PPD
VIII
43

Cardemil Herrera, Alberto
RN
RM
22

Carmona Soto, Lautaro
PC
III
5

Castro González, Juan Luis
PS
VI
32

Cerda García, Eduardo
PDC
V
10

Ceroni Fuentes, Guillermo
PPD
VII
40

Cornejo González, Aldo
PDC
V
13

Cristi Marfil, María Angélica
UDI
RM
24

Chahin Valenzuela, Fuad
PDC
IX
49

De Urresti Longton, Alfonso
PS
XIV
53

Delmastro Naso, Roberto
RN
XIV
53

Díaz Díaz, Marcelo
PS
IV
7

Edwards Silva, José Manuel
RN
IX
51

Eluchans Urenda, Edmundo
UDI
V
14

Espinosa Monardes, Marcos
PRSD
II
3

Espinoza Sandoval, Fidel
PS
X
56

Estay Peñaloza, Enrique
UDI
IX
49

Farías Ponce, Ramón
PPD
RM
30

García García, René Manuel
RN
IX
52

García-Huidobro Sanfuentes, Alejandro
UDI
VI
32

Girardi Lavín, Cristina
PPD
RM
18

Goic Boroevic, Carolina
PDC
XII
60

González Torres, Rodrigo
PPD
V
14

Gutiérrez Gálvez, Hugo
PC
I
2

Gutiérrez Pino, Romilio
UDI
VII
39

Harboe Bascuñán, Felipe
PPD
RM
22

Hasbún Selume, Gustavo
UDI
RM
26

Hernández Hernández, Javier
UDI
X
55

Hoffmann Opazo, María José
UDI
V
15

Jaramillo Becker, Enrique
PPD
XIV
54

Jarpa Wevar, Carlos Abel
PRSD
VIII
41

Jiménez Fuentes, Tucapel
PPD
RM
27

Kast Rist, José Antonio
UDI
RM
30

Latorre Carmona, Juan Carlos
PDC
VI
35

Lemus Aracena, Luis
PRI
IV
9

León Ramírez, Roberto
PDC
VII
36

Lobos Krause, Juan
UDI
VIII
47

Lorenzini Basso, Pablo
PDC
VII
38

Macaya Danús, Javier
UDI
VI
34

Marinovic Solo de Zaldívar, Miodrag
IND
XII
60

Martínez Labbé, Rosauro
RN
VIII
41

Melero Abaroa, Patricio
UDI
RM
16

Molina Oliva, Andrea
IND
V
10

Monckeberg Bruner, Cristián
RN
RM
23

Monckeberg Díaz, Nicolás
RN
RM
18

Monsalve Benavides, Manuel
PS
VIII
46

Montes Cisternas, Carlos
PS
RM
26

Morales Muñoz Celso
UDI
VII
36

Moreira Barros, Iván
UDI
RM
27

Muñoz D'Albora, Adriana
PPD
V
9

Norambuena Farías, Iván
UDI
VIII
46

Núñez Lozano, Marco Antonio
PPD
V
11

Ojeda Uribe, Sergio
PDC
X
55

Ortiz Novoa, José Miguel
PDC
VIII
44

Pascal Allende, Denise
PS
RM
31

Pérez Arriagada, José
PRSD
VIII
47

Pérez Lahsen, Leopoldo
RN
RM
29

Recondo Lavanderos, Carlos
UDI
X
56

Rincón González, Ricardo
PDC
VI
33

Rivas Sánchez, Gaspar
RN
V
11

Robles Pantoja, Alberto
PRSD
III
6

Rojas Molina, Manuel
UDI
II
4

Rubilar Barahona, Karla
RN
RM
17

Saa Díaz, María Antonieta
PPD
RM
17

Sabat Fernández, Marcela
RN
RM
21

Saffirio Espinoza, René
PDC
IX
50

Salaberry Soto, Felipe
UDI
RM
25

Sandoval Plaza, David
UDI
XI
59

Santana Tirachini, Alejandro
RN
X
58

Sauerbaum Muñoz, Frank
RN
VIII
42

Schilling Rodríguez, Marcelo
PS
V
12

Sepúlveda Orbenes, Alejandra
PRI
VI
34

Silber Romo, Gabriel
PDC
RM
16

Silva Mendez, Ernesto
UDI
RM
23

Squella Ovalle, Arturo
UDI
V
12

Tarud Daccarett, Jorge
PPD
VII
39

Teillier Del Valle, Guillermo
PC
RM
28

Torres Jeldes, Víctor
PDC
V
15

Tuma Zedan, Joaquín
PPD
IX
51

Turres Figueroa, Marisol
UDI
X
57

Ulloa Aguillón, Jorge
UDI
VIII
43

Uriarte Herrera, Gonzalo
UDI
RM
31

Urrutia Bonilla, Ignacio
UDI
VII
40

Vallespín López, Patricio
PDC
X
57

Van Rysselberghe Herrera, Enrique
UDI
VIII
44

Vargas Pizarro, Orlando
IND
XV
1

Velásquez Seguel, Pedro
IND
IV
8

Venegas Cárdenas, Mario
PDC
IX
48

Verdugo Soto, Germán
RN
VII
37

Vidal Lázaro, Ximena
PPD
RM
25

Vilches Guzmán, Carlos
UDI
III
5

Von Mühlenbrock Zamora, Gastón
UDI
XIV
54

Walker Prieto, Matías
PDC
IV
8

Ward Edwards, Felipe
UDI
II
3

Zalaquett Said, Mónica
UDI
RM
20

-Se contó con la asistencia, además, de los senadores señores Víctor Pérez, y Juan 
Antonio Coloma.-
II. APERTURA DE LA SESIÓN

-Se abrió la sesión a las 11.03 horas.

La señora SEPÚLVEDA, doña 
Alejandra (Presidenta).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

III. ACTAS

La señora SEPÚLVEDA, doña 
Alejandra (Presidenta).- El acta de la sesión 124ª, de la legislatura 357ª, se declara aprobada.

El acta de la sesión 125ª, de la misma legislatura, queda a disposición de las señoras diputadas y de los señores diputados.

IV. CUENTA

La señora SEPÚLVEDA, doña 
Alejandra (Presidenta).- El señor Prosecretario va a dar lectura a la Cuenta.

-El señor LANDEROS (Prosecretario accidental) da lectura a la Cuenta.

ACUERDOS DE LOS COMITÉS.

La señora SEPÚLVEDA, doña 
Alejandra (Presidenta).- El señor Secretario va a dar lectura a los acuerdos adoptados por los Comités.

El señor ÁLVAREZ (Secretario accidental).- Reunidos los Jefes de los Comités Parlamentarios, bajo la presidencia de la diputada señora Alejandra Sepúlveda Órdenes, adoptaron hoy los siguientes acuerdos:

1. Respecto de las tablas de las sesiones ordinarias de esta semana se tomó conocimiento de lo siguiente:

a) En la sesión ordinaria de hoy, disponer que el diputado señor Núñez informe sobre el proyecto de ley sobre composición nutricional de los alimentos y su publicidad, y el diputado señor Vallespín sobre el que prohíbe el uso de bolsas plásticas no biodegradables;
b) Destinar para la sesión especial pedida por 45 señores diputados, que se celebrará hoy, a contar de las 16.00 horas, los tiempos que se indican a continuación: Comité Unión Demócrata Independiente, 40 minutos; Comité Demócrata Cristiano, 19 minutos; Comité Partido por la Democracia, 19 minutos; Comité Renovación Nacional, 18 minutos; Comité Socialista, 11 minutos; Comité Mixto Partido Comunista, Partido Radical Social Demócrata e Independientes, 9 minutos; Comité Mixto Independientes-PRI, 4 minutos.

Asimismo, se acordó suspender la sesión, a partir de las 18.25 horas, a fin de que las comisiones citadas para constituirse puedan hacerlo, a partir de las 18.30 horas, y
c) Iniciar la sesión ordinaria del jueves 25 de marzo con la intervención de los señores diputados, distribuyéndose el tiempo de 3 horas 20 minutos en forma proporcional;
2) Prorrogar por seis meses, a contar de hoy, los acuerdos reglamentarios de carácter transitorio aprobados por la Corporación en sesión 30ª, de fecha 14 de mayo de 2009;
3) Fijar la hora de votación de los proyectos de ley al término del Orden del Día, y
4) Establecer un plazo excepcional de postulación para el registro de asesorías externas hasta el 30 de abril del año en curso. 

MINUTO DE SILENCIO EN MEMORIA DE DON GUILLERMO GALINDO SEGOVIA Y DE DON CARLOS CANTERO VICENCIO, RECIENTEMENTE FALLECIDOS.

La señora SEPÚLVEDA, doña 
Alejandra (Presidenta).- Quiero informar a la Cámara sobre el sensible fallecimiento de don José Guillermo Galindo Segovia, funcionario de nuestra Corporación que ejercía como garzón de la bancada del Partido Socialista. 

Asimismo, en la mañana recibimos la noticia del sensible fallecimiento de don Carlos Cantero Vicencio, que se encargaba de lavar los autos de algunos diputados y funcionarios.

Por lo tanto, solicito a las señoras diputadas y a los señores diputados guardar un minuto de silencio.

-Las señoras diputadas, los señores diputados, los funcionaros y los asistentes a las tribunas guardan, de pie, un minuto de silencio. 

CREACIÓN DE COMISIÓN ESPECIAL.

La señora SEPÚLVEDA, doña 
Alejandra (Presidenta).- De conformidad con el artículo 229 del Reglamento, 52 señores diputados y señoras diputadas han solicitado crear una Comisión Especial de Deportes, con el objeto de que trate todas aquellas materias legislativas relacionadas con el deporte, que estudie y recabe antecedentes que permitan proponer medidas para incentivarlo y apoyarlo en todas sus áreas, con facultad para constituirse en cualquier lugar del territorio nacional.

En votación la petición, para cuya aprobación se requiere del voto favorable de la mayoría de las señoras diputadas y señores diputados en ejercicio, es decir, 61 votos a favor.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 79 votos; por la negativa, 0 voto. Hubo 1 abstención.

La señora SEPÚLVEDA, doña 
Alejandra (Presidenta).- Aprobada.
-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Aguiló Melo Sergio; Álvarez-Salamanca Ramírez Pedro Pablo; Andrade Lara Osvaldo; Araya Guerrero Pedro; Auth Stewart Pepe; Baltolu Rasera Nino; Barros Montero 
Ramón; Bauer Jouanne Eugenio; Becker Alvear Germán; Bertolino Rendic Mario; Bobadilla Muñoz Sergio; Browne Urrejola Pedro; Calderón Bassi Giovanni; Campos Jara Cristián; Cardemil Herrera Alberto; Carmona Soto Lautaro; Cristi Marfil María Angélica; Chahín Valenzuela Fuad; 
Delmastro Naso Roberto; Edwards Silva José Manuel; Eluchans Urenda Edmundo; Espinosa Monardes Marcos; García García René Manuel; Girardi Lavín Cristina; Goic Boroevic Carolina; Gutiérrez Pino Romilio; Harboe Bascuñán Felipe; Hasbún Selume Gustavo; Jaramillo Becker Enrique; Jiménez Fuentes Tucapel; Kast Rist José Antonio; Lemus Aracena Luis; Lobos Krause Juan; Lorenzini Basso Pablo; Macaya Danús 
Javier; Marinovic Solo De Zaldívar 
Miodrag; Melero Abaroa Patricio; Molina Oliva Andrea; Monckeberg Bruner Cristián; Monckeberg Díaz Nicolás; Montes Cisternas Carlos; Morales Muñoz Celso; Moreira 
Barros Iván; Norambuena Farías Iván; 
Núñez Lozano Marco Antonio; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pascal Allende Denise; Pérez Arriagada José; Pérez Lahsen Leopoldo; Recondo Lavanderos Carlos; Rivas Sánchez Gaspar; Rojas 
Molina Manuel; Rubilar Barahona Karla; Sabat Fernández Marcela; Saffirio Espinoza René; Sandoval Plaza David; Santana 
Tirachini Alejandro; Sauerbaum Muñoz Frank; Schilling Rodríguez Marcelo; 
Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Silva Méndez Ernesto; Squella Ovalle Arturo; Tarud Daccarett Jorge; 
Teillier Del Valle Guillermo; Torres Jeldes Víctor; Tuma Zedan Joaquín; Ulloa 
Aguillón Jorge; Urrutia Bonilla Ignacio; 



Vallespín López Patricio; Van Rysselberghe Herrera Enrique; Vargas Pizarro Orlando; Venegas Cárdenas Mario; Verdugo Soto Germán; Vilches Guzmán Carlos; Walker Prieto Matías; Ward Edwards Felipe; 
Zalaquett Said Mónica

-Se abstuvo el diputado señor Ceroni Fuentes Guillermo.

-o-

El señor MONTES.- Pido la palabra, señora Presidenta.

La señora SEPÚLVEDA, doña 
Alejandra (Presidenta).- Tiene la palabra su señoría.

El señor MONTES.- Señora Presidenta, quiero referirme a la constitución de dos Comisiones cuya creación fue aprobada por la Sala en el período anterior y que acordamos constituir en el actual período: la Comisión sobre calidad de la construcción y la Comisión sobre institucionalidad para emergencia.

Solicito que pida a las respectivas bancadas el nombre de los señores diputados que las integrarán, para que se constituyan en el más breve plazo.

La señora SEPÚLVEDA, doña 
Alejandra (Presidenta).-Solicito que los Comités informen el nombre de quienes integrarán las Comisiones a que se ha referido el diputado Carlos Montes lo antes posible, para que mañana lo revisemos en la Comisión de Régimen Interno, Administración y Reglamento.


V. ORDEN DEL DÍA

NORMATIVA SOBRE COMPOSICIÓN NUTRICIONAL DE LOS ALIMENTOS Y SU PUBLICIDAD. Segundo trámite constitucional.
La señora SEPÚLVEDA, doña 
Alejandra (Presidenta).- Corresponde ocuparse del proyecto, en segundo trámite constitucional, iniciado en moción, sobre composición nutricional de los alimentos y su publicidad.

Rendirá el informe de la Comisión de Salud el señor Marco Antonio Núñez.

Antecedentes:

-Proyecto del Senado, moción, boletín 
Nº 4921-11, sesión 17ª, en 15 de abril de 2009. Documentos de la Cuenta Nº 2. 

-Informe de la Comisión de Salud, sesión 123ª, en 8 de marzo de 2010. Documentos de la Cuenta Nº 12.

La señora SEPÚLVEDA, doña 
Alejandra (Presidenta).- Tiene la palabra el diputado Núñez.

El señor NÚÑEZ (de pie).- Señora Presidenta, en nombre de la Comisión de Salud me corresponde informar, el proyecto, en segundo trámite constitucional y primero reglamentario, sobre la composición nutricional de los alimentos y la regulación de su publicidad, originado en moción de los senadores Guido Girardi Lavín, Carlos Ignacio Kuschel Silva, Evelyn Matthei Fornett, 
Carlos Ominami Pascual y Mariano Ruiz-Esquide Jara.

La Comisión de Salud destinó cuatro sesiones para su estudio y lo despachó en particular en una sesión, atendido que en su oportunidad la urgencia fue calificada con carácter de discusión inmediata por la Presidenta Michelle Bachelet.

La idea matriz o fundamental del proyecto es establecer un marco regulatorio especial sobre seguridad alimentaria y alimentación saludable, que considere la fijación de normas mínimas relativas a la producción, distribución, comercialización y consumo de los alimentos.

Como ocurre en la mayoría de los países del mundo, la idea es orientar la conducta del consumidor mediante señales e información claras sobre la calidad y cantidad de lo que está consumiendo, así como estimular patrones de conducta saludable y advertir, al mismo tiempo, sobre los riesgos de consumir alimentos nocivos para la salud, con el afán de contribuir a la tarea de reducir los factores de riesgo predominantes en la época actual.

Se ha considerado de manera permanente en las Comisiones de Salud de la Cámara y del Senado legislar sobre la materia, habida consideración de las resoluciones emitidas por la Organización Mundial de la Salud, que en su informe mundial de 2002 -que debiera ser conocido de todos- establece que las enfermedades no transmisibles o enfermedades crónicas son la causa de casi el 60 por ciento de las defunciones anuales y representan casi el 50 por ciento de la carga mundial de morbilidad.

En 2004, la OMS concluyó que la alimentación poco saludable y la falta de actividad física son las principales causas de las enfermedades no transmisibles más importantes, a saber: enfermedades cardiovasculares, diabetes mellitus tipo 2 y determinados tipos de cáncer.

Dichos informes señalan, asimismo, que entre los factores asociados a dichos fenómenos se encuentran el mayor consumo de alimentos con alto contenido de grasas, azúcares y sal; la menor actividad física y sedentarismo en el hogar, la escuela y el medio laboral.

Chile ha experimentado, durante los últimos quince años, importantes cambios demográficos y epidemiológicos que no escapan a esa realidad. Ha aumentado la proporción de adultos y adultos mayores con un importante incremento del sobrepeso y la obesidad.

Hoy, Chile representa el primer lugar en obesidad infantil en el mundo. Hace treinta o cuarenta años, el doctor Monckeberg, junto a otros especialistas, logró derrotar el flagelo de la desnutrición.

Hoy, como consecuencia de los cambios demográficos y hábitos de alimentación, las causas de mortalidad y morbilidad de la población están relacionadas con la obesidad, en particular la obesidad infantil.

Un tema candente que nos llevó por lo menos dos sesiones de discusión lo constituyeron los llamados locales de comida rápida, que han aumentado considerablemente y están representados por cadenas internacionales que concentran su actividad en las grandes ciudades y son un factor desencadenante del cuadro sanitario que acabo de describir. 

A ello se suma la fuerte publicidad y grandes campañas promocionales dirigidas especialmente a los niños. Reitero: publicidad dirigida de manera masiva directamente a los niños.

Para superar esa situación, la OMS y el consenso de los expertos nacionales invitados a la Comisión han planteado que es necesario asumir tres políticas fundamentales. 

La primera de ellas es garantizar el derecho de los consumidores a recibir una información exacta, estandarizada y comprensible sobre el contenido de los productos alimenticios.

Planteo la siguiente pregunta: cuando van al supermercado y ven las etiquetas nutricionales de los productos, ¿entienden realmente de qué se trata? ¿Es comprensible para un ciudadano chileno el contenido de grasa trans o de colesterol, especificados con una letra muy pequeña y sin un criterio fácilmente entendible? Desde mi perspectiva y de la Comisión, claramente ello no ocurre.

Un segundo elemento enunciado por la OMS es evitar que los mensajes relacionados con la salud a que recurren los productores generen confusión o engaño en el público acerca de los beneficios nutricionales y de los riesgos asociados a su consumo. 

Muchos productos dicen ser dietéticos, pero, por definición, un producto light o dietético, de bajas calorías o baja concentración de grasas no saturadas o saturadas debe estar en un esquema públicamente conocido y no ser parte de la promoción y la propaganda.

Puntos y materias relevantes del proyecto.

La iniciativa pretende exigir a los fabricantes, productores, distribuidores e importadores de alimentos informar en sus envases y rótulos los ingredientes que éstos contienen, incluyendo todos sus aditivos y su composición nutricional.

Asimismo, establecer la responsabilidad del fabricante, importador o productor de que la información disponible en el rótulo de los productos sea íntegra y veraz.

Además, que la información contenida en los envases de alimentos sea visible y de fácil comprensión por la población -esto es muy importante- y que contemple los contenidos de energía, azúcar, sodio, grasas saturadas y los demás que el Ministerio de Salud determine.

Por otra parte, que los establecimientos educacionales incluyan en sus programas de estudios, en todos sus niveles de enseñanza, contenidos que desarrollen hábitos de una alimentación saludable y adviertan sobre los efectos nocivos de una dieta excesiva en grasas y azúcares, en particular en los niños.

El Ministerio de Salud determinará los alimentos que por unidad de peso o volumen presenten en su composición nutricional elevados contenidos de calorías, grasas, azúcares, sodio u otros, los que deberán rotularse como de alto contenido en calorías, en sal u otra denominación equivalente.

Se faculta a la autoridad sanitaria para que con análisis propios -es evidente que aquí hay déficit de capacidad de fiscalización- vele por la veracidad de la información indicada en los rótulos de los alimentos.

Por último, se consagra un punto muy importante relacionado con las cadenas de comida no saludable o chatarra. Se dispone una prohibición relativa a los alimentos con altos contenidos de grasa, azúcar o sodio, que no podrán ser vendidos dentro de las escuelas.

Esto reviste un cambio copernicano, fundamental, de lo que hemos conocido hasta ahora respecto de la alimentación de la Junta Nacional de Auxilio Escolar y Becas, de lo que consumen nuestros hijos en los recreos. Es relevante crear conciencia de lo que ello significa para nuestro país.

Además, se agrega que no se puede inducir a menores al consumo de esos alimentos valiéndose de medios que aprovechen su credulidad, ni venderlos utilizando ganchos comerciales no relacionados con la promoción propia del producto, tales como regalos, concursos, juegos u otros elementos de atracción infantil.

También se prohíbe la publicidad de alimentos sucedáneos de la leche materna, directamente relacionada con el estímulo de la lactancia materna ojalá más allá de los seis meses de vida de los niños.

Respecto de los patrocinios, en esta Sala hemos tenido debates sobre la publicidad de las bebidas alcohólicas y del tabaco. Éste es un avance en la misma línea.

Se permitirá que las marcas comerciales vinculadas a alimentos puedan patrocinar eventos deportivos o culturales masivos en la medida en que no vayan asociadas a la venta o entrega gratuita de los productos que contengan altos niveles de azúcar, sodio, calorías o grasas saturadas. Es una contradicción la existencia de alimentos poco o no saludables que patrocinen las actividades deportivas de nuestros niños y su promoción y publicidad esté basada en esa razón.

Se impedirá la realización de publicidad de este tipo de alimentos dirigida a niños menores de doce años utilizando personajes que despierten un grado de admiración relevante para el público infantil y que induzcan su consumo excesivo o se aprovechen de su credulidad.

Se exigirá que toda publicidad de alimentos efectuada por medios de comunicación masivos lleve un mensaje, cuyas características determinará el Ministerio de Salud, y promueva hábitos de consumo saludables.

Finalmente, se dispone la aplicación de sanciones a los infractores de esta ley de acuerdo al Código Sanitario.

La Comisión compartió los objetivos y fundamentos tenidos en consideración por la moción. Por ello, luego de analizar las distintas indicaciones presentadas, se aprobó la idea de legislar por la unanimidad de los diputados presentes, señores Guido Girardi Briere, Juan Lobos, Juan Masferrer, Patricio Melero, Fulvio Rossi, señora Karla Rubilar y quien les habla.

Ojalá que sea debatida y aprobada en su mérito.

Es cuanto puedo informar.

He dicho.

La señora SEPÚLVEDA, doña 
Alejandra (Presidenta).- En discusión el proyecto.

Tiene la palabra el diputado señor 
Enrique Jaramillo.

El señor JARAMILLO.- Señora Presidenta, el entusiasmo del diputado informante en su cometido nos invita a interesarnos en este proyecto cuya temática, incluso, puede estar ajena a muchos de nosotros.

El informe me ha producido gran alegría, porque da cuenta de que, en estos aspectos, Chile es un país en desarrollo. Si los colegas lo revisan, constatarán los avances logrados.

Recuerdo que el doctor Guido Girardi Lavín me invitó a conocer la iniciativa, debido a la visita que realizamos en su momento a un instituto de la leche por un problema que se planteó en su minuto. De ahí provienen sus raíces.

Muchas empresas lecheras vendían productos lácteos, rotulados con bombos y platillos como “leche natural”, en circunstancias de que lo que menos tenían era leche natural. De ahí nació este proyecto de sumo interés, el que, sin duda, concitará gran apoyo.

Es decir, algunas empresas lácteas rotulaban sus productos con la leyenda de “leche natural”, lo cual no era efectivo. Por eso, presentamos algunos informes y pedimos oficios al respecto. Hoy, felizmente, la rotulación dice “leche recombinada”; y si es natural, es aceptada como tal.

Para quienes no conocen mucho el tema de que hablo, les explico que la mayoría de las plantas lecheras están ubicadas en el sur. Allí, la leche líquida es transformada en polvo antes de ser traslada a los centros de consumo. En el centro de Chile, se combina con agua y, según las empresas, queda convertida en leche natural, lo cual no es efectivo y llama a equívocos cuando se ofrece el producto. Hoy, eso ya no es lícito, por lo que, si llega a decirse, tendrá las sanciones que corresponda. 

Este proyecto pretende regular la rotulación, distribución, entrega y control de los alimentos que, muchas veces, por el atractivo de su presentación, motiva que, a la larga, la publicidad resulte dañina para la salud y con ello el engaño al consumidor.

Estamos discutiendo un proyecto preventivo -al menos así lo entiendo yo- que, a través de este control de alimentos que contienen elementos que en alta cantidad pueden ser dañinos para la salud, busca evitar que la población los consuma en el equívoco de que está consumiendo un alimento que no es tal. Por ello, se han establecido normas sobre rotulación e información que debe contener en sus envases, a fin de que el consumidor esté enterado de que ese alimento contiene elementos en cantidades que pueden resultar nocivas para la salud.

Valoro que este proyecto regule y establezca las demás normas que hagan obligatoria la educación en estas materias, que se promueva la actividad física en los colegios -otra cosa positiva del proyecto-, que el Ministerio de Salud realice monitoreos constantes a nuestra población escolar, como muy bien relató el diputado y doctor señor Núñez, y que impida la publicidad de los sucedáneos de la leche, algo que me interesa mucho. En fin, también aprecio que se valore la importancia de la alimentación natural en un país que puede llegar a ser potencia alimentaria. Aún nos damos el lujo de pensar que vamos a lograrlo, más aun cuando tenemos la posibilidad de fomentar buenas prácticas de alimentación en la población y tenemos los medios para proveer verduras, frutas, carnes y lácteos de buena calidad, producto de este país que tiene y sufre tanto. 

Por lo tanto, anuncio mi aprobación con ánimo, con fuerza y con entusiasmo, porque lo considero un proyecto indispensable en un momento en que nuestro país pretende ser potencia agroalimentaria y necesita regulaciones como ésta. 

También agradezco la intervención del diputado informante, que me ha traído bastante más claridad que lo que tenía entendido del proyecto mismo.

He dicho.

La señora SEPÚLVEDA, doña 
Alejandra (Presidenta).- Tiene la palabra el diputado señor Rojas.

El señor ROJAS.- Señora Presidenta, como decía el diputado Jaramillo y el diputado informante, se está refundiendo una preocupación que muchos teníamos respecto de la salud, especialmente de nuestros jóvenes. 

Recuerdo que hace algún tiempo presentamos una iniciativa respecto de los quioscos saludables en los establecimientos educacionales. En razón de esa preocupación nace justamente este proyecto, que me satisface enormemente, dado los informes que hoy tenemos a la vista, específicamente en materia de obesidad y de sobrepeso, especialmente en nuestra juventud, lo que genera una situación bastante compleja con la que, de una u otra forma, debemos lidiar. 

Si no hay cambios conductuales, propios y mediatos con las actividades que tenemos en este minuto, esta ley puede obligar a llevar a cabo esos cambios que hoy son tan necesarios, especialmente para nuestra juventud. 

Sin duda, se trata de un proyecto de mucha importancia, porque también recoge, en su artículo 3º, un tema que he presentado en varias oportunidades como proyecto de acuerdo y que tiene que ver con el aumento de las horas de clases o la actividad física en los establecimientos educacionales.

Cuando discutimos la jornada escolar completa, se presentó la idea de aumentar de dos a cuatro las horas obligatorias de educación física, porque hay que entender que no sólo nos enfrentamos a la mala alimentación de nuestros jóvenes, sino también al sedentarismo que caracteriza a nuestros jóvenes, quienes se ven enfrentados al computador, a nuevas tecnologías, juegos, etcétera.

El artículo 3º recoge en parte esa inquietud, por lo que se hace necesario modificarlo -aprovecho la oportunidad de comunicar que voy a presentar una indicación al respecto-, porque queremos tener claridad en su redacción, a fin de que no tengamos problemas a futuro. Queremos definir mejor la redacción del artículo 3º, específicamente cuando se trata de incluir en los programas curriculares, al menos, tres bloques semanales fraccionados de actividad física, de deporte y de recreación. Espero que el Presidente Piñera cumpla con la iniciativa de aumentar las horas de educación física, porque es un complemento no sólo al sistema alimenticio que queremos mejorar, sino también al combate del sedentarismo en nuestra juventud. 

Por otra parte, debemos aclarar que la jornada escolar completa trajo resultados muy positivos, pero también otros muy negativos. Uno de ellos es el tipo de alimentación que están recibiendo nuestros jóvenes. No todos son alimentados por la Junta de Auxilio Escolar y Becas. Muchos niños llevan una merienda y a otros los padres les dan recursos económicos para que puedan comprar en el quiosco suflés y un sinnúmero de alimentos saturados de sales, azúcar, etcétera, lo que ciertamente contribuye en forma negativa a una alimentación sana.

La idea es aprobar este proyecto, porque recoge varias iniciativas que lamentablemente antes no se habían considerado. Sería bueno que volviera a la Comisión a fin de profundizar y perfeccionar específicamente el tema que me interesa sobremanera: la salud de los jóvenes, asociada a la práctica deportiva.

Por lo tanto, anuncio la presentación de una indicación y mi voto favorable, con la esperanza de que definitivamente, ojalá a contar de este año, los establecimientos educacionales de Chile, en general, y no sólo algunos particulares que sí lo tienen en mi región, tengan una jornada de cuatro horas de educación física, deportes y recreación. Con ello, no sólo vamos a cuidar su salud, sino también les vamos a entregar valores, como la solidaridad, y muchos otros beneficios que entrega el deporte y la recreación.

He dicho.

La señora SEPÚLVEDA, doña 
Alejandra (Presidenta).- Tiene la palabra el diputado señor Saffirio.

El señor SAFFIRIO.- Señora Presidenta, me alegro profundamente de ser partícipe de la discusión de este proyecto, al cual concurriré con mi voto favorable en la oportunidad que corresponda votar. Sin embargo, quiero expresar algunas reflexiones en torno a un tema más específico, que tiene que ver con la incorporación de normas relacionadas con este tema en el reglamento que contempla el proyecto.

Durante los últimos veinte años ha habido un incremento del 600 por ciento en la población mundial de personas que presentan patologías asociadas a lo que se denomina el espectro autista.

Los estudios que se han hecho en países desarrollados y que hoy también se están ejecutando en Chile dan cuenta de que la lógica de la medicina de hoy está orientada a desarrollar procesos biomédicos a través de biodietas en las que se excluyen de la alimentación de estas personas, menores y adultos, dos elementos que forman parte esencial de la dieta en Chile y en gran parte del mundo. Específicamente, me refiero al gluten, un componente del trigo que está en el pan y que consumimos a diario, y la caseína, que es la proteína de la leche animal, que también forma parte de nuestra dieta habitual. 

Lo que quiero solicitar es que se reconozca que, a través del procedimiento de la biodieta, el mejoramiento que se produce en los pacientes que se encuentran dentro de este espectro autista es sustantivo, y tiene que ver con el logro o mejoramiento del lenguaje, con la reconexión con su medio y con la posibilidad que está asociada a la inserción de estas personas, cuando se trata de menores, en colegios y jardines infantiles normales, con niños “normales”.

Para la historia fidedigna de la ley, solicito que, en el reglamento que contempla esta futura ley, se mencione en los alimentos la presencia de gluten o caseína, como ocurre en gran parte de los países desarrollados, y también la presencia de aquellos componentes de los alimentos que puedan incidir, dar origen o agravar patologías existentes o sobrevinientes.

He dicho.

La señora SEPÚLVEDA, doña 
Alejandra (Presidenta).- Tiene la palabra la diputada señora Karla Rubilar.

La señora RUBILAR (doña Karla).- Señora Presidenta, sin duda, en un país como el nuestro, este proyecto de ley va en la línea correcta, pues hoy día hay más de 3 millones 400 mil personas obesas. Se estima que, dada la tendencia, en este año, el del Bicentenario, vamos a llegar a más de 4 millones.

La realidad es diversa a lo largo de las regiones del país. Por ejemplo, en la Región de Magallanes, más del 40 por ciento de los niños de primero básico presenta rangos graves de obesidad. El problema no es menor. 

Lamentablemente, en nuestro país, más del 90 por ciento de las personas son sedentarias, lo cual contribuye a que se presenten mayores factores de riesgo para generar enfermedades de todo tipo, principalmente cardiovasculares.

Se dice que la obesidad es la primera pandemia no transmisible del mundo. ¿Qué significa eso? Que, en los distintos continentes, tenemos problemas de tal gravedad que, si no somos capaces de manejarlos, el encarecimiento de la salud llegará a niveles extremos. Las enfermedades cardiovasculares, cánceres y otras, más la disminución de los años con vida saludable, generarán un impacto en la salud del mundo que no seremos capaces de enfrentar de ninguna forma.

Por lo tanto, este proyecto va en la línea correcta, pero no debe pasarnos lo que ha pasado con otras leyes.

El Congreso discutió durante mucho tiempo un proyecto de ley sobre el tabaco. Se promulgó una ley sobre el particular, que ya lleva bastantes años de ejecución, pero, a diferencia de lo que pasó en otros países del mundo, como en España, los índices de tabaquismo no han disminuido. Seguimos con altos índices de tabaquismo en los jóvenes. Incluso, se ha incrementado el consumo de tabaco en las mujeres. Lamentablemente, no fuimos capaces de elaborar una ley con suficiente poder de fiscalización y precisión en los criterios en las diversas entidades del país. 

Algo similar puede suceder con la ley de rotulación de alimentos. 

Este proyecto se tramitó con suma urgencia durante el Gobierno anterior, pero lamentablemente se discutió y se votó en un día. Además, no se escuchó a las personas expertas en el tema.

Esperamos que este proyecto, que va en la línea correcta, se apruebe en general y que también se presenten indicaciones de los señores parlamentarios, en la línea de lo planteado por los diputados Saffirio y Browne, para que a los pacientes con alergia alimentaria o de proteína de leche de vaca se les rotulen los alimentos, como ocurre en países como Estados Unidos. Hay demasiado que mejorar en este proyecto. Esto afecta a las municipalidades, a la Junaeb, a los jardines infantiles, a la industria alimentaria y a muchas personas como para despacharlo en forma express por el Congreso Nacional.

Por lo tanto, en el entendido de que se requiere avanzar con el proyecto y que necesitamos un pronunciamiento del nuevo Gobierno y del ministro, solicito que los señores diputados y señoras diputadas aprueben en general el proyecto y, ojalá, se emita un segundo informe por la Comisión de Salud.

He dicho.

La señora SEPÚLVEDA, doña 
Alejandra (Presidenta).- Tiene la palabra el diputado señor Juan Lobos.

El señor LOBOS.- Señora Presidenta, nadie en esta honorable Cámara puede dejar de pensar en el zapato chino en que nos estamos metiendo con las actuales cifras sobre malnutrición. 

Chile evolucionó y pasó de la desnutrición infantil, de la desnutrición calórico-proteica, a la malnutrición, que, por cierto, no es menos peligrosa. Pasamos bruscamente a tener un aumento de las calorías en hidratos de carbono, a un aumento enorme en las calorías que provienen de las grasas. 

Hoy tenemos una avalancha mediática que se cierne sobre nuestros niños, a quienes se obliga a comer basura a costa de regalarles una bolita, una chapita, o poniéndoles algunos súper héroes que recomiendan tal o cual alimento. 

Incluso, la misma leche se ha visto prostituida. Como lo señaló el diputado Saffirio, la alimentación también tiene que ver con los planes de vacunación y con el desarrollo de trastornos autistas de la personalidad. Hoy, si alguien toma un tarro de leche, lo más probable es que se encuentre con pura proteína de soya, y si analizamos su origen, nos vamos a encontrar con que es soya transgénica. Digamos las cosas como son.

Este proyecto hace justicia. Debemos preocuparnos de construir hoy la salud para veinticinco años más; que no sean los mercaderes quienes nos dicten lo que debemos hacer respecto de la salud de los chilenos, porque, al fin y al cabo, en un tiempo más, nos vamos a ver metidos en un problema que no vamos a ser capaces de solucionar ni con todo el oro del mundo. Siempre es más barato prevenir que curar.

Actualmente tenemos enormes cifras sobre obesidad infantil y sedentarismo. Además, debemos considerar que nuestra población va envejeciendo. Entonces, ese niñito gordo de hoy, no por su culpa, sino porque lo premian con una hamburguesa o con una golosina, tendrá muchos problemas en el futuro. También se prostituyó la jornada escolar completa y desaprovechamos una tremenda oportunidad para haberle cambiado el pelo a nuestro país. En la tarde -se suponía-, los niños tendrían actividades lúdicas, iban a hacer las tareas y llegarían a la casa a jugar, a volver a ser niños. Pero hoy tienen clases hasta las cinco de la tarde y ya no hay tiempo para jugar; sólo para sentarse frente al computador y comerse algún alimento rico en calorías que les deje la guatita llena y el corazón contento.

El llamado formulado por la diputada señora Karla Rubilar es de absoluta prudencia: tenemos que votar favorablemente en general el proyecto, porque busca algo loable y que tenemos que modificar.

Esta materia no sólo le interesa al sector salud, sino también al de educación, al de deporte y al de agricultura. Toda la bancada agrícola debe poner el dedo en la llaga, porque debemos proteger a la población en la generación de alimentos, y preocuparse de la calidad de lo que estamos importando versus la calidad de lo que nuestros productores están ofreciendo. Hacia allá vaya también esta advertencia.

El proyecto -es feo decirlo- se tramitó casi entre gallos y medianoche, con apresuramiento y hasta -diría- con glotonería legislativa. Lo que pretendíamos evitar en los niños, lo hicimos a través de esta legislación: llegó el proyecto y, en un día, tuvo que despacharse, porque había que satisfacer 
-perdonen que lo diga- algunos egos. Pero este proyecto persigue un fin tan noble que merece una segunda vuelta. 

Por lo tanto, vamos a presentar indicaciones para que la iniciativa vuelva a Comisión, y podamos masticarla antes de tragarla, y para que, de esa manera, le podamos ofrecer al país una herramienta que realmente sirva y se haga cargo de los verdaderos problemas, pero que también busque de qué manera vamos a fiscalizar el cumplimiento, de qué manera vamos a implementar, desde el punto de vista de la educación, la recuperación de la jornada escolar completa, con los énfasis que debe tener para que nuestros niños sean saludables. De lo contrario, en veinte años más no vamos a tener UCI ni unidad coronaria que aguante, ni un pabellón quirúrgico que soporte la avalancha de gente enferma que se nos vendrá.

Llamo a mis colegas a votar favorablemente el proyecto en general. Espero que le demos una segunda vuelta al tema, para revolver un poco más la “sopita” en la Comisión de Salud y presentar un segundo informe.

He dicho.

La señora SEPÚLVEDA, doña 
Alejandra (Presidenta).- Tiene la palabra el diputado señor Enrique Accorsi.

El señor ACCORSI.- Señora Presidenta, este proyecto va a regular, fundamentalmente, la nutrición infantil. Es un tremendo paso adelante; no es todo lo que hubiéramos querido, pero incluye temas que ha costado mucho poner en el tapete. Por ejemplo, ya se mencionó que en lo relacionado con los transgénicos, casi más del 50 por ciento de nuestros alimentos contiene soya transgénica y nadie tiene idea de eso. Hubo un cambio a través de un decreto del Ministerio de Salud. Incluso, en los colados que consumen los niños se agregó la soya transgénica y no había manera de regularlo. 

Me parece que la iniciativa significa un tremendo paso adelante, pero se puede perfeccionar en algunas áreas, como lo relacionado con el consumo de la sal, pues no existe regulación. Hemos hecho algunos intentos al respecto, ya que todos los cereales que comen los niños contienen un cantidad de sal enorme, aunque que se dice que son muy sanos. Lo mismo sucede con algunos yogurt. Todos sabemos que la ingesta de sal nos conduce a la obesidad y a la hipertensión. En Japón bajaron la cantidad de sal y disminuyeron enormemente los accidentes vasculares cerebrales. 

Esta norma pretende dar a conocer lo que están consumiendo nuestros conciudadanos, lo que será muy útil, pues la gente no tiene idea de lo que come, no sabe la composición de muchos alimentos y, además, la letra de las etiquetas es tan pequeña que a veces se debe leer con lupa. 

Por lo tanto, apoyamos con mucha fuerza la iniciativa y si se han presentado indicaciones tendrá que emitirse un segundo informe. Pero éste es un proyecto esencial; ojalá que no se eternice en la Comisión y vuelva a la Sala en abril.

He dicho.

La señora SEPÚLVEDA, doña 
Alejandra (Presidenta).- Tiene la palabra el diputado Gustavo Hasbún.

El señor HASBÚN.- Señora Presidenta, el proyecto es interesante y debemos votarlo a favor. 

Sin embargo, es oportuno hacer una pequeña reflexión, pues mi experiencia como alcalde ha demostrado que mientras no exista una política de Estado al respecto va a ser muy difícil solucionar el problema. Mientras no haya un trabajo pluriministerial, donde estén coordinados todos los actores involucrados, será muy difícil combatir la obesidad infantil. Debe haber un mecanismo que nos permita incluir un trabajo conjunto, porque no puede ser que el Ministerio de Salud tenga sus políticas, pero el Ministerio de Educación, a través de la Junaeb, aplique otras totalmente diferentes. Para qué mencionar la situación de las municipalidades, que muchas veces están en total descoordinación con los ministerios, tanto de Salud como de Educación, en esta materia. Por ejemplo, Chiledeportes, que entrega recursos a distintos organismos, debería destinar cierta cantidad de recursos a los municipios para implementar educación física acorde a los tiempos que estamos viviendo. 

Me parece que si estas políticas se aplican en forma individual, no vamos a resolver el problema. Mientras no se trabaje en conjunto y se coordinen las políticas de Estado, será muy difícil tener resultados positivos y, a la larga, en lugar de ir mejorando, empeoraremos. 

En el corto plazo, la situación se ve bastante compleja mientras no exista voluntad del Ejecutivo de trabajar este tema como una política de Estado a nivel nacional.

He dicho.

La señora SEPÚLVEDA, doña 
Alejandra (Presidenta).- Tiene la palabra el diputado Marco Antonio Núñez. 

El señor NÚÑEZ.- Señora Presidenta, quiero hacer referencia a cifras que deberían llamar la atención de los colegas parlamentarios y de la opinión pública.

Primero, se ha estimado que el 2010 más de 4 millones de personas en Chile van a presentar la enfermedad denominada obesidad. 

Segundo, el sedentarismo asociado a la obesidad, según la encuesta de Calidad de Vida y Salud, realizada por el ministerio del ramo, informa que más del 90 por ciento de la población chilena puede ser catalogada como sedentaria.

Tercero, es cierto que el consumo de tabaco ha disminuido, y debemos demostrar si se debe a la ley aprobada después de años de discusión y de resistencia de la industria tabacalera. Pero seguimos manteniendo el más alto consumo de tabaco en mujeres en Latinoamérica.

Sólo estos tres elementos, obesidad, sedentarismo y consumo de tabaco, son los principales factores predisponentes a las primeras causas de muerte en nuestro país. 

El proyecto de ley es un primer paso y 
-hay que decirlo-, hemos tenido resistencia de la industria alimentaria, particularmente de las grandes cadenas. No ha sido fácil la tramitación de esta iniciativa. El Gobierno anterior tuvo que llegar a acuerdos, porque es mejor una ley como esta que la ley de la selva que existe hoy, al no tener incentivos para que nuestra población se eduque, tenga conciencia y sepa qué debe consumir si quiere proteger su salud y la de su familia. 

La idea es aprobar el proyecto de ley, vuelva a la Comisión de Salud, donde probablemente aprobaremos algunas indicaciones que se han anunciado y, posteriormente será inevitable ir a una Comisión Mixta para derribar definitivamente los intereses de las grandes empresas alimenticias que han intentado influir durante la tramitación de este proyecto de ley. 

Repito: son 4 millones de personas que presentan la enfermedad de la obesidad. La idea es regular con inteligencia y eficiencia, tomando en cuenta la experiencia de otros países que han logrado regular con éxito tanto la publicidad, con un etiquetado claro, entendible y efectivo, como el cambio de hábito de los alimentos que consume la población.

He dicho.

La señora SEPÚLVEDA, doña 
Alejandra (Presidenta).- Tiene la palabra el diputado Arturo Squella.

El señor SQUELLA.- Señora Presidenta, comparto lo dicho por quienes me antecedieron en el uso de la palabra sobre las bondades del proyecto, en el sentido de saber qué estamos comiendo y qué están comiendo nuestros niños. Por lo mismo, no me voy a referir a ello. En general, comparto que se apruebe esta iniciativa.

Sin embargo, me parecen preocupantes algunos aspectos, pues, según entiendo, este proyecto pasaría nuevamente a la Comisión, por lo que creo conveniente que revise, al menos, dos puntos que creo relevante resguardar.

Primero, desde el momento en que el proyecto restringe las posibilidades de las empresas, de las personas jurídicas, de hacer promoción de sus productos, creo conveniente velar porque esa libertad que les corresponde se resguarde.

Segundo, respecto de la facultad que tienen las empresas de otorgar a título gratuito ciertos productos a colegios, creo que es importante tener en cuenta que, por no existir una regulación clara en cuanto a donaciones, muchas de las organizaciones estudiantiles hacen convenios con empresas que les donan productos. Me parece importante que ese derecho no se pase a llevar.

He dicho.

La señora SEPÚLVEDA, doña 
Alejandra (Presidenta).- Tiene la palabra el diputado Pedro Velásquez.

El señor VELÁSQUEZ.- Señora Presidenta, en primer lugar, comparto lo señalado por algunos colegas parlamentarios, pero con otros no, en el sentido de que el proyecto de ley, en gran medida, ha contado con la venia del mundo empresarial, pero, prácticamente, como un traje a su medida. 

Me parece que el tema en boga en el mundo es que los consumidores deben tener la máxima claridad cuando se adquiere un producto y, con mayor razón, es responsabilidad nuestra que nuestros hijos y las futuras generaciones tengan conciencia, desde pequeños, de lo que consumen o de lo que los padres adquieren.

Por otra parte, en este mismo ámbito, es necesario regular la comunicación y de qué manera el producto puede tener una información mucho más explícita, más pedagógica, a fin de que todo el mundo pueda tener claro lo que está comprando, más aún si afecta a la salud de miles de compatriotas. En el transcurso del tiempo no va a haber presupuesto para poder costear las enfermedades que generan los alimentos chatarra, entre otros.

Por lo anterior, apoyamos esta iniciativa en general, pero es indispensable que la Comisión correspondiente estudie las indicaciones que han presentado miembros de esta Cámara. También es fundamental que puedan ser revisadas por las actuales autoridades del Ministerio de Salud y los otros actores involucrados.

He dicho.

La señora SEPÚLVEDA, doña 
Alejandra (Presidenta).- Tiene la palabra el diputado Schilling.

El señor SCHILLING.- Señora Presidenta, la unanimidad de la Sala comparte la idea de fondo del proyecto, independientemente de las observaciones específicas que algunos puedan hacer.

Sólo quiero dejar constancia de que, aunque estoy de acuerdo en general con la idea del proyecto, me llama mucho la atención que la Comisión de la Cámara que lo revisó, por la unanimidad de sus miembros, haya acordado suprimir el artículo 3º que prohíbe adicionar a los alimentos y comidas preparadas ingredientes o aditivos que puedan inducir a equívocos, daños a la salud, engaños o falsedades, y faculta al Ministerio de Salud para fijar el reglamento que permita revisar los procesos productivos, de modo que se sepa lo que está ocurriendo en la producción de alimentos. 

La eliminación de este artículo por la unanimidad de la Comisión va a contrapelo con todo aquello en lo que avanza la sociedad actual. Por ejemplo, para la exportación de la industria alimentaria se nos exige conocer la trazabilidad en el caso de los animales. Esa exigencia se va extendiendo a todo tipo de productos alimenticios.

Entonces, quiero llamar la atención al respecto, aunque entiendo que no es en la Sala donde podemos intentar reponer el 
artículo 3º. Creo que las empresas, más que resistirse a este tipo de medidas -resistencia que sólo les va a ocasionar perjuicios en la venta de sus productos, en Chile o afuera-, deberían esforzarse por ser más rigurosas en sus procesos productivos y por garantizar la sanidad, la salud y la alimentación para consumo humano o animal.

He dicho.

La señora SEPÚLVEDA, doña 
Alejandra (Presidenta).- Ofrezco la palabra al diputado Lemus.

El señor LEMUS.- Señora Presidenta, en general, apoyo este proyecto. Pero debo hacer una observación relacionada con quienes ya tienen algunas de las enfermedades descritas como consecuencia del uso prolongado de dichos alimentos: los enfermos crónicos. 

Hoy, en los supermercados es muy difícil encontrar alimentos para esos enfermos. Los espacios son reducidos. Tales alimentos son, en general, carísimos, lo que hace difícil que los enfermos crónicos puedan incorporarlos en su dieta. Debiera ser una parte importante de este proyecto prever esta situación aplicando una conducta adecuada, sobre todo en nuestros niños y jóvenes. Los enfermos crónicos, ya sea por diabetes, hipertensión u otros derivados, según las estadísticas, abarcan alrededor de 25 por ciento de la población nacional. Allí hay un elemento muy importante para las familias de más escasos recursos que padecen este tipo de enfermedades, porque les es muy difícil sobrellevar una dieta con los pocos alimentos dispuestos en el mercado.

Dejo planteado este antecedente para que la Comisión lo incorpore en el proyecto.

He dicho.

La señora SEPÚLVEDA, doña 
Alejandra (Presidenta).- Tiene la palabra el diputado Robles.

El señor ROBLES.- Señora Presidenta, el país necesita en forma relativamente imperiosa proyectos que signifiquen avanzar en términos de lo que la gente está consumiendo en materia de alimentos. En ese sentido, este proyecto avanza bastante; incorpora varios elementos que, desde el punto de vista de la salud, implican un progreso significativo en cuanto a conocimiento, por parte de la población, de los alimentos que consume. 

Hay artículos importantes orientados a que las familias conozcan la composición alimenticia de los productos que están consumiendo sus hijos. En esta moción originada en el Senado, que, evidentemente, significan un avance en materia nutricional.

Este proyecto fue votado en la Comisión en las últimas semanas del período pasado, particularmente durante los últimos días de enero en que sesionó la Comisión y, por lo tanto, hay una discusión que, a mi juicio, apresuró su despacho. Hay temas respecto de los cuales me hubiese gustado discutir con más profundidad. Por ejemplo, una iniciativa que dice relación con todos aquellos elementos alérgenos contenidos en los alimentos y que producen una serie de problemas a las personas que sufren de alergia alimentaria, no se incorporó en este proyecto. También existe un proyecto de ley que se refiere a cómo rotulamos mejor los alimentos y nos incorporamos a las legislaciones a nivel internacional. Pongo el ejemplo de los alérgenos porque, si bien la población que sufre alergias alimentarias como consecuencia de consumir alimentos preparados no es un número importante, no obstante, para ella es muy importante que los alimentos preparados en el país lleven la información de los elementos que contienen, como, por ejemplo, alguna proteína derivada del huevo u otros que produzcan alergias severas en algunas personas.

Asimismo, me parece sumamente importante -fue discutido, a pesar de que la votación final no recogió la opinión de todos- lo que planteaba el diputado Schilling. Efectivamente, no todos tenemos la misma impresión. Él cree que facultar al Ministerio de Salud para que regule algunos aspectos relacionados con la rotulación y elaboración de alimentos es centralizar el desarrollo de la industria alimentaria. Yo pienso que es al revés. El Ministerio de Salud, independientemente de quien lo dirige, es el llamado a controlar la preparación de los alimentos en el país. De hecho, los ministerios de Salud de casi todos los países desarrollados y las direcciones encargadas del tema alimenticio en esos países tienen potestades para regular la fabricación de los alimentos. En Chile no existe esa facultad en la misma forma y creo que el artículo aprobado por el Senado buscaba dar más potestad al Ministerio para controlar, en el proceso, la elaboración de los alimentos. Al respecto, los senadores Girardi y Ruiz-Esquide tuvieron una iniciativa muy importante que, lamentablemente, no prosperó, porque se trato de alcanzar un consenso suficiente para analizar el proyecto en la Sala.

Reitero que el proyecto, en general, avanza significativamente en esta materia. Uno nunca puede querer la perfección, pero es un avance. 

Entiendo que en este segundo trámite legislativo el proyecto fue objeto de indicaciones. En tal virtud, deberá volver a Comisión, oportunidad que aprovecharemos para mejorar algunos aspectos. 

Por eso, espero que la Sala apruebe el proyecto en general y dé una señal clara en la dirección correcta.

He dicho.

La señora SEPÚLVEDA, doña 
Alejandra (Presidenta).- Tiene la palabra la diputada señora Cristina Girardi. 

La señora GIRARDI (doña Cristina).- Señora Presidenta, tal como lo señaló el diputado Schilling, es importante considerar en el proyecto el tema de la rigurosidad en los procesos de producción. 

Me ha tocado detectar la producción del alimento base -la cadena inicial-, en lugares que no cuentan con las condiciones sanitarias mínimas para elaborar y manipular alimentos, los mismos que después son derivados a cadenas de distribución, que también fabrican. Me refiero a casas particulares donde se elaboran embutidos, que después son entregados a empresas que sí cumplen con todas las exigencias y condiciones sanitarias. Es decir, reciben alimentos de proveedores básicos que no cumplen con las condiciones sanitarias.

Por lo tanto, es de vital importancia verificar que en toda la secuencia del proceso productivo de un alimento que se cumplan las condiciones sanitarias respectivas. 

He dicho.

La señora SEPÚLVEDA, doña 
Alejandra (Presidenta).- Ofrezco la palabra.

Ofrezco la palabra.

Cerrado el debate. 

-Con posterioridad, la Sala se pronunció sobre el proyecto en los siguientes términos:

La señora SEPÚLVEDA, doña 
Alejandra (Presidenta).- Corresponde votar en general el proyecto de ley, iniciado en moción, sobre composición nutricional de los alimentos y su publicidad, con excepción del artículo 3º, cuya aprobación requiere quórum de ley orgánica constitucional.

En votación.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 103 votos. No hubo votos por la negativa ni abstenciones.

La señora SEPÚLVEDA, doña 
Alejandra (Presidenta).- Aprobado.
-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Accorsi Opazo Enrique; Aguiló Melo Sergio; Alinco Bustos René; Álvarez-Salamanca Ramírez Pedro Pablo; Andrade Lara Osvaldo; Araya Guerrero Pedro; 
Arenas Hödar Gonzalo; Ascencio Mansilla Gabriel; Auth Stewart Pepe; Baltolu Rasera Nino; Barros Montero Ramón; Bauer Jouanne Eugenio; Becker Alvear Germán; Bertolino Rendic Mario; Bobadilla Muñoz Sergio; Browne Urrejola Pedro; Calderón Bassi Giovanni; Campos Jara Cristián; 
Cardemil Herrera Alberto; Carmona Soto Lautaro; Castro González Juan Luis; Ceroni Fuentes Guillermo; Cristi Marfil María 
Angélica; Chahín Valenzuela Fuad; De Urresti Longton Alfonso; Delmastro Naso Roberto; Díaz Díaz Marcelo; Edwards Silva 



José Manuel; Eluchans Urenda Edmundo; Espinosa Monardes Marcos; Espinoza 
Sandoval Fidel; Estay Peñaloza Enrique; Farías Ponce Ramón; García García René Manuel; García-Huidobro Sanfuentes 
Alejandro; Girardi Lavín Cristina; Goic 
Boroevic Carolina; Gutiérrez Gálvez Hugo; Gutiérrez Pino Romilio; Harboe Bascuñán Felipe; Hasbún Selume Gustavo; Hernández Hernández Javier; Hoffmann Opazo María José; Jaramillo Becker Enrique; Jarpa 
Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes 
Tucapel; Kast Rist José Antonio; León 
Ramírez Roberto; Lobos Krause Juan; 
Lorenzini Basso Pablo; Macaya Danús 
Javier; Martínez Labbé Rosauro; Melero Abaroa Patricio; Molina Oliva Andrea; Monckeberg Bruner Cristián; Monsalve Benavides Manuel; Montes Cisternas 
Carlos; Morales Muñoz Celso; Moreira 
Barros Iván; Muñoz D’Albora Adriana; Norambuena Farías Iván; Núñez Lozano Marco Antonio; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pascal Allende Denise; Pérez Arriagada José; Pérez Lahsen Leopoldo; Recondo Lavanderos Carlos; Rincón González Ricardo; Rivas Sánchez Gaspar; Robles Pantoja Alberto; Rojas Molina Manuel; 
Rubilar Barahona Karla; Saa Díaz María Antonieta; Sabat Fernández Marcela; 
Saffirio Espinoza René; Sandoval Plaza David; Santana Tirachini Alejandro; Sauerbaum Muñoz Frank; Schilling Rodríguez Marcelo; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Silva Méndez Ernesto; Squella Ovalle Arturo; Tarud Daccarett 
Jorge; Teillier Del Valle Guillermo; Torres Jeldes Víctor; Tuma Zedan Joaquín; Turres Figueroa Marisol; Ulloa Aguillón Jorge; Uriarte Herrera Gonzalo; Urrutia Bonilla Ignacio; Vallespín López Patricio; Van 
Rysselberghe Herrera Enrique; Vargas 
Pizarro Orlando; Velásquez Seguel Pedro; Verdugo Soto Germán; Vidal Lázaro 
Ximena; Vilches Guzmán Carlos; Von 
Mühlenbrock Zamora Gastón; Walker Prieto Matías; Ward Edwards Felipe; Zalaquett Said Mónica

La señora SEPÚLVEDA, doña 
Alejandra (Presidenta).- En votación general el artículo 3º del proyecto para cuya aprobación se requiere del voto afirmativo de 69 señoras y señores diputados.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 99 votos; por la negativa, 0 votos. Hubo 2 abstenciones.

La señora SEPÚLVEDA, doña 
Alejandra (Presidenta).- Aprobado.
-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Accorsi Opazo Enrique; Aguiló Melo Sergio; Alinco Bustos René; Álvarez-Salamanca Ramírez Pedro Pablo; Andrade Lara Osvaldo; Araya Guerrero Pedro; 
Arenas Hödar Gonzalo; Ascencio Mansilla Gabriel; Auth Stewart Pepe; Baltolu Rasera Nino; Barros Montero Ramón; Bauer Jouanne Eugenio; Becker Alvear Germán; Bertolino Rendic Mario; Bobadilla Muñoz Sergio; Browne Urrejola Pedro; Calderón Bassi Giovanni; Campos Jara Cristián; 
Cardemil Herrera Alberto; Carmona Soto Lautaro; Castro González Juan Luis; Cristi Marfil María Angélica; Chahín Valenzuela Fuad; De Urresti Longton Alfonso; Delmastro Naso Roberto; Díaz Díaz Marcelo; Edwards Silva José Manuel; Eluchans Urenda 
Edmundo; Espinosa Monardes Marcos; 
Espinoza Sandoval Fidel; Estay Peñaloza Enrique; Farías Ponce Ramón; García 
García René Manuel; García-Huidobro 
Sanfuentes Alejandro; Girardi Lavín 
Cristina; Goic Boroevic Carolina; Gutiérrez 
Gálvez Hugo; Gutiérrez Pino Romilio; 
Harboe Bascuñán Felipe; Hasbún Selume Gustavo; Hernández Hernández Javier; Hoffmann Opazo María José; Jaramillo Becker Enrique; Jarpa Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; Kast Rist José Antonio; León Ramírez Roberto; Lobos Krause Juan; Lorenzini Basso Pablo; 
Macaya Danús Javier; Martínez Labbé 
Rosauro; Melero Abaroa Patricio; Molina Oliva Andrea; Monckeberg Bruner Cristián; Monsalve Benavides Manuel; Morales 
Muñoz Celso; Moreira Barros Iván; 
Norambuena Farías Iván; Núñez Lozano Marco Antonio; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pascal Allende Denise; Pérez Arriagada José; Pérez Lahsen Leopoldo; Recondo Lavanderos Carlos; Rincón González Ricardo; Rivas Sánchez Gaspar; Robles Pantoja Alberto; Rojas Molina Manuel; 
Rubilar Barahona Karla; Saa Díaz María Antonieta; Sabat Fernández Marcela; 
Saffirio Espinoza René; Sandoval Plaza David; Santana Tirachini Alejandro; 
Sauerbaum Muñoz Frank; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Silva 
Méndez Ernesto; Squella Ovalle Arturo; Tarud Daccarett Jorge; Teillier Del 
Valle Guillermo; Torres Jeldes Víctor; 
Tuma Zedan Joaquín; Turres Figueroa 
Marisol; Ulloa Aguillón Jorge; Uriarte Herrera Gonzalo; Urrutia Bonilla Ignacio; Vallespín López Patricio; Van Rysselberghe Herrera Enrique; Vargas Pizarro Orlando; Velásquez Seguel Pedro; Verdugo Soto Germán; Vidal Lázaro Ximena; Vilches Guzmán Carlos; Von Mühlenbrock Zamora Gastón; Walker Prieto Matías; Ward 
Edwards Felipe; Zalaquett Said Mónica.

-Se abstuvieron los diputados señores:

Ceroni Fuentes Guillermo; Muñoz D’Albora Adriana.

La señora SEPÚLVEDA, doña 
Alejandra (Presidenta).- Por haber sido objeto de indicaciones, el proyecto vuelve a la Comisión de Salud para su segundo informe.

-Las indicaciones de que fue objeto el proyecto son las siguientes:

Al artículo 3º

Inciso segundo

1. De los señores Lobos, Macaya y Rojas para sustituirlo por el siguiente:

“Además, dichos establecimientos deberán incluir en sus programas curriculares al menos cuatro horas fraccionadas en dos bloques semanales la práctica y desarrollo del deporte y la actividad física.”.

2. De los señores Bertolino y Santana para suprimir la expresión: “, que genere el gasto energético necesario y adecuado”.

Al artículo 6º

3. De los señores Bertolino y Santana para suprimirlo.

Al artículo 7º

Inciso tercero

4. De los señores Bertolino y Santana para eliminarlo.

PROHIBICIÓN DE USO DE BOLSAS PLÁSTICAS NO BIODEGRADABLES. Primer trámite constitucional.

La señora SEPÚLVEDA, doña 
Alejandra (Presidenta).- Corresponde tratar, en primer trámite constitucional y primero reglamentario, el proyecto de ley, iniciado en mociones refundidas, que prohíbe el uso de bolsas plásticas no biodegradables.

Rendirá el informe de la Comisión de Recursos Naturales, Bienes Nacionales y Medio Ambiente el señor Patricio Vallespín.

Antecedentes: 

-Moción, boletines Nºs 6045-12, sesión 68ª, en 21 de agosto de 2008. Documentos de la Cuenta Nº 15;

-6080-12, sesión 74ª, en 9 de septiembre de 2008. Documentos de la Cuenta Nº 2;


-6520-12, sesión 30ª, en 14 de mayo de 2009. Documentos de la Cuenta Nº 12, y 

-6585-12, sesión 47ª, en 1 de julio de 2009. Documentos de la Cuenta Nº 8.

-Primer informe de la Comisión de Recursos Naturales, Bienes Nacionales y Medio Ambiente, sesión 55ª, en 28 de julio de 2009. Documentos de la Cuenta Nº 22.

La señora SEPÚLVEDA, doña 
Alejandra (Presidenta).- Tiene la palabra el diputado informante.

El señor VALLESPÍN.- Señora Presidenta, en nombre de la Comisión de Recursos Naturales, Bienes Nacionales y Medio Ambiente paso a informar el proyecto de ley, iniciado en mociones refundidas, que prohíbe el uso de bolsas plásticas no biodegradables y establece su reemplazo por otras biodegradables.

Durante el análisis de la iniciativa, la Comisión contó la colaboración de la ex ministra Presidenta de la Comisión Nacional de Medio Ambiente, señora Ana Lya Uriarte, y con las reflexiones de la Asociación de Industriales del Plástico, que representa a medianos, pequeños y grandes productores.

Antecedentes generales.

El uso de bolsas plásticas en Chile se calcula en 3 mil millones, unas 200 bolsas por persona, que demoran entre dos y cuatro siglos en ser absorbidas y degradadas por el medio ambiente. Este fuerte impacto en el medio ambiente afecta la flora y fauna, terrestre y oceánica, y el paisaje, como elemento de contaminación visual y del suelo. Los lugares que se han sometido a examen sobre contaminación exhiben partículas contaminantes derivadas del petróleo, como polímeros, poliéster y acrílico. Las bolsas plásticas, que presentan estos elementos en su elaboración, están dentro de los elementos no biodegradables, dado el largo tiempo que necesitan para ser degradadas, o porque superan la capacidad de los organismos descomponedores para procesarlos.

Asimismo, las bolsas serigrafiadas pueden contener residuos metálicos tóxicos. La disposición inadecuada de los residuos de productos plásticos afecta nocivamente el medio ambiente, ya que durante su fabricación son incorporados sustancias colorantes, plastificantes, estabilizadores y otras, constituidas algunas por plomo y cadmio, que son lixiviadas del residuo sólido durante su descomposición, contaminando suelos y aguas subterráneas, con el potencial compromiso de afectar recursos en el largo plazo.

La reducción en origen es el primer paso hacia una gestión sostenible de los residuos, que supone la disminución de la cantidad de plásticos que utilizamos, el diseño de productos que reduzcan la utilización de estos materiales y la simplificación del número de componentes utilizados. La autoridad ambiental debe instar a la reducción máxima de la utilización de los plásticos y, sobretodo, de los que en su composición contienen cloro, amén de los componentes ya señalados.

La iniciativa legal se funda en que en nuestro país la normativa ambiental no regula el reciclaje, la distribución ni la restricción del uso de bolsas plásticas, lo que constituye un vacío legal y reglamentario que el proyecto busca resolver.

La campaña realizada por la Comisión Nacional del Medio Ambiente (Conama) para reducir la producción de este tipo de bolsas o su reemplazo, sólo contó -es muy importante que esto lo sepan los colegas- con la adhesión de algunas empresas, por lo que es necesario incorporar a nuestra legislación una regulación eficaz que restrinja el uso de bolsas plásticas, llegando, incluso, a la prohibición, medida que, en todo caso, no sería aplicable de inmediato, sino que se deberá otorgar un plazo para que fabricantes y consumidores se adecuen a la nueva regulación. Por lo tanto, pretendemos producción y consumo sustentables. 

El proyecto consta de siete artículos permanentes y uno transitorio.

A través de sus disposiciones permanentes promueve el reemplazo de las bolsas plásticas no biodegradables por aquellas biodegradables, además de establecer la prohibición de producir, importar, distribuir bolsas plásticas no degradables.

Asimismo, dispone que un reglamento establecerá las normas técnicas que fijen las características que deberán tener estas bolsas biodegradables, fijando una norma técnica mínima, pero suficiente para generar la reducción que nosotros queremos en el uso y la no contaminación de los lugares de disposición. 

Además, exige a los productores, importadores, distribuidores y vendedores de bolsas biodegradables someterse a un proceso de certificación para acreditar el cumplimiento de las normas técnicas correspondientes. Agrega que productores, distribuidores y vendedores que suministren productos que no cumplan las normas técnicas o no cuenten con la debida certificación serán sancionados, para lo cual se otorga acción a cualquier persona para denunciar las infracciones, señalando que es competente para conocer de ellas el juzgado de policía local del lugar en que se hubiere cometido la infracción.

También dispone que las infracciones serán sancionadas con multas y el respectivo comiso de las especies, las que deberán ser puestas a disposición de la Comisión Nacional del Medio Ambiente.

En aras de que el proyecto no se convierta en una declaración de intenciones, la Comisión concordó con los sectores productivos y las autoridades competentes un artículo transitorio, el cual establece que la ley comenzará a regir el 1 de enero de 2012 y para las empresas de menor tamaño, el 1 de junio de 2012. Es decir, existe tiempo suficiente para modificar los procesos productivos, mejorar e innovar las tecnologías, incorporar producción limpia y excluir los componentes contaminantes.

Informo a la Sala que el artículo 6º del proyecto tiene rango de norma orgánica constitucional, de acuerdo con lo preceptuado en el artículo 77 de la Constitución Política.

Por último, hago presente que el proyecto fue aprobado en forma unánime por todos los integrantes de la Comisión de Recursos Naturales, Bienes Nacionales y Medio ambiente de la Cámara de Diputados.

Por lo tanto, pido a los señores diputados que den su aprobación al proyecto, por la señal clara que se da al desarrollo y al consumo sustentables, sobre todo con realismo para su aplicación.

Es todo cuanto puedo informar.

He dicho.

La señora SEPÚLVEDA, doña 
Alejandra (Presidenta).- Tiene la palabra la diputada señora María Angélica Cristi.

La señora CRISTI (doña María Angélica).- Señora Presidenta, éste es un proyecto muy importante e interesante que ya se ha discutido en la Cámara de Diputados. 

El uso indiscriminado de bolsas plásticas tanto en Chile como en el mundo ha traído consigo un deterioro progresivo del medio ambiente y, por lo tanto, de la calidad de vida de las personas. Hoy, es difícil que las personas, por la falta de cultura en esta materia, tomen este problema con la seriedad que amerita y tomen el peso de lo que significa para el medio ambiente.

Un estudio realizado por la Agencia de Protección Ambiental de Estados Unidos, en 2005, estimó que, a nivel mundial, anualmente se consumen entre 500 billones y un trillón de bolsas no biodegradables, siendo recicladas menos del 1 por ciento, considerando que el período de reciclaje demora muchos años. Sólo en nuestro país, como se menciona en el proyecto, se desechan más de 3 mil millones de bolsas, es decir, alrededor de 200 bolsas plásticas por persona.

Estos desperdicios van a parar principalmente al mar, sea por la descarga de embarcaciones de alto tonelaje o bien por medio de desagües y cañerías de zonas urbanas, para finalmente acumularse en las costas, lagos, ríos, canales y en las mismas cañerías, con el consecuente riesgo que representa para la naturaleza y, por lo tanto, para la población. 

Este escenario se repite en otros países menos desarrollados, como, por ejemplo, en Haití, donde los canales con agua no existen, pues están llenos de bolsas plásticas, las cuales hicieron desaparecer la ciudad aún antes del terremoto, situación que es gravísima. 

No obstante, algunas naciones han logrado imponer otro criterio. Corea tiene una alta regulación en la materia, siendo una de sus principales técnicas el reciclaje, llegando incluso a exigir que para tirar la basura se use un tipo especial de bolsas, las que, además, incluyen una leyenda que indica el distrito donde son comercializadas para que el retorno de las ganancias llegue a la misma localidad. Es decir, la comunidad participa en la rentabilidad del proceso. Esa situación contrasta claramente con nuestro país, donde gran parte de los empaques que entregan los supermercados son reutilizados como basureros comunes.

Asimismo, en China y Bangladesh se prohibieron las bolsas plásticas gratuitas. Irlanda fue la primera nación europea en aplicarles impuestos en 2002, situación que, por lo demás, no sería recomendable en Chile. En 2005, Ruanda prohibió su uso. Israel, Canadá, India del Oeste, Botswana, Kenya, Tanzania, África del Sur, Taiwán y Singapur también han prohibido o están en proceso de prohibir el uso de bolsas plásticas. San Francisco se convirtió en la primera ciudad de Estados Unidos en prohibirlas definitivamente y las ciudades de Oakland y Boston están considerando su prohibición.

Nuevas normas también se aplican en México y Argentina. En el primer caso, la Asamblea Legislativa del Distrito Federal aprobó, en 2009, reformas a la ley de Residuos Sólidos del Distrito Federal, que prohíben a centros comerciales la entrega de éstas a sus clientes, con las consiguientes sanciones para quienes transgredan la norma. En el segundo caso, pese a que no se ha emprendido un plan oficial, se han implementado restricciones para fomentar el uso de las bolsas de papel, ya que son fácilmente reciclables, pero su elaboración significa aumentar el consumo de celulosa.
Asimismo, las cadenas comerciales Wal-Mart, Zara y Jumbo comenzaron a repartir entre sus clientes bolsas biodegradables, las cuales se fabrican a base de un subproducto del petróleo, al que se le agrega un aditivo químico que produce la degradación natural del material.

En España, la empresa Sphere ha diseñado bolsas que utilizan almidón de papa o maíz y que sólo tardan noventa días en degradarse, pero su costo es mucho mayor. En fin, la idea es que cada país vaya buscando las mejores formas de hacer posible dicho proceso. 

Si bien es innegable que este proyecto es un gran avance, no se puede desconocer la necesidad de que haya una política oficial de reciclaje, aparejada de una concientización de la población sobre las consecuencias de su no aplicación. Es necesario hacer campañas en esa materia. Lo primero que necesitamos es un cambio cultural, ya que con ello no necesitaríamos prohibir el uso de bolsas plásticas, sino simplemente recordar a las personas que consumen un producto lo hagan igual como cuando iban a comprar con una bolsa para el pan o la feria. El uso de bolsas plásticas fue una nueva invención de los últimos tiempos y, por cierto, las campañas publicitarias son esenciales para ello.

En Australia, por ejemplo, me tocó vivir una experiencia interesante. Allí, las personas que van al supermercado pueden llevar sus productos sólo hasta en dos bolsas plásticas y disponen de bolsas biodegradables, que pueden comprar, para transportar el resto de la mercadería. De esa forma, se va introduciendo el hábito en forma paulatina. A lo mejor, en Chile no es necesario cortar drásticamente esa costumbre, sino que empezar de a poco.

Por último, me llama la atención que en el artículo transitorio del proyecto se establezca una fecha para que comience a regir la ley. Al respecto, formularé indicación para que el plazo sea de un año para las grandes empresas y de dos para las pequeñas empresas, porque no sabemos cuándo será aprobada esta iniciativa. Por lo tanto, establecer un plazo fijo es realmente inconducente.

Asimismo, felicitó a los autores de la iniciativa, porque creo que es un muy buen inicio para crear conciencia en nuestro país.

Por último anuncio que nuestra bancada votará favorablemente el proyecto.

He dicho.

La señora SEPÚLVEDA, doña 
Alejandra (Presidenta).- Tiene la palabra el diputado señor Enrique Accorsi.

El señor ACCORSI.- Señora Presidenta, de acuerdo con la introducción que hemos escuchado y mi sentido común, sin duda el proyecto es muy importante. También resalta la necesidad de que tanto diputadas como diputados tengamos un mayor espacio para presentar proyectos de ley, por cuanto esta iniciativa fue aprobada en junio del año pasado y recién hoy la estamos discutiendo en la Sala. Como estamos en el inicio de un nuevo período parlamentario y todavía no tenemos toda la carga legislativa, deberíamos buscar elementos que nos permitan tener mayor iniciativa, porque el proyecto se aprobó porque hubo unanimidad en la Comisión de Recursos Naturales. En ese sentido, nos pusimos de acuerdo con la ministra de Medio Ambiente y, además, con los productores de plásticos, de manera que se hizo un esfuerzo realmente enorme. 

Es muy importante dar una señal en ese sentido, porque no sólo se deben usar bolsas biodegradables, sino que debemos incorporar el concepto de reciclaje en nuestro país. Cualquiera que vaya a un basural encontrará mayoritariamente bolsas de plástico, y como se sabe, este se biodegrada luego de cuatrocientos años. 

Por lo tanto, considero que esta es una gran iniciativa. Ojalá podamos aprobarla por unanimidad, para que sea ley de la República y todos nos beneficiemos de ella. Se trata de un paso adelante muy importante para el cuidado del medio ambiente en nuestro país.

He dicho.

La señora SEPÚLVEDA, doña 
Alejandra (Presidenta).- Tiene la palabra el diputado señor Juan Lobos.

El señor LOBOS.- Señora Presidenta, en la misma línea de lo señalado por los colegas que me antecedieron en el uso de la palabra, éste es un primer paso interesante, por cuanto siempre cuesta iniciar lo que a veces debiera ser un proceso de absoluta lógica.

Actualmente, cada chileno ocupa más de doscientas bolsas plásticas al año, además de envases. Estamos hablando de bolsas que habitualmente entregan las cadenas de supermercados para llevar la mercadería, o las de basura, algunas de las cuales llevan impreso un logo que dice “biodegradable”. En realidad, no lo son. Muchas de ellas se biofragmentan de manera muy rápida. ¿Por qué hago esta salvedad? Porque habitualmente la bolsa es un producto que surge como desecho para ser utilizada y reutilizada como receptor de basura. Así las cosas, necesariamente va a ir a parar a un relleno sanitario, donde provocará un gran problema, porque, una vez que la materia orgánica que contienen dentro se pudre, la bolsa quedará aplanada y formará capas absolutamente impermeables que impedirán el escurrimiento de las aguas cuando caigan allí. Se trata de la percolación, como me indica el diputado García, lo que obviamente crea un problema. Tampoco se puede construir encima de eso. Los rellenos sanitarios, como nosotros los conocemos, van decantando los desechos y algún día se podrá construir sobre ellos. En este caso, como reza el dicho popular, “clotearon” a perpetuidad, porque las bolsas siempre quedarán metidas ahí, lo que imposibilitará una adecuada compactación.

Tampoco debemos olvidar hacia dónde queremos avanzar. La diputada Cristi señaló que existe la tecnología para fabricar bolsas que, además de ser biodegradables, son compostables, es decir, que están constituidas por polímeros orgánicos que se extraen de la papa o del maíz. Ya llegaron a Chile, pero todavía son caras y no tan bonitas como las que usamos en la actualidad, a las que se les ponen colorantes y otros productos químicos para darles una mejor apariencia e, incluso, estampar el logo corporativo.

Obviamente, celebramos el hecho de iniciar un nuevo camino para evitar la contaminación. Es bueno empezar a cuidar nuestra naturaleza y los espacios habitables, que serán cada vez más pequeños. Es necesario recuperar nuestros actuales basurales como terrenos de uso humano, ya que en el futuro no quedarán muchos espacios habitables.

También deseo valorar el trabajo de la Comisión de Recursos Naturales, Bienes Nacionales y Medio Ambiente, donde, de la mano de la industria del plástico y del retail, se lograron consensos y se avanzó hacia algo que es plenamente factible: obligar por ley que estas bolsitas que van a terminar en el vertedero sean biodegradables, con lo que se solucionará el problema que producen. Ya llegará el minuto de hablar de los envases de bebidas, que necesitan la incorporación de otro tipo de tecnología. Las bolsas sólo sirven para proteger el contenido y para transportarlo. Ya llegará el momento en que la tecnología permitirá el abaratamiento de esas bolsas para que no sólo sean biodegradables, sino que también compostables.

Sin embargo, debo señalar que éste es un muy buen primer paso, que me parece interesante apoyar.

He dicho.

La señora SEPÚLVEDA, doña 
Alejandra (Presidenta).- Tiene la palabra la diputada señora Denise Pascal.

La señora PASCAL (doña Denise).- Señora Presidenta, es un gusto discutir este proyecto en Sala. La Comisión de Recursos Naturales, Bienes Nacionales y Medio Ambiente lo trató durante dos años, período en que recibimos a un sinnúmero de personas para que nos dieran a conocer argumentos en pro y en contra de la iniciativa.

El proyecto de ley refunde varias mociones presentadas por diferentes grupos de diputados y tiene por objeto proteger el medio ambiente, por lo que me preocupa que se le formulen indicaciones en esta instancia y deba volver nuevamente a la comisión.

El estudio de mercado sobre el uso de las bolsas plásticas que llevó a cabo la Asociación de Industriales del Plástico de Chile concluyó que éste tiene un efecto realmente preocupante en los vertederos del país.

Además, debemos tener en cuenta la mala imagen que producen las bolsas plásticas cuando recorremos carreteras, calles, parques, etcétera, así como las grandes cantidades acumuladas luego de finalizado eventos de todo tipo, cuestión que consideramos banal, ya que nos hemos acostumbrado a verlas. El estudio de dicha asociación señaló que el 87,6 por ciento de la basura de nuestro país se lleva a los vertederos en bolsas plásticas. Como dijo el diputado Lobos, esto no trae consecuencias inmediatas, sino que los efectos se palpan muchos años después, ya que la tierra queda inestable para construir viviendas, lo que es muy grave en un país que, como hemos visto, se producen terremotos con mucha frecuencia.

Por lo tanto, con el proyecto no sólo estamos protegiendo el medio ambiente, sino también los terrenos que se usan como vertederos y que en el futuro servirá para construir viviendas.

El proyecto de ley prohíbe la producción, importación, distribución gratuita u onerosa y la venta de bolsas plásticas no degradables, y de las materias primas necesarias para su elaboración, lo que es muy importante para nuestro país, porque si restringimos sólo lo relativo a las bolsas plásticas, se podría usar la materia prima para elaborar otros productos que acarrearían problemas similares a los que ahora debemos enfrentar.

La iniciativa establece sanciones importantes para quienes infrinjan sus disposiciones, como multas que van desde 5 a 250 unidades tributarias mensuales, las que el juez podrá duplicar en caso de reincidencia.

Se trata de otra forma de iniciar el proceso de protección de nuestro medio ambiente. Se cree que esto se logra sólo preservando los parques, oponiéndose a la construcción de centrales hidroeléctricas, etcétera, pero no tomamos en cuenta que también se puede lograr modificando detalles cotidianos de nuestras vidas.

Ojalá que en el futuro podamos avanzar en esta tarea mediante normas que dispongan el uso de envases biodegradables.

Por último, solicito a quienes están presentando indicaciones de menor cuantía que las abordemos de acuerdo con el artículo 130, inciso final, del Reglamento, que permite discutirlas en Sala, con el objeto de que despachemos hoy el proyecto al Senado para que pronto sea una ley de la República.

He dicho.

La señora SEPÚLVEDA, doña 
Alejandra (Presidenta).- Tiene la palabra el diputado señor Eugenio Bauer.

El señor BAUER.- Señora Presidenta, como se ha dicho aquí, en la comisión estudiamos el proyecto durante dos años, porque siempre quisimos legislar de esta manera respecto de los envases de bebidas, que son muy contaminantes. Quienes representamos a zonas agrícolas, vemos a diario el drama de los canales de riego tapizados con botellas, bolsas plásticas y material no reciclable, que producen tacos y generan muchos problemas al riego, sobre todo al más tecnificado.

Por eso, estimo que la idea del proyecto es muy buena. Quisimos incluir en estas normas a los envases plásticos de bebidas, pero no nos atrevimos, porque pensamos que quien mucho abarca poco aprieta. Quisimos partir de a poco, por lo que éste es un primer paso. Vamos a tener que seguir pensando el tema, porque todavía existe mucha contaminación en los canales de riego.

Como bien dijo la diputada Cristi, quienes tuvimos la oportunidad de estar en Haití, pudimos ver las miles de toneladas de plástico botadas en las calles de ese país, lo que resulta muy preocupante y angustiante.

Estimo que el proyecto va por muy buen camino y estamos muy contentos que se esté discutiendo en la Sala. Será perfectible, como todas las normas que elaboramos aquí, pero creo que es un primer paso.

En cuanto al artículo transitorio, como dijo la diputada Cristi, las fechas que allí figuran son debatibles, lo que dependerá de lo que demore el Senado en despachar el proyecto. También es necesario precisar la definición de “empresas de menor tamaño”, de lo contrario, tal indefinición podría transformarse en una nebulosa que complique el manejo de las normas del proyecto.

He dicho.

La señora SEPÚLVEDA, doña 
Alejandra (Presidenta).- Tiene la palabra el diputado señor Patricio Vallespín.

El señor VALLESPÍN.- Señora Presidenta, quiero precisar algunos elementos no señalados en el informe de la comisión, ya que corresponden más bien a la convicción que nos asiste como bancada Demócrata Cristiana respecto de la importancia de avanzar en la aprobación del proyecto.

Creemos que Chile comienza hoy a incorporar en su legislación ambiental normas relacionadas directamente con el consumo y el desarrollo sustentables, que es lo que busca el proyecto en discusión. En otras palabras, se apunta a influir en las conductas del consumidor, colocándoles incentivos donde corresponde, vale decir, prohibiendo las bolsas plásticas no biodegradables, ya que son claramente contaminantes, para reemplazarlas por otras que la tecnología permite producir hoy, las que son verdaderamente biodegradables. Lo digo porque muchas veces se habla de bolsas biodegradables, en circunstancias de que algunos de sus componentes de todos modos contaminan vertederos y, potencialmente, napas subterráneas.

Se trata de un proyecto muy pertinente y oportuno, un incentivo a las conductas respetuosas de toda nuestra población en relación con el medio ambiente, lo que permite avanzar en esta materia bajo un concepto que para nosotros es fundamental: ciudadanos conscientes más que consumidores obedientes, lo que es una premisa fundamental para algunas líneas de pensamiento actuales en el mundo, en especial las neoliberales. Lo que hoy se construye como elemento fundamental de una sociedad empoderada y que respeta el medio ambiente es la capacidad de tener ciudadanos conscientes. Este proyecto va exactamente en esa línea.

Expreso a los parlamentarios que formularán indicaciones que el plazo fue ampliamente discutido en la comisión. Llegamos a la conclusión de que imponer plazos precisos tiene que ver exactamente con las innovaciones a que el sector productivo se comprometió en la comisión para avanzar en esta materia. Cualquier modificación que se introduzca a los preceptos puede significar un cambio en los tiempos de ejecución del proyecto. En efecto, puede ocurrir que los plazos se pongan más laxos y la iniciativa entre en vigencia después de 2012. Ahora bien, es posible que se comiencen a efectuar las modificaciones correspondientes incluso sin haberse legislado, lo que debería constituir un incentivo para que el Senado tramite la iniciativa en forma rápida, sobre todo considerando el nivel de consenso que concitó en la Cámara.

Creemos que la única manera de avanzar de verdad en el uso de bolsas biodegradables que no contaminan es interviniendo toda la cadena productiva. El proyecto la aborda por completo, por lo cual podemos estar seguros de que será una legislación realista, no fruto de un voluntarismo exacerbado de quienes queremos un desarrollo sustentable a toda costa, o llevado delante de la mano del sector productivo, como señaló el diputado señor Lobos. Con todo, se ha considerado la opinión de ese sector, en el sentido de velar porque las pymes no quiebren y concentrarnos sólo en las grandes productoras de plástico. Actuar de manera contraria habría sido un despropósito. Queremos avanzar en materia de consumo y desarrollo sustentable y en reducir y prohibir el uso de determinados artículos, pero sin afectar a la pequeña y mediana empresa, que produce más del 60 por ciento de plástico del país.

Repito: concordamos un plazo que permita que la producción limpia pueda llegar a esas empresas sin que quiebren y concentrar la producción sólo en las grandes, que, probablemente, antes que la primeras, podrán efectuar las innovaciones pertinentes de producción.

Nos parece que el proyecto es oportuno, bien fundamentado, coherente, con una mirada sistémica y que permite -insisto- avanzar en una sociedad de ciudadanos conscientes y no sólo de consumidores obedientes, lo que para la bancada de la Democracia Cristiana constituye un tema fundamental.

Por lo tanto, anuncio el voto favorable de nuestra bancada en un tema que va en la línea correcta. Insisto, la única manera de no producir ese tipo de bolsas es prohibiendo su uso en toda la cadena productiva que señala el proyecto.

He dicho.

La señora SEPÚLVEDA, doña 
Alejandra (Presidenta).- Tiene la palabra el diputado señor Calderón.

El señor CALDERÓN.- Señora Presidenta, concuerdo con el objetivo y el articulado del proyecto. Sin embargo, creo necesario introducirle algunas modificaciones formales y otras de fondo.

En primer lugar, a la luz del resto del articulado del proyecto, la definición resulta incompleta si se considera que, dentro de su tramitación, se introdujo la prohibición de venta de materias primas.

El artículo 1º señala que la iniciativa tiene por objeto reemplazar las bolsas plásticas no biodegradables por biodegradables y reducir su cantidad en el medio ambiente, con la finalidad de contribuir a minimizar la generación y difusión de residuos.

Creemos que el verdadero objetivo del proyecto es disminuir la generación de residuos no biodegradables, no sólo las bolsas plásticas. No creo que el objetivo de la iniciativa sea disminuir esas bolsas, sino todo lo que signifique contaminar a través de materiales no biodegradables. Eso en cuanto a la forma. 

En cuanto al fondo nos parece relevante la prohibición contenida en el artículo 2º respecto de la venta de materias primas necesarias para la elaboración de estos productos. No estamos en contra de tal prohibición. Nuestro reparo es que se aborde en el articulado y no en el reglamento. La ministra de la Conama fue clara en señalar que aquí se trata de prohibir las bolsas fabricadas a base de combustibles fósiles. Como sabemos, éstos no sólo se utilizan en la elaboración de estos productos, sino también de otros que no entran en conflicto con el medio ambiente. Según entiendo, la comisión quiso prohibir la venta de materias primas que tienen cierto procedimiento de elaboración. Así las cosas, se trata de un contenido me parece propio de reglamento por lo que proponemos que la prohibición de venta de esas materias quede entregada a él.

En cuanto al plazo de vacancia de la ley, no concordamos con el diputado Vallespín, en el sentido de que ésta debilitaría el cumplimiento de la obligación. No estamos en contra de la determinación de un plazo; estimamos que se requiere fijar un momento a partir del cual se cuente ese plazo, porque puede ocurrir que, en junio de 2011, la ley todavía no esté tramitada. Normalmente, los plazos de vacancia de la ley se fijan desde el momento de su promulgación, por lo cual, distinguiendo entre pequeñas, medianas y grandes empresas -de acuerdo a la definición económica contenida en la legislación vigente- se fija un plazo de un año, en el caso de las primeras, y de dos años, en relación con las segundas.

Por último, concordamos con la diputada Pascal Allende en el sentido de que las indicaciones se discutan en la Sala. 

He dicho. 

La señora SEPÚLVEDA, doña 
Alejandra (Presidenta).- Tiene la palabra el diputado señor Robles.

El señor ROBLES.- Señora Presidenta, cuando uno recorre Chile, se da cuenta de que uno de los problemas serios es la cantidad de basura diseminada en el territorio.

Estoy orgulloso de la región que represento, Atacama. Su belleza no es la misma que la del sur. La hermosura del desierto de Atacama es algo que la gente del norte apreciamos muchísimo. Sin embargo, cuando uno recorre los caminos de la región y ve sus alrededores llenos de bolsas plásticas y de basura, da pena, porque constatamos dos hechos: uno, que tiene que ver con el daño al medio ambiente, y su repercusión en las futuras generaciones. En segundo lugar, salta a la vista el hecho de que no hemos sido capaces -lo he venido sosteniendo en muchas de mis intervenciones- de mejorar nuestra cultura y educación. Si invirtiéramos verdaderamente en ese ámbito la situación cambiaría. Lamentablemente, hace bastante tiempo que no se aborda la educación en forma integral. Ésta no consiste sólo en construir escuelas, sino en procurar el cambio de actitud de las personas.

En la actualidad, la plástica es una tecnología de punta. El uso de los plásticos, cómo convertirlos biodegradables e incorporarlos al medio ambiente en plazos más cortos es un tema que ha sido abordado por distintos países desarrollados. Hay industrias y tecnologías que permiten que los plásticos se reciclen en menos de 180 días a través de técnicas de compostaje.

 La norma que plantea el proyecto permite que la biodegradabilidad se produzca en dos o cuatro años. Me parece razonable, en el sentido de que es mucho más barato tener una norma de ese tipo que una de compostabilidad. Los costos son distintos en términos de tecnología, porque, en la medida en que va avanzando, se van reduciendo. Por lo tanto, hay que dar cierta flexibilidad al proyecto. Es muy importante que avancemos en este tipo de legislación, en términos de dar normas y claridad con respecto adonde queremos llegar con la perspectiva medioambiental.

Hay dos temas que se han tocado. Entiendo que el proyecto, cuando se refiere a impedir la importación de materias primas, vincula éstas con la elaboración de bolsas plásticas. Tal indicación me parece concordante con la idea matriz del proyecto, sobre todo cuando, además, dicha prohibición de importación se consignará en el reglamento. 

Por lo tanto, en ese sentido considero coherente lo planteado por los autores de la iniciativa.

No obstante ello, quiero hacer una propuesta a los autores de la moción, dado que hay una situación que ha ocurrido con frecuencia en muchas áreas, sobre todo en salud y medio ambiente, cual es que para que la ley funcione es necesario dictar un reglamento. Sin embargo, hay reglamentos que la autoridad de turno tarda muchos años en dictar. Por ejemplo, respecto de la Ley Auge todavía no existe uno que garantice satisfacción a los usuarios. Por lo tanto, hoy la ley no es aplicable en ese sentido. 

Entonces, planteo a los autores de la moción incorporar al artículo transitorio una pequeña indicación -la podemos aprobar ahora mismo en la Sala-, en el sentido de que la dictación del Reglamento no puede demorar más de un año, pues el Ejecutivo no puede dejar ese trámite ad aeternum.
Como señalé: si la ley no contempla el plazo para la dictación del respectivo reglamento, lo que pasa normalmente es que éste no se dicta y la ley no se hace efectiva. En tal sentido, debemos encontrar la forma de establecer en todos los proyectos un tiempo para que el Ejecutivo dicte el reglamento correspondiente. 

Por último, anuncio que apoyaremos este proyecto, pues nos parece sumamente interesante. Creo que es la línea a seguir para abordar los temas ambientales. Es bueno analizar esta materia, pues dos años de tramitación es mucho tiempo. La idea es extraordinariamente positiva, ya que incorpora a parlamentarios de distintas bancadas.

En consecuencia, no veo ninguna razón para que este proyecto no sea ley de la República dentro del corto plazo. 

He dicho. 

La señora SEPÚLVEDA, doña 
Alejandra (Presidenta).- Tiene la palabra la diputada señora Carolina Goic. 

La señora GOIC (doña Carolina).- Señora Presidenta, también deseo apoyar el proyecto y destacar -ya varios colegas lo han hecho, pero lo estimo necesario- el trabajo que se realizó al interior de la Comisión de Recursos Naturales. Como se sabe, se logró refundir distintas mociones sobre la materia y, en forma bastante rápida, lograr consenso en torno a un proyecto que considero un aporte. 

En ello hay que reconocer, también, la disposición de la señora Ana Lya Uriarte, ex ministra presidenta de la Comisión Nacional de Medio Ambiente, la cual tuvo toda la disposición, junto con su equipo, de apoyar esta moción parlamentaria.

El proyecto es un tremendo avance, pero nos deja desafíos. Espero que efectivamente seamos capaces de continuar con una tramitación rápida. Hemos puesto plazos suficientes para que las empresas se adecuen a una nueva normativa. Dichos plazos fueron consensuados con ellas, pero las empresas requieren que el proyecto se transforme en ley de la República. 

Efectivamente, la iniciativa nos deja desafíos. El objetivo de la normativa es lograr que las bolsas de plástico no se elaboren con elementos contaminantes como el plomo, el cadmio o los derivados del petróleo, como el poliéster, los polímeros, los acrílicos, que se utilizan para los colorantes y plastificantes. Repito, es un tremendo avance. 

Sin embargo, cuando uno recorre parajes naturales -varios diputados lo señalaron aquí-, la contaminación visual permanente nos plantea el desafío de cumplir con un objetivo más ambicioso, cual es reemplazar las bolsas plásticas por otras que hemos visto en el último tiempo en distintos supermercados: me refiero a las bolsas reutilizables, fabricadas con materiales permanentes. Ello requiere un cambio de hábito en las personas que consiste en que vayan al supermercado, como lo hacían antiguamente las abuelas: con su bolsita de feria o su carrito. ¡Qué sabiduría tenían ellas! Con ello, evitaban la emisión de plástico que, como señalé, contamina el medio ambiente, pero también genera contaminación visual. 

Me da mucha pena cruzar el Estrecho de Magallanes hacia la ciudad de Porvenir. Allí el paisaje es maravilloso, pero es posible ver bolsas plásticas por doquier. Ni siquiera son las que utilizan en la comuna de Porvenir, sino las que llegan desde Punta Arenas, pues con el viento van a dar al otro lado del Estrecho. 

Hoy estamos dando un paso importante pues nuestra legislación aporta al cuidado del medio ambiente. Hay un desafío en el que debemos seguir trabajando, que consiste en ver cómo desde nuestra legislación apoyamos el trabajo y las iniciativas que han llevado a cabo distintas cadenas de supermercados y otros grupos que se han dedicado a trabajar en el cuidado del medio ambiente. 

Espero que hoy, tal como lo hemos hecho durante la discusión del proyecto, podamos avanzar en su tramitación. Muchas veces se dice que estos proyectos parecieran no ser tan urgentes, pero si tomáramos real conciencia del daño que causan, no sólo al medio ambiente, sino también a la salud de las personas, aquellos componentes que hoy se prohíben mediante esta iniciativa legal, sin duda todos tendríamos una disposición distinta para que ella se convierta en ley lo antes posible. 

He dicho.

La señora SEPÚLVEDA, doña 
Alejandra (Presidenta).- Tiene la palabra el diputado señor Alejandro Santana. 

El señor SANTANA.- Señora Presidenta, el proyecto que nos ocupa refunde varias mociones similares sobre la misma materia y que son de gran relevancia para la conservación de nuestro medio ambiente. 

Varios diputados han expresado en detalle los beneficios de aprobar el proyecto. 

Sólo quiero recordar que en sesión de fecha 16 de octubre de 2007 se aprobó en forma unánime en esta Sala el proyecto de acuerdo Nº 438, cuyos autores fueron los entonces diputados Aedo, Sepúlveda, Palma y Girardi, las diputadas reelectas señoras Karla Rubilar, Denise Pascal, Adriana 
Muñoz y los también reelectos diputados señores Germán Verdugo y Roberto 
Delmastro, mediante el cual se solicitó a la Presidenta de la República la modificación de los reglamentos sobre alimentos, farmacias, droguerías, almacenes farmacéuticos, botiquines y depósitos autorizados, con el objeto de prohibir el expendio y la distribución de productos alimenticios y farmacéuticos en bolsas de plástico no biodegradables. 

Sin embargo, a pesar de que ese proyecto fue aprobado por 47 diputados, lamentablemente el Gobierno de la época no se hizo cargo de esa petición transversal. Fueron diversos parlamentarios los que a través de cuatro mociones distintas pero referidas a la misma materia, tuvieron la iniciativa de legislar sobre el tema. Éstas fueron refundidas en una que, afortunadamente, hoy vemos llegar con éxito para su aprobación.

Como señalé, tales mociones fueron refundidas en una más amplia que, de hecho, incorpora sanciones para el caso de incumplimiento de sus disposiciones, lo que nos deja a la altura de los países más avanzados en la materia. 

Por eso, quiero manifestar mi apoyo a los autores de las mencionadas mociones, dada la trascendencia de las disposiciones para alcanzar un desarrollo realmente sustentable y una real protección y resguardo de nuestro medio ambiente. 

Pido también a todos los colegas que voten favorablemente la iniciativa -ojalá se apruebe por unanimidad-, a fin de que se convierta lo antes posible en ley de la República.

He dicho. 

La señora SEPÚLVEDA, doña 
Alejandra (Presidenta).- Tiene la palabra el diputado señor Alfonso de Urresti. 

El señor DE URRESTI.- Señora Presidenta, en primer lugar, quiero felicitar a los autores del proyecto y saludar el hecho de que la iniciativa haya generado un consenso tan amplio. 

Generalmente, en los temas de medio ambiente vemos defensas corporativas, muchas veces provenientes del sector empresarial, considerando que se afecta la competitividad de la industria. 

Sin embargo, creo que aquí sucede precisamente lo contrario. Hoy, los países de Europa y muchos de Latinoamérica están dinamizando sus economías a través de la utilización de tecnologías verdes que permiten la protección del medio ambiente.

La posibilidad de sustituir o eliminar estas bolsas plásticas es un paso muy importante, porque no sólo generan un impacto ambiental al contaminar los cursos de agua y provocar la muerte de algunas especies animales, sino que afectan el paisaje y provocan accidentes.

Me sumo a lo señalado por otros diputados que han puesto el acento en el artículo 4º que establece que los productores, importadores, distribuidores y vendedores deberán someterse a un proceso de certificación de cumplimiento de normas técnicas señalada en el artículo precedente, la que estará a cargo del Sistema Nacional de Acreditación. Quiero resaltar la existencia de esta instancia de acreditación porque permite establecer un estándar para que cualquier ciudadano de Arica a Punta Arenas tenga la certeza de que las bolsas que utiliza son efectivamente biodegradables.

Me hubiese gustado que estuviese presente en la Sala la ministra de la Comisión Nacional de Medio Ambiente para que tomara nota de las implicancias de este pro-



yecto, que no me cabe duda de que será aprobado, puesto que su reglamento tendrá que llevarlo adelante el Ejecutivo.

También, quiero llamar la atención sobre el artículo 6º, respecto de las denuncias ante el juez de policía local. Si bien estamos radicando efectivamente esta competencia en los juzgados de policía local, sabemos con certeza que en muchas zonas del país esos tribunales están saturados, debido al cúmulo de competencias que poseen. De hecho, cualquier materia que aprobamos en el ámbito infraccional es de competencia de los jueces de policía local. 

Mi observación -por eso me habría gustado que estuviese la ministra de la Comisión Nacional de Medio Ambiente- es para precisar de qué manera los juzgados de policía local van a tener la capacidad para sancionar, perseguir y acoger las denuncias establecidas en la iniciativa.

Anuncio mi voto favorable, sin perjuicio de que considero que sería bueno que las indicaciones pudieran consensuarse en la Comisión, donde existe el espíritu de respaldarlas, y tener una ley de la República lo antes posible. El Ejecutivo debería recoger las iniciativas tendientes a avanzar en la línea del reciclaje de residuos domiciliarios. Es fundamental que esta situación no quede sólo al arbitrio o la voluntad de los municipios, algunos de los cuales han avanzado una enormidad en el reciclaje de la basura.

A través de esta iniciativa podemos avanzar hacia una norma legal que nos permita incentivar y masificar el reciclaje de la basura domiciliaria en todas las comunas del país. 

Por eso, manifiesto mi aprobación al proyecto, pero sin dejar de solicitar la necesidad de buscar consensos para que, con las indicaciones que se han presentado, la Comisión evacue un buen proyecto de ley.

He dicho.


La señora SEPÚLVEDA, doña 
Alejandra (Presidenta).- Tiene la palabra el diputado señor David Sandoval.

El señor SANDOVAL.- Señora Presidenta, si bien soy nuevo integrante de la Comisión de Recursos Naturales, Bienes Nacionales y Medio Ambiente, mi experiencia como geógrafo de profesión y ex alcalde me permite señalar que el elemento común en el paisaje de nuestro país es la presencia de bolsas plásticas.

Comparto lo que han dicho algunos colegas diputados que me antecedieron en el uso de la palabra, en el sentido de que si bien es cierto el proyecto deja gusto a poco, obviamente, es un avance y tenemos que reconocerlo y reafirmarlo.

Espero que también se pueda avanzar en regular el uso de ciertos productos que invaden nuestro paisaje de manera negativa, como las botellas, cuya eliminación es tanto o más compleja que las mismas bolsas plásticas. 

En Chile, estamos acostumbrados a copiar otras legislaciones y quiero citar la experiencia de Alemania respecto de las empresas que fabrican botellas. En ese país, la ley establece que el mecanismo de recuperación de los envases es a través de los supermercados, donde les pagan a las personas por el retorno de los envases.

La iniciativa no nos deja a todos contentos ni satisfechos, porque queremos profundizar más en esta materia, pero reconocemos que es un avance y lo apoyamos. En lo personal considero importante avanzar en esa dirección.

Comprometo mi apoyo y manifiesto mi respaldo a la iniciativa, pero con la esperanza de avanzar en la solución de los problemas ocasionados por otros productos, a fin de que no tengamos que aprobar el día de 



mañana un proyecto que prohíba el uso de botellas. Reitero, cuenten con mi respaldo, porque la iniciativa significa un avance y hay que valorarlo en ese sentido. Todavía quedan tareas pendientes, pero hay que reconocer el trabajo que se ha realizado.

He dicho.

La señora SEPÚLVEDA, doña 
Alejandra (Presidenta).- Tiene la palabra la diputada señora Karla Rubilar.

La señora RUBILAR (doña Karla).- Señora Presidenta, sin duda, el proyecto significa un avance en materia ecológica, ámbito en el que Chile ha quedado un poco rezagado en los últimos años, comparado con la legislación internacional.

En Chile, cada año se entrega el equivalente a unas 200 bolsas plásticas por persona, esto es, más de 3 mil millones de bolsas plásticas anuales. Cada bolsa se demora más de dos siglos en degradarse. La situación cambia con el uso de bolsas biodegradables, algunas de las cuales se pueden biodegradar en menos de dos años.

Sin embargo, aún no hemos analizado el costo de estas bolsas. Hay estudios que señalan que pueden ser 8 por ciento más caras que las tradicionales. En la discusión deberíamos ahondar cuánto deberemos invertir para tener bolsas biodegradables. No olvidemos que hay pequeños empresarios y grupos de feriantes que distribuyen sus mercaderías en este tipo de bolsas. Por lo tanto, habría que explorar fórmulas para contribuir a que se exija su uso.

En la bancada de Renovación Nacional hemos discutido acerca de la necesidad de que estos proyectos cuenten con el apoyo del Ejecutivo, a través de un mensaje, y no dejarlo sólo reducido a mociones. El objetivo es contribuir a que las empresas -grandes, medianas y pequeñas- desarrollen tecnologías para que este tipo de bolsas que son más caras, con apoyo del Estado, sean una realidad generalizada y no focalizada sólo a que empresas como Homecenter, Jumbo o Chilectra las utilicen. Lamentablemente, de mantenerse la actual situación, las pymes no las podrán usar por un problema de costos. El problema es profundo.

Mi esperanza es que esto no surja de una moción parlamentaria, sino que sea consecuencia de una política de Estado. No sacamos nada con el hecho de que la bolsa plástica se transforme en biodegradable si no tenemos en Chile una cultura de la basura. De lo contrario, seguiremos viendo lo que hemos apreciado en estos días en diferentes comunas: escombros mezclados con la basura, pero esta vez basura en bolsas biodegradables.

Por lo tanto, no sólo tenemos que avanzar en preocuparnos del tipo de bolsas, sino que en cambiar la forma de enfrentar en Chile la cultura de la basura. En esa discusión tienen que opinar las empresas, los colegios, los municipios y, sin duda, la Comisión Nacional del Medio Ambiente.

He dicho.

La señora SEPÚLVEDA, doña 
Alejandra (Presidenta).- Tiene la palabra el diputado señor Pedro Velásquez.

El señor VELÁSQUEZ.- Señora Presidenta, la prohibición de usar bolsas plásticas no biodegradables es menor y casi insignificante frente a una serie de elementos que generalmente llegan a los terminales de basura. 

Por eso, las diputadas señoras Adriana Muñoz, del Partido por la Democracia; 
María Angélica Cristi, de la Unión Demócrata Independiente; Denise Pascal, del Partido Socialista; Karla Rubilar, de Renovación Nacional, y los diputados señores Patricio Vallespín, de la Democracia Cristiana; Alberto Robles, del Partido Radical Social Demócrata; Guillermo Teillier, del Partido Comunista y quien habla, en representación de los Independientes-PRI, trabajaremos un proyecto de ley que permita entregar normas que regulen el reciclaje de la basura, haciendo hincapié, especialmente, en la gran responsabilidad que tienen los municipios cuando llaman a licitación y no incorporan a ésta la separación de las distintas materias o basuras que finalmente se depositan en los grandes basurales, sin ningún tipo de tratamiento.

Vamos a trabajar en el área de lo que hoy se discute para hacer de nuestro país un lugar, en lo posible, descontaminado y con mejor calidad de vida para nuestras futuras generaciones.

Reitero, un grupo de diputados de todas las bancadas vamos a trabajar en esta área para complementar este proyecto que hoy está en discusión.

He dicho.

La señora SEPÚLVEDA, doña 
Alejandra (Presidenta).- Cerrado el debate.

-Con posterioridad, la Sala se pronunció sobre el proyecto de ley en los siguientes términos:

La señora SEPÚLVEDA, doña 
Alejandra (Presidenta).- En votación general el proyecto de ley, iniciado en mociones refundidas, en primer trámite constitucional y primero reglamentario, que prohíbe el uso de bolsas plásticas no biodegradables, con la salvedad del artículo 6º del texto propuesto por la Comisión, que tiene carácter de norma de ley orgánica constitucional.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 105 votos. No hubo votos por la negativa ni abstenciones.

La señora SEPÚLVEDA, doña 
Alejandra (Presidenta).- Aprobado.
-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Accorsi Opazo Enrique; Aguiló Melo Sergio; Alinco Bustos René; Álvarez-Salamanca Ramírez Pedro Pablo; Andrade Lara Osvaldo; Araya Guerrero Pedro; 
Arenas Hödar Gonzalo; Ascencio Mansilla Gabriel; Auth Stewart Pepe; Baltolu Rasera Nino; Barros Montero Ramón; Bauer Jouanne Eugenio; Becker Alvear Germán; Bertolino Rendic Mario; Bobadilla Muñoz Sergio; Browne Urrejola Pedro; Calderón Bassi Giovanni; Campos Jara Cristián; 
Cardemil Herrera Alberto; Carmona Soto Lautaro; Castro González Juan Luis; Ceroni Fuentes Guillermo; Cristi Marfil María 
Angélica; Chahín Valenzuela Fuad; De Urresti Longton Alfonso; Delmastro Naso Roberto; Díaz Díaz Marcelo; Edwards Silva José Manuel; Eluchans Urenda Edmundo; Espinosa Monardes Marcos; Espinoza 
Sandoval Fidel; Estay Peñaloza Enrique; Farías Ponce Ramón; García García René Manuel; García-Huidobro Sanfuentes 
Alejandro; Girardi Lavín Cristina; Goic 
Boroevic Carolina; González Torres Rodrigo; Gutiérrez Gálvez Hugo; Gutiérrez Pino 
Romilio; Harboe Bascuñán Felipe; Hasbún Selume Gustavo; Hernández Hernández Javier; Hoffmann Opazo María José; 
Jaramillo Becker Enrique; Jarpa Wevar 
Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; Kast Rist José Antonio; Lemus Aracena Luis; León Ramírez Roberto; Lobos Krause Juan; Lorenzini Basso Pablo; Macaya Danús 
Javier; Martínez Labbé Rosauro; Melero Abaroa Patricio; Molina Oliva Andrea; Monckeberg Bruner Cristián; Monsalve Benavides Manuel; Montes Cisternas 
Carlos; Morales Muñoz Celso; Moreira 
Barros Iván; Muñoz D’Albora Adriana; Norambuena Farías Iván; Núñez Lozano Marco Antonio; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pascal Allende Denise; Pérez Arriagada José; Pérez Lahsen 
Leopoldo; Recondo Lavanderos Carlos; Rincón González Ricardo; Rivas Sánchez Gaspar; Robles Pantoja Alberto; Rojas 
Molina Manuel; Rubilar Barahona Karla; Saa Díaz María Antonieta; Sabat Fernández Marcela; Saffirio Espinoza René; Sandoval Plaza David; Santana Tirachini Alejandro; Sauerbaum Muñoz Frank; Schilling 
Rodríguez Marcelo; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Silva 
Méndez Ernesto; Squella Ovalle Arturo; Tarud Daccarett Jorge; Teillier Del Valle Guillermo; Torres Jeldes Víctor; Tuma 
Zedan Joaquín; Turres Figueroa Marisol; Ulloa Aguillón Jorge; Uriarte Herrera 
Gonzalo; Urrutia Bonilla Ignacio; Vallespín López Patricio; Van Rysselberghe Herrera Enrique; Vargas Pizarro Orlando; Velásquez Seguel Pedro; Verdugo Soto Germán; Vidal Lázaro Ximena; Vilches Guzmán Carlos; Von Mühlenbrock Zamora Gastón; Walker Prieto Matías; Ward Edwards Felipe; 
Zalaquett Said Mónica

La señora SEPÚLVEDA, doña Alejandra (Presidenta).- En votación general el artículo 6º del proyecto, para cuya aprobación se requiere del voto afirmativo de 69 señoras diputadas y señores diputados.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 107 votos. No hubo votos por la negativa ni abstenciones.

La señora SEPÚLVEDA, doña 
Alejandra (Presidenta).- Aprobado.
-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Accorsi Opazo Enrique; Aguiló Melo Sergio; Alinco Bustos René; Álvarez-Salamanca Ramírez Pedro Pablo; Andrade Lara Osvaldo; Araya Guerrero Pedro; 
Arenas Hödar Gonzalo; Ascencio Mansilla Gabriel; Auth Stewart Pepe; Baltolu Rasera Nino; Barros Montero Ramón; Bauer Jouanne Eugenio; Becker Alvear Germán; Bertolino Rendic Mario; Bobadilla Muñoz Sergio; Browne Urrejola Pedro; Calderón Bassi Giovanni; Campos Jara Cristián; 
Cardemil Herrera Alberto; Carmona Soto Lautaro; Castro González Juan Luis; Cerda García Eduardo; Ceroni Fuentes Guillermo; Cristi Marfil María Angélica; Chahín 
Valenzuela Fuad; De Urresti Longton 
Alfonso; Delmastro Naso Roberto; Díaz Díaz Marcelo; Edwards Silva José Manuel; Eluchans Urenda Edmundo; Espinosa 
Monardes Marcos; Espinoza Sandoval 
Fidel; Estay Peñaloza Enrique; Farías Ponce Ramón; García García René Manuel; 
García-Huidobro Sanfuentes Alejandro; Girardi Lavín Cristina; Goic Boroevic 
Carolina; González Torres Rodrigo; 
Gutiérrez Gálvez Hugo; Gutiérrez Pino 
Romilio; Harboe Bascuñán Felipe; Hasbún Selume Gustavo; Hernández Hernández Javier; Hoffmann Opazo María José; 
Jaramillo Becker Enrique; Jarpa Wevar 
Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; Kast Rist José Antonio; Lemus Aracena Luis; León Ramírez Roberto; Lobos Krause Juan; Lorenzini Basso Pablo; Macaya Danús 
Javier; Marinovic Solo De Zaldívar 
Miodrag; Martínez Labbé Rosauro; Melero Abaroa Patricio; Molina Oliva Andrea; Monckeberg Bruner Cristián; Monsalve Benavides Manuel; Montes Cisternas 
Carlos; Morales Muñoz Celso; Moreira 
Barros Iván; Muñoz D’Albora Adriana; Norambuena Farías Iván; Núñez Lozano Marco Antonio; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pascal Allende Denise; Pérez Arriagada José; Pérez Lahsen 
Leopoldo; Recondo Lavanderos Carlos; Rincón González Ricardo; Rivas Sánchez Gaspar; Robles Pantoja Alberto; Rojas 
Molina Manuel; Rubilar Barahona Karla; Saa Díaz María Antonieta; Sabat Fernández Marcela; Saffirio Espinoza René; Sandoval Plaza David; Santana Tirachini Alejandro; Sauerbaum Muñoz Frank; Schilling 
Rodríguez Marcelo; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Silva 
Méndez Ernesto; Squella Ovalle Arturo; Tarud Daccarett Jorge; Teillier Del 
Valle Guillermo; Torres Jeldes Víctor; 
Tuma Zedan Joaquín; Turres Figueroa 
Marisol; Ulloa Aguillón Jorge; Uriarte Herrera Gonzalo; Urrutia Bonilla Ignacio; Vallespín López Patricio; Van Rysselberghe Herrera Enrique; Vargas Pizarro Orlando; Velásquez Seguel Pedro; Verdugo Soto Germán; Vidal Lázaro Ximena; Vilches Guzmán Carlos; Von Mühlenbrock Zamora Gastón; Walker Prieto Matías; Ward 
Edwards Felipe; Zalaquett Said Mónica

La señora SEPÚLVEDA, doña 
Alejandra (Presidenta).- Por haber sido objeto de indicaciones, el proyecto de ley vuelve a la Comisión de Recursos Naturales para su segundo informe.

-Las indicaciones de que fue objeto el proyecto de ley son las siguientes:

Artículo 1º

De la señora Cristi, doña María Angélica, y del señor Calderón, don Giovanni, para reemplazarlo por el siguiente:

“Artículo 1º.- Esta ley tiene por objeto disminuir la generación de residuos no biodegradables.”.

Artículo 2º

De la señora Molina, doña Andrea y de los señores Bertolino, don Mario; Lobos, don Juan; Macaya, don Javier; Melero, don Patricio, y Pérez, don Leopoldo, para sustituirlo por el siguiente:

“Artículo 2º.- Prohíbese la producción, importación, distribución gratuita u onerosa y venta de bolsas plásticas no biodegradables.”.

De la señora Cristi, doña María Angélica, y del señor Calderón, don Giovanni, para reemplazar la frase “de las materias primas necesarias para su elaboración de acuerdo a lo que establezca el reglamento” por “las demás que señale el reglamento”.

-o-

Artículo 3º

De la señora Molina, doña Andrea y de los señores Bertolino, don Mario; Lobos, don Juan; Macaya, don Javier; Melero, don Patricio, y Pérez, don Leopoldo, para agregar, antes del punto final, la expresión “u otra de estándar similar”.

-o-

Artículo transitorio

De la señora Cristi, doña María Angélica, y del señor Calderón, don Giovanni, para reemplazarlo por el siguiente:

“Artículo transitorio.- Esta ley comenzará a regir un año después de su promulgación, en el caso de las grandes empresas, y dos años después de su promulgación en el caso de las pequeñas y medianas empresas.”.

VI. PROYECTOS DE ACUERDO

PROGRAMA DE SALUD MENTAL PARA ZONA DE CATÁSTROFE.
El señor MOREIRA (Vicepresidente).- El señor Prosecretario va a dar lectura al primer proyecto de acuerdo.

El señor LANDEROS (Prosecretario accidental).- Proyecto de acuerdo Nº 3, de los diputados señores Morales, Lorenzini, Álvarez-Salamanca, Rojas, Accorsi, Sandoval; Gutiérrez, don Romilio; Bauer, Recondo y Ortiz, que en su parte resolutiva dice:

“La Cámara de Diputados acuerda:

Solicitar al Ministro de Salud que pueda disponer un plan de ayuda médica que permita a lo menos planificar los siguientes aspectos:

Catastrar los especialistas en salud mental que se encuentren trabajando ya sea en el sector público o privado en las zonas afectadas.

Dotar en cada hospital de emergencia, posta, consultorio u otro centro asistencial un especialista en esta materia.

La creación de un Programa de Salud Mental para las zonas de catástrofe a través de talleres de intervención sicosocial”.

El señor MOREIRA (Vicepresidente).- Para apoyar el proyecto de acuerdo, tiene la palabra el diputado Celso Morales.

El señor MORALES.- Señor Presidente, quienes hemos estado en la zona de catástrofe este último tiempo, además de conocer las condiciones en que quedaron los diferentes vecinos de los sectores afectados, vemos con preocupación cómo la catástrofe ha incidido en la conducta de las personas y ha provocado un grado de angustia y de pánico insostenibles.

Estos efectos postraumáticos del terremoto -llamados por algunos terremoto mental- indican que las autoridades del Ministerio de Salud deben hacer un esfuerzo mayor para que un grupo de profesionales en salud mental atienda en terreno viendo a los afectados. Actualmente, hay muchos escolares que no han podido volver a clases por esta situación que se está presentando, sobre todo, cuando los hospitales, consultorios y postas que están en el suelo no tienen la posibilidad de contar con esos profesionales. 

Por eso, pido al Ministro de Salud la creación de una comisión de profesionales en salud mental que asesore a las personas afectadas en forma permanente y a lo menos por un año en toda la zona de catástrofe, especialmente a los escolares para que puedan volver a clases con tranquilidad.

He dicho.

El señor MOREIRA (Vicepresidente).- Para hablar a favor del proyecto de acuerdo, tiene la palabra el diputado señor Pablo 
Lorenzini.

El señor LORENZINI.- Señor Presidente, estamos en un período de respuestas un poco urgentes y, a veces, estos proyectos de acuerdo demoran en ser analizados y validados por las instancias correspondientes. Aquí hay parlamentarios de zonas bastante afectadas y pueden haber otros de sectores con el mismo problema planteado aquí.

Esta tarde vamos a tener una sesión especial para tratar el problema en general con representantes del Gobierno; entiendo que la del jueves será más específica. Lo que solicité a los jefes de Comités -así lo aceptaron- es que a la vuelta de la semana distrital haya una solución más aterrizada para las zonas con mayores problemas. La idea es que, ojalá -no sé si en la sesión del próximo jueves o de vuelta de la semana distrital-, sea invitado el ministro de Salud, a quien debería hacérsele llegar con anterioridad estos proyectos de acuerdo para que nos dé una respuesta en esa oportunidad y no tengamos que esperar 30 ó 45 días -era el estilo del Gobierno anterior; no sé si el del actual será el mismo-, porque va a ser demasiado tarde para solucionar los problemas que estamos planteando. 

He dicho.

El señor MOREIRA (Vicepresidente).- Para impugnar el proyecto de acuerdo, ofrezco la palabra.

Ofrezco la palabra.

En votación.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema económico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 79 votos. No hubo votos por la negativa ni abstenciones.

El señor MOREIRA (Vicepresidente).- Aprobado el proyecto de acuerdo.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Accorsi Opazo Enrique; Álvarez-Salamanca Ramírez Pedro Pablo; Andrade Lara Osvaldo; Araya Guerrero Pedro; 
Arenas Hödar Gonzalo; Auth Stewart Pepe; Baltolu Rasera Nino; Barros Montero 
Ramón; Bauer Jouanne Eugenio; Bobadilla Muñoz Sergio; Browne Urrejola Pedro; Burgos Varela Jorge; Calderón Bassi 
Giovanni; Campos Jara Cristián; Cerda 
García Eduardo; Ceroni Fuentes Guillermo; Cornejo González Aldo; Cristi Marfil María Angélica; Chahín Valenzuela Fuad; De Urresti Longton Alfonso; Edwards Silva José Manuel; Farías Ponce Ramón; García-Huidobro Sanfuentes Alejandro; Girardi Lavín Cristina; Goic Boroevic Carolina; González Torres Rodrigo; Gutiérrez Pino Romilio; Harboe Bascuñán Felipe; Hasbún Selume Gustavo; Hernández Hernández Javier; Hoffmann Opazo María José; 
Jaramillo Becker Enrique; Jiménez Fuentes Tucapel; Lemus Aracena Luis; León 
Ramírez Roberto; Lobos Krause Juan; 
Lorenzini Basso Pablo; Macaya Danús 
Javier; Melero Abaroa Patricio; Molina 
Oliva Andrea; Monckeberg Bruner Cristián; Monsalve Benavides Manuel; Morales 
Muñoz Celso; Muñoz D’Albora Adriana; Núñez Lozano Marco Antonio; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pascal Allende Denise; Pérez Arriagada José; Pérez Lahsen Leopoldo; Recondo Lavanderos Carlos; Rincón González Ricardo; Robles Pantoja Alberto; Rojas Molina Manuel; 
Rubilar Barahona Karla; Saa Díaz María Antonieta; Sabat Fernández Marcela; 
Saffirio Espinoza René; Sandoval Plaza David; Santana Tirachini Alejandro; 
Sauerbaum Muñoz Frank; Sepúlveda 
Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Silva Méndez Ernesto; Squella Ovalle 
Arturo; Tarud Daccarett Jorge; Teillier Del Valle Guillermo; Torres Jeldes Víctor; 
Tuma Zedan Joaquín; Ulloa Aguillón Jorge; Vallespín López Patricio; Van Rysselberghe Herrera Enrique; Vargas Pizarro Orlando; Venegas Cárdenas Mario; Verdugo Soto Germán; Von Mühlenbrock Zamora Gastón; Walker Prieto Matías; Ward Edwards 
Felipe; Zalaquett Said Mónica

FONDO PARA LA RECONSTRUCCIÓN DE CHILE.

El señor MOREIRA (Vicepresidente).- El señor Prosecretario va a dar lectura al siguiente proyecto de acuerdo.

El señor LANDEROS (Prosecretario 
accidental).- Proyecto de acuerdo Nº 4, de la diputada señora Sepúlveda, doña Alejandra, y de los diputados señores Jiménez, Pérez, Meza, Jarpa, Robles y Espinosa, que en su parte resolutiva dice:

“La Cámara de Diputados acuerda:

Solicitar a S.E. el Presidente de la República, Sebastián Piñera, que cree una comisión técnica especial para crear un Fondo para la Reconstrucción de Chile, mediante un impuesto específico adicional a la gran minería chilena, pública y privada.”
El señor MOREIRA (Vicepresidente).- Para apoyar el proyecto de acuerdo, tiene la palabra el diputado señor Tucapel Jiménez.

El señor JIMÉNEZ.- Señor Presidente, este proyecto de acuerdo se redactó antes del cambio de mando y también fue suscrito por nuestro amigo y ex diputado Alejandro Sule.

A estas alturas, el Presidente Piñera ya ha hablado de la creación de un fondo para la reconstrucción y ha explicado la forma en que se financiará: con los recursos del cobre que están en el extranjero, con una reasignación presupuestaria y con aportes de la empresa privada. Nosotros pensamos que para la reconstrucción del país, el aporte y la participación del Estado son fundamentales. Por eso, pedimos la creación de este fondo, que debería ser financiado con un aumento específico del impuesto que pagan las empresas mineras. 

Lo más probable es que alguno de los diputados que hable en contra del proyecto de acuerdo se va a referir a la invariabilidad tributaria; pero creemos que ésta es una legítima demanda de hace muchos años de la mayoría de los chilenos, y que la situación que está viviendo el país exige mayor sensibilidad social de las empresas mineras.

Chile es un país soberano y puede modificar sus leyes cuando quiera. Sabemos que existen contratos y le pedimos al Gobierno, ya que se ha abierto a la posibilidad de estudiar el aumento de los impuestos de las empresas mineras, que tome las medidas necesarias para conversar con ellas para que acojan esta legítima demanda y que va a ser parte importante en el financiamiento de este fondo de reconstrucción que hoy nuestro país tanto necesita. 

He dicho.

El señor MOREIRA (Vicepresidente).- Para hablar a favor del proyecto de acuerdo, tiene la palabra el diputado señor Alberto Robles.

El señor ROBLES.- Señor Presidente, desde el punto de vista de nuestros recursos y del desarrollo, somos los chilenos, los que debemos asumir los problemas que afectan a Chile para recuperar lo que nos ha quitado la naturaleza.

Pero, una de las cosas que nos ha dado la naturaleza -diría que una de las pocas cosas abundantes que tenemos en nuestro territorio- son los recursos mineros, metálicos y no metálicos, que tenemos la dicha de poseer, simplemente por haber nacido en este terruño. Si bien es cierto que, a veces, debemos soportar los embates de la naturaleza, no es menos cierto que nos dio la posibilidad de disponer de estos recursos para solventar nuestros problemas financieros. 

Hoy, cuando el período de la dictadura militar ha pasado, algo que Chile había recuperado, sus riquezas mineras, han sido entregadas a distintas empresas extranjeras. Chile es uno de los pocos países que no tiene un royalty, ni ninguna regalía para los recursos no renovables existentes en su territorio.

Por lo tanto, creemos que ya es tiempo de que en nuestro país exista no sólo un impuesto específico a la gran minería del cobre, sino un royalty real a la minería metálica y no metálica.

Hoy, el mundo requiere minerales diferentes que nuestro país posee y que las empresas se llevan, obteniendo una alta rentabilidad para sus accionistas, quedando muy poco para nosotros. Existe royalty en Canadá, en Estados Unidos, en Australia, en los países europeos. ¿Por qué no podemos establecerlo en Chile? Debería existir un royalty al cobre, al oro, al litio. ¿Por qué no, si la creación del Fondo para la Reconstrucción que proponemos requiere recursos y Chile los tiene? ¿Por qué no reconstruir Chile con esos recursos?

Por lo tanto, hacemos un llamado al Ejecutivo para que revise lo que estamos proponiendo. El royalty no es un tributo, sino una regalía; no está considerado dentro del sistema tributario y, por eso, es perfectamente posible aplicarlo, tal como lo hacen, como he dicho, Canadá, Estados Unidos, Australia y otros países. 

He dicho.

El señor MOREIRA (Vicepresidente).- Para impugnar el proyecto de acuerdo, tiene la palabra el diputado señor Patricio Melero.

El señor MELERO.- Señor Presidente, me alegro de que los autores de este proyecto de acuerdo compartan la idea que, desde el primer minuto, el Presidente de la República planteó, la necesidad de contar con un fondo especial para la reconstrucción nacional. Probablemente, en la sesión de la tarde conoceremos más en detalle cómo se piensa financiar este fondo, respecto del cual ya se han entregado algunos elementos. 

El viernes último se anunciaron 700 millones de dólares adicionales, gracias a un esfuerzo importante que tiene que ver con una política de mayor austeridad, con una redistribución presupuestaria, más una serie de otras medidas y recursos que se obtendrán, probablemente, por la vía de la ley de Donaciones para el terremoto que busca, precisamente, motivar e incentivar que se alleguen recursos. Por consiguiente, estamos de acuerdo con el concepto y con la idea de crear un fondo especial para tal objeto. 

Pero, tenemos dos objeciones a este proyecto de acuerdo. La primera tiene que ver con la distribución que se propone, que la restringe en forma exclusiva y excluyente a las zonas que se encuentran en estado de excepción o de catástrofe; es decir, la Sexta, la Séptima y la Octava regiones, en circunstancias de que consideramos que un fondo de esta naturaleza debe considerar también la Región Metropolitana, la Novena y la Quinta regiones, que están excluidas y que, sin duda, sus zonas portuarias, su infraestructura de carreteras, escolar y hospitalaria también van a requerir ayuda de este fondo. De manera que nos parece que tiene una visión restrictiva, puesto que no redistribuye adecuadamente los recursos.

En segundo lugar, respecto de la forma de financiamiento, los autores del proyecto plantean un impuesto específico adicional a la gran minería chilena.

Recordemos que hoy existe ese impuesto, que ha generado recursos y probablemente; de acuerdo con el análisis que se haga, será necesario abordar temas tributarios adicionales, pero nuevamente caemos en una visión restrictiva sobre un sector productivo que ya está pagando una tasa bastante importante.

Nos parece que la forma de financiamiento del fondo que propone el proyecto de acuerdo tiene que ser bastante más amplia, deben cuidarse los elementos productivos, las inversiones a futuro y una serie de otras áreas que en la sesión de la tarde vamos a tratar.

En esa virtud, no nos parece prudente apoyar el proyecto de acuerdo en los términos concebidos, aunque respaldamos la idea de un fondo. 

Por consiguiente, nos parece mejor rechazar el proyecto de acuerdo por las implicancias que contiene.

He dicho.
El señor MOREIRA (Vicepresidente).- Solicito el asentimiento de la Sala para que hable otro señor diputado de la Unión Demócrata Independiente.

No hay acuerdo.

Para impugnar el proyecto de acuerdo

Ofrezco la palabra. 

Ofrezco la palabra.

Solicito el asentimiento de la Sala para que hable otro señor diputado de la Unión Demócrata Independiente.

¿Hay acuerdo?

No hay acuerdo.

En votación.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 45 votos; por la negativa, 25 votos. Hubo 4 abstenciones.

El señor MOREIRA (Vicepresidente).- Aprobado el proyecto de acuerdo.
-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Accorsi Opazo Enrique; Aguiló Melo Sergio; Andrade Lara Osvaldo; Araya 
Guerrero Pedro; Auth Stewart Pepe; 
Campos Jara Cristián; Carmona Soto 
Lautaro; Castro González Juan Luis; Ceroni Fuentes Guillermo; Cornejo González Aldo; Chahín Valenzuela Fuad; De Urresti 
Longton Alfonso; Díaz Díaz Marcelo; 
Espinoza Sandoval Fidel; Farías Ponce 
Ramón; Girardi Lavín Cristina; Goic 
Boroevic Carolina; González Torres 
Rodrigo; Gutiérrez Gálvez Hugo; Harboe Bascuñán Felipe; Jaramillo Becker Enrique; Jiménez Fuentes Tucapel; Lemus Aracena Luis; León Ramírez Roberto; Lorenzini Basso Pablo; Martínez Labbé Rosauro; Monsalve Benavides Manuel; Montes 
Cisternas Carlos; Muñoz D’Albora Adriana; Núñez Lozano Marco Antonio; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pascal Allende Denise; Rincón González Ricardo; Robles Pantoja Alberto; Saffirio Espinoza René; Sauerbaum Muñoz Frank; Silber 
Romo Gabriel; Tarud Daccarett Jorge; 
Teillier Del Valle Guillermo; Torres Jeldes Víctor; Vargas Pizarro Orlando; Venegas Cárdenas Mario; Verdugo Soto Germán; Walker Prieto Matías.

-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:

Álvarez-Salamanca Ramírez Pedro 
Pablo; Barros Montero Ramón; Bauer Jouanne Eugenio; Cristi Marfil María 
Angélica; Estay Peñaloza Enrique; García-Huidobro Sanfuentes Alejandro; Gutiérrez Pino Romilio; Hasbún Selume Gustavo; Hernández Hernández Javier; Hoffmann Opazo María José; Lobos Krause Juan; 
Macaya Danús Javier; Melero Abaroa 
Patricio; Molina Oliva Andrea; Morales Muñoz Celso; Recondo Lavanderos Carlos; Rojas Molina Manuel; Sandoval Plaza 
David; Silva Méndez Ernesto; Squella 
Ovalle Arturo; Van Rysselberghe Herrera Enrique; Vilches Guzmán Carlos; Von 
Mühlenbrock Zamora Gastón; Ward 
Edwards Felipe; Zalaquett Said Mónica.

-Se abstuvieron los diputados señores:

Baltolu Rasera Nino; Calderón Bassi Giovanni; Sabat Fernández Marcela; Tuma Zedan Joaquín.

VII. INCIDENTES

CRITERIO COMÚN PARA SUSPENSIÓN DE REMATE DE VIVIENDAS EN ZONAS DE CATÁSTROFE. Oficio.
El señor MOREIRA (Vicepresidente).- En Incidentes, el primer turno corresponde a la Democracia Cristiana.

Tiene la palabra el diputado Roberto León.

El señor LEÓN.- Señor Presidente, el artículo 8º de la ley Nº 16.282 establece la facultad de los tribunales de justicia para suspender los remates hasta por un año en caso de catástrofe como la que azota al país.

A pesar de que es mucha la gente afectada en las distintas zonas damnificadas, los tribunales de justicia no han adoptado un criterio común para otorgar el beneficio que consagra la mencionada ley.

Por ello, solicito que se oficie a la Corte Suprema, a fin de que evalúe la posibilidad de dictar un auto acordado, al amparo de dicho artículo, con el objeto de que se aplique un criterio común para todas las zonas afectadas, de manera que se suspendan las subastas durante el período de un año.

Ésta es una de las ayudas mínimas que, como parlamentarios, podemos solicitar para la gente cuyas viviendas están en vías de remate.

He dicho.

El señor MOREIRA (Vicepresidente).- Se enviará el oficio solicitado por su señoría, con la adhesión de los diputados que así lo soliciten.

INCLUSIÓN DE HOSPITAL DE HUALAÑÉ EN PLANES DE RECONSTRUCCIÓN. Oficio.

El señor LEÓN.- Señor Presidente, en los últimos días el ministro de Salud ha informado acerca de los hospitales que se reconstruirán, prácticamente son los más grandes, tipos 1 y 2.

En la ciudad de Hualañé existe un hospital 4, que quedó total y absolutamente inhabilitado. Lamentablemente, cuando estuvo en Curicó el Presidente de la República, pese a que el alcalde de Hualañé le pidió que se comprometiera con su reconstrucción, el Jefe de Estado no lo hizo en ese momento.

Por ello, solicito que se oficie al ministro de Salud, para que nos informe si dentro de los hospitales colapsados y que se pretende reconstruir está incluido con prioridad el hospital de Hualañé. De no ser así, que lo consideren prioritario, porque es muy importante para la costa curicana.

He dicho.

El señor MOREIRA (Vicepresidente).- Se enviará el oficio solicitado por su señoría, con la adhesión de los diputados que así lo soliciten.

CONSIDERACIÓN DE LOCALIDADES DE LA PROVINCIA DE SAN ANTONIO EN PLAN DE RECONSTRUCCIÓN NACIONAL.

El señor MOREIRA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado Víctor Torres.

El señor TORRES.- Señor Presidente, como ésta es mi primera intervención en la Sala, quiero agradecer a todos los colegas por la bienvenida que nos han brindado a nuestra llegada a la Cámara de Diputados.

A continuación me referiré a lo expresado en sesiones anteriores por algunos diputados representantes de los lugares más afectados por el terremoto y que han sido poco considerados, fundamentalmente debido a la poca cobertura mediática que en muchos casos han tenido. Así ha sucedido con San Antonio, que sólo ha aparecido en los medios de comunicación por el tsunami que afecto a Llolleo. 

Más allá de cuánto hemos salido o no en los medios de comunicación, mi preocupación se refiere a la directa relación que muchas veces tiene ese hecho con la poca visibilidad de las autoridades por los problemas suscitados a propósito del terremoto, a pesar de que la Región de Valparaíso, donde está mi distrito, haya sido considerada zona de catástrofe, según consta en el decreto 150, de 27 de febrero último.

Por lo tanto, reitero mi preocupación sobre la inclusión de la provincia de San Antonio, y al menos de tres de las comunas que la conforman, en el plan de reconstrucción nacional que va a presentar el Gobierno del Presidente Piñera durante la sesión especial de esta tarde.

Como ejemplo, quiero dejar de manifiesto algunos problemas. En la Villa del Mar hay 296 familias afectadas por la destrucción de sus viviendas y no tienen solución habitacional. Se había solicitado el otorgamiento de un subsidio de arrendamiento, que hasta el día de hoy no ha tenido respuesta y no sabemos si la tendrá.

La comuna de Santo Domingo, de más de diez mil habitantes, hoy sufre un semiaislamiento, que además conlleva la imposibilidad del transporte de carga pesada y que afecta directamente, no tan sólo a su población, sino que también a más de 200 familias que laboran en distintas empresas de diversos rubros, que no han podido continuar con sus actividades.

Otra situación que me parece compleja es la poca claridad respecto de cómo se van a otorgar los recursos para financiar los gastos de los distintos municipios. San Antonio, ha invertido más de tres mil millones de pesos hasta hoy, y proyecta gastar cinco mil, sin tener la certeza de que el Ejecutivo efectivamente se va a hacer cargo de ello.

He dicho.


INCLUSIÓN DE TRIBUNALES DE JUSTICIA DE SAN ANTONIO EN CONDICIÓN DE ESTADO EXCEPCIONAL. Oficio.

El señor TORRES.- Señor Presidente, nos hemos enterado de un proyecto del Gobierno que pretende generar un estado excepcional para los tribunales de aquellos lugares más afectados por el terremoto, como Maule y Biobío, y los de la jurisdicción de Santiago; sin embargo, los tribunales de San Antonio han sido excluidos de ese proyecto, a pesar de estar en las mismas condiciones y no haber podido funcionar porque su edificio está con orden de demolición parcial y de desalojo.

En consecuencia, solicito que se oficie al ministro que corresponda, para que los tribunales de la provincia de San Antonio sean incorporados a la brevedad en la iniciativa en comento.

He dicho.

El señor MOREIRA (Vicepresidente).- Se enviará el oficio solicitado por su señoría.

CONVENIOS DE PAGO POR CUENTAS DE LUZ EN REGIÓN DE O’HIGGINS. Oficios.

El señor MOREIRA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Ricardo Rincón.

El señor RINCÓN.- Señor Presidente, en la Región del Libertador Bernardo O’Higgins, además de las consecuencias del terremoto, las familias están sufriendo la acumulación de las cuentas de electricidad debido a que la Compañía General de Electricidad (CGE), ha realizado un rediseño en su sistema informático, por lo tanto, en su sistema de cobro. Eso ha retrasado los envíos de las cuentas y se han acumulado dos o más, con toda la recarga que ello significa en el presupuesto familiar.


Lo más grave es que cuando las personas han querido pagar -muchas son damnificadas por el terremoto del 27 de febrero, como las de la Villa Los Regidores de Graneros-, no se les recibe el dinero.

Ayer, a las 20 horas, en terreno, en la Villa Los Regidores, la propia CGE reconoció que la situación afecta a todos los lugares donde tiene territorio operacional y ha rediseñado su sistema de cobro.

Se llegó a un preacuerdo con la empresa para que se constituya in situ y suscriba con la gente convenios de pago a tres meses, sin intereses. Pero nos parece insuficiente, porque cuando esa misma gente no paga, se le corta la luz, se le cobra por corte y reposición y altísimos intereses.

Por eso, solicito el envío de un oficio a la Superintendencia de Electricidad y Combustibles, a fin de que se impetre, en base a las facultades de la ley respectiva, la realización de convenios de pago a seis o más meses, porque esto constituye una carga para esas familias, agravada por las consecuencias del terremoto y de este nuevo sistema de la Compañía General de Electricidad, con copia al intendente y al ministro de Economía, Fomento y Turismo.

El señor MOREIRA (Vicepresidente).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría, con la adhesión de los señores diputados que así lo indican.

El señor LEÓN.- ¿Me permite, señor Presidente? Quiero plantear una moción de orden. Creo que el oficio también debe ser enviado a las intendencias correspondientes a los distritos de los diputados que han adherido a los oficios cuyo envío solicitó el señor Rincón.

El señor ORTIZ.- Así es, porque todos pertenecemos a zonas de catástrofe, señor Presidente.

El señor MOREIRA (Vicepresidente).- Así se procederá.

AVANCE DE CONSTRUCCIÓN DE NUEVO ESTADIO MUNICIPAL DE OVALLE. Oficio.

El señor MOREIRA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Matías Walker.

El señor WALKER.- Señor Presidente, mucho se ha debatido y espero que se siga haciendo, sobre todo en la sesión de la tarde, respecto de la forma en que se debe proceder con las reasignaciones de recursos para enfrentar las consecuencias del terremoto. Muchos hemos insistido acerca de la necesidad de que las regiones tengan un rol preponderante en ello y no se haga sólo desde el nivel central.

En la Cuarta Región, en particular en Ovalle, capital de la provincia de Limarí, existe una enorme preocupación sobre las declaraciones formuladas por el Presidente de la República en días pasados sobre que el nuevo Estadio Municipal de Ovalle, que forma parte del programa de la Red de Estadios del Bicentenario, sufriría un retraso precisamente por dichas reasignaciones.

Cabe señalar que esta obra fue licitada, se adjudicó, la Contraloría General de la República tomó razón de las resoluciones respectivas y ya comenzó su ejecución.

Por lo tanto, pido oficiar al subsecretario de Deportes, señor Gabriel Ruiz-Tagle, para que informe a esta Corporación acerca del estado de avance de la ejecución del nuevo Estadio Municipal de Ovalle, que forma parte de la segunda fase del programa Red de Estadios del Bicentenario.

He dicho.

El señor MOREIRA (Vicepresidente).- Se enviará el oficio solicitado por su señoría.


INFORMACIÓN SOBRE AYUDA A LOS MUNICIPIOS PARA ENFRENTAR ACUMULACIÓN DE ESCOMBROS Y BASURA. Oficios.

El señor MOREIRA (Vicepresidente).- En el tiempo del Partido por la Democracia, tiene la palabra el diputado señor Ramón Farías.

El señor FARÍAS.- Señor Presidente, por los derrumbes producidos por el gran terremoto que afectó a la zona centrosur del país, las municipalidades -de área metropolitana y otras regiones- se han visto sobrepasadas con la acumulación de escombros y basuras en las diferentes arterias de sus comunas y se han visto en la necesidad de instalar centros de acopio en lugares que no cuentan con las medidas sanitarias ni medioambientales correspondientes, muchas veces cercanos a casas y colegios.

Por eso, en cumplimiento de mi labor de representar a los vecinos del distrito Nº 30, de las comunas de San Bernardo, Buin, Paine y Calera de Tango, como a muchos habitantes de Santiago, solicito el envío de un oficio al intendente de la Región Metropolitana y al gobernador de la provincia del Maipo a fin de que informen acerca de las medidas que se adoptarán para ir en ayuda de esos municipios.

El señor MOREIRA (Vicepresidente).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría.

AYUDA A DAMNIFICADOS DEL DISTRITO Nº 30. Oficio.

El señor FARÍAS.- Por otra parte, muchas familias del distrito Nº 30 y de otras localidades del centro y del sur del país quedaron damnificadas por el terremoto del 27 de febrero.

Por eso, en mi rol fiscalizador, solicito información al ministro del Interior acerca de la ayuda otorgada a las familias damnificadas de ese distrito, que comprende las comunas de San Bernardo, Buin, Paine y Calera de Tango.

La solicitud se funda en la necesidad de dar una información veraz y oportuna a los vecinos y vecinas de la provincia del Maipo.

He dicho.

El señor MOREIRA (Vicepresidente).- Se enviará el oficio solicitado por su señoría.

PARTICIPACIÓN DEL CONSEJO DE DEFENSA DEL ESTADO EN JUICIOS ENTRE GRUPOS CIUDADANOS DE EDIFICIOS COLAPSADOS Y EMPRESAS CONSTRUCTORAS. Oficio.

El señor MOREIRA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Pepe Auth.

El señor AUTH.- Señor Presidente, como se sabe el terremoto fue muy bien resistido por la abrumadora mayoría de los edificios a lo largo de Chile. Sin embargo, en casos muy calificados, experimentaron un verdadero colapso. Así ocurrió con el edificio Don Tristán de Maipú y otros tanto de Concepción y diversas ciudades.

Por eso, solicito oficiar al Consejo de Defensa del Estado para que se haga parte en los juicios entre grupos ciudadanos cuyos edificios hayan sufrido colapso y empresas constructoras. Porque no sólo fue afectada la seguridad de esos ciudadanos, sino también la imagen país, las fotografías de esos edificios circularon por todo el planeta, mostrando la fragilidad de nuestras construcciones y la irresponsabilidad eventual de algunas empresas.

El señor MOREIRA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Pepe Auth.

REPETIR BONO PARA FAMILIAS AFECTADAS POR LA CATÁSTROFE. Oficio.

El señor AUTH.- Asimismo, solicito que se oficie al Presidente Piñera para que, con la misma diligencia que actuó para cumplir una manda de campaña -la aprobación del bono marzo, con un costo de 160 mil millones de pesos; es decir, un promedio de 80 mil pesos para 2 millones de familias- ahora y como estadista, frente a un problema humano gravísimo, que afecta a un número estimado de doscientas mil familias, repita el otorgamiento del bono de marzo en abril. A cada una de las familias afectadas por la catástrofe le correspondería la suma de 800 mil pesos.

Muchas gracias.

El señor MOREIRA (Vicepresidente).- Se enviará el oficio solicitado por su señoría, con la adhesión de los diputados señores Jaramillo, Accorsi, González y Robles.

HABILITACIÓN DE PÁGINA WEB DE CENTRAL TERMOELÉCTRICA CAMPICHE. 
Oficios.

El señor MOREIRA (Vicepresidente).- En el tiempo del Comité del Partido por la Democracia, tiene la palabra, hasta por tres minutos, el diputado señor Accorsi.

El señor ACCORSI.- Señor Presidente, es por todos conocida la situación que afecta a la Central Termoeléctrica Campiche. Por lo tanto, quiero pedir que se oficie al presidente de la Conama y a la ministra de Medio Ambiente, a fin de que nuevamente se habilite la página web que informa acerca del proyecto de la Central Termoeléctrica Campiche y se nos explique por qué no está en internet.

Como ustedes saben, el seguimiento de este tipo de proyectos se hace a través de la red y del (CIA), Centro de Información 



Ambiental. Sin embargo, hace dos días que el proyecto de la Central Campiche está fuera de internet. Si uno ingresa al sitio de la Central para ver su desarrollo, se encuentra con una página completamente vacía. Por consiguiente, los ciudadanos no pueden seguir de cerca los pasos que se han dado, lo que considero gravísimo por cuanto es la única forma que tiene la ciudadanía para informarse del proyecto. 

Por lo tanto, pido que se rectifique esta situación, y si es necesario, restar de los plazos correspondientes los días que el sistema ha estado paralizado, ya que repito, no ha habido la suficiente información para que la ciudadanía sepa lo que sucede con el proyecto. 

Como encuentro de la máxima gravedad lo señalado, pido que se oficie al presidente de la Conama y a la ministra del Medio Ambiente, a fin de que nos expliquen por qué esa página no se encuentra habilitada.

He dicho.

El señor MOREIRA (Vicepresidente).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría, con la adhesión de los diputados señores Jaramillo y González.

SUSPENSIÓN DE APLICACIÓN DEL FONDO DE 5 POR CIENTO DE CATÁSTROFES PARA REGIONES. Oficio.

El señor MOREIRA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Rodrigo González.

El señor GONZÁLEZ.- Señor Presidente, pido que se oficie al ministro del Interior a fin de que nos explique el motivo para suspender la aplicación del fondo del 5 por ciento de catástrofes directamente en las regiones de manera descentralizada y regionalizada. 

Según los antecedentes del Gobierno Regional de Valparaíso, se ordenó el retiro de esos fondos para ser concentrados en el Ministerio del Interior, en Santiago, con el objeto de abordar la catástrofe. Sin duda, es necesario reunir y contar con todos los recursos posibles en la Región Metropolitana, pero entiendo que el Congreso Nacional tiene toda la disposición para entregar los recursos adicionales al Presidente de la República a fin de enfrentar de la mejor manera posible esta catástrofe. Por lo tanto, no estamos de acuerdo en que se supriman fondos regionalizados, en especial este 5 por ciento para estos efectos, pues las regiones ya lo tienen asignado. 

Se han investigado y hecho catastros de las grietas de los edificios, Serviu, las cajas de escala de los edificios en los barrios populares, como en el caso de Reñaca Alto; muros de contención que están a punto de derrumbarse, que si no se reparan pronto también serán motivo de catástrofe en el próximo invierno. 

El financiamiento para satisfacer todas esas necesidades debería efectuarse con el fondo de catástrofes y no centralizarse en Santiago.

En caso de ser efectivo que estos fondos se van a entregar a Santiago, quiero plantear una observación o reparo al ministro del Interior en razón de que, a mi juicio, no me parece justificada esta decisión. 

He dicho.

El señor MOREIRA (Vicepresidente).- Se enviará el oficio solicitado por su señoría.
INFORMACIÓN SOBRE PETICIÓN DE RENUNCIA A FUNCIONARIOS SELECCIONADOS POR CONCURSO PÚBLICO. Oficio.

El señor GONZÁLEZ.- Señor Presidente, en la región ha circulado la información que sobre el retiro inmediato de funcionarios que han ganado sus cargos a través de concursos públicos, es decir, su situación legal está justificada. Hay funcionarios que llevan uno o dos años en sus puestos de trabajo y han resultado ser aptos e impecables en el desempeño de sus funciones. Sin embargo, se les está pidiendo la renuncia, lo que significa un gasto excesivo de recursos que podrían ir perfectamente a paliar los efectos de la catástrofe.

Por lo tanto, solicito que se oficie al ministro del Interior para que de una explicación sobre esta materia e informe si a todos los funcionarios que ocupan cargos provistos por concurso público, a través del sistema de Alta Dirección Pública, se les va a pedir inmediatamente su renuncia.

He dicho.

El señor MOREIRA (Vicepresidente).- Se enviará el oficio solicitado por su señoría, con la adhesión del diputado señor Jaramillo.
En el tiempo del Comité de Renovación Nacional, ofrezco la palabra.

Ofrezco la palabra.

AGILIZACIÓN DE INVESTIGACIÓN DE ACCIDENTES DE TRÁNSITO CON CONSECUENCIA DE MUERTE. Oficio.

El señor MOREIRA (Vicepresidente).- En el tiempo del Comité del Partido Socialista, tiene la palabra, hasta por tres minutos, el diputado señor Fidel Espinoza.

El señor ESPINOZA (don Fidel).- Señor Presidente, en innumerables oportunidades he intervenido en esta Sala para dar cuenta de una situación que nos afecta como país.

Tenemos una ley que sanciona de una manera irrisoria a aquellos conductores que manejan en estado de ebriedad y provocan accidentes de tránsito con resultado de muerte.

En reiteradas oportunidades he planteado que es necesario profundizar y hacer una ley mucho más drástica, por ejemplo, en lo que se refiere las licencias de conducir. 

En la actualidad, un conductor, que maneja en estado de ebriedad, y atropella a una, dos o cinco personas -lo que provoca un daño gigantesco en las familias-, se le aplica -si no hay antecedentes previos- una sanción realmente irrisoria, por decir lo menos; esto es, 561 días de pena remitida. 

¿Por qué hago esta introducción? Porque justamente ayer, en el marco de mi trabajo parlamentario escuché dos casos a los que ya me referí con anterioridad en esta misma Sala. El primer accidente ocurrió un día de octubre pasado, a las nueve de la noche en el sector de Colegual de la comuna de Llanquihue. Allí murió atropellado por un vehículo que se dio a la fuga el joven Felipe Carrillo. 

El segundo accidente sucedió el 4 de julio pasado a las tres de la mañana en la comuna de Frutillar. Allí falleció el joven deportista Patricio Cárcamo Navarro atropellado por un vehículo, al que todavía hoy se le están realizando los peritajes.

Planteo este tema, porque he visto cada mes cómo se deprimen esas familias por la excesiva lentitud de las investigaciones. No debemos esperar a que muera el hijo de una autoridad, de un parlamentario o de un ministro para tener una ley más dura; por el contrario, tenemos que legislar ahora. 

Por las razones expuestas, pido que se oficie al Fiscal Nacional, con el objeto de que las investigaciones en estos casos, que cuentan con elementos suficientes que permiten indagar como corresponde, lleguen prontamente a buen término. En el caso de Felipe Carrillo, su madre ha aportado antecedentes a la investigación que la familia ha encontrado en el camino. Algo similar ha sucedido en el caso de Patricio Cárcamo. Estas investigaciones se deben realizar en forma efectiva y rápida, sin cierres provisorios, por cuanto lo ocurrido constituye un tremendo daño a las familias afectadas. Se requiere una mayor agilidad en las investigaciones y no que queden olvidadas en el camino porque los muertos son hijos de familias humildes. Repito, se debe investigar con profundidad para llegar al fondo y determinar los responsables de esos hechos, que constituyen un delito y un tremendo drama para estas familias.

He dicho.

El señor MOREIRA (Vicepresidente).- Se enviará el oficio solicitado por su señoría, con mi adhesión -soy parte del proyecto de ley que hace algunos años presentamos junto a su señoría- y la del diputado Robles y de la diputada señora Pascal.

INVESTIGACIÓN DE MUERTE DE OPERARIO EN DEMOLICIÓN DE SILO EN COMUNA DE EL MONTE. Oficio.

El señor MOREIRA (Vicepresidente).- En el tiempo del Comité del Partido Socialista, tiene la palabra la diputada señora 
Denise Pascal.

La señora PASCAL.- Señor Presidente, en estos pocos minutos voy a tratar de resumir la situación que vivimos el sábado 6 de marzo recién pasado en la comuna de El Monte. El alcalde ordenó la demolición inmediata de un silo, Carabineros planteó suspenderla por existir inseguridad alrededor; desgraciadamente, la orden de demolición del alcalde siguió adelante. En el lugar murió el señor Jaime Pizarro, quien guiaba la máquina. En el lugar se encontraba el alcalde y el diputado Uriarte.

¿Por qué me refiero a esto? Porque, muchas veces, por buscar soluciones inmediatas, terminamos con desastres.

Famae, propuso efectuar un estudio para la demolición de silos en nuestra zona -que están siendo un peligro para las comunidades-, y el Comité de Operaciones de Emergencias (COE), solicitó que no se demoliera ningún silo hasta que ellos actuaran.

El informe de Famae fue presentado el lunes 8, cuando don Jaime Pizarro, de 31 años, ya había muerto. El sábado 6 se actuó con poca prolijidad -incluso, se invitó a canales de televisión, estuvo TVN, con la idea de hacer un show, como se dice en buen chileno, sobre la demolición de un silo- y contra el informe que hizo Famae.


La gobernación de ese momento solicitó al contralor general de la República, Ramiro Mendoza, que investigara lo ocurrido.

En esta ocasión, pido oficiar al señor contralor general de la República, con el objeto de que nos informe el estado en que se encuentra la investigación y lo actuado al respecto.

Además, pido que se oficie al intendente de la Región Metropolitana y al gobernador de la provincia de Talagante, con la finalidad de que nos informen respecto de la demanda que se interpuso en los tribunales y los efectos que tendrá en las personas que obligaron a hacer esa demolición en contra de lo que Carabineros en su momento proponía por razones de seguridad y no esperar la actuación de Famae, institución que iba a hacer la demolición de los silos, como está procediendo en este momento.

He dicho.

El señor MOREIRA (Vicepresidente).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría.

INFORMACIÓN SOBRE RECURSO DE RECLAMACIÓN PRESENTADO POR EMPRESA DE ENERGÍA MPX, ENERGÍA DE 
CHILE LTDA. Oficios.

El señor MOREIRA (Vicepresidente).- En el turno del Comité Mixto PC-PRSD-IND, tiene la palabra el diputado señor 
Alberto Robles.

El señor ROBLES.- Señor Presidente, el terremoto afectó a gran parte del país pero mi región sufrió un terremoto distinto.

En diciembre de 2008, hace más de un año en la Región de Atacama se presentó el proyecto de la Empresa de Energía MPX, Energía de Chile, para construir la Central Termoeléctrica Castilla y que involucra la instalación de dos plantas termoeléctricas a petróleo diésel de 124 megawatts cada una y seis unidades 



generadoras de energía a carbón, de 350 
megawatts cada una. Es decir, más de 2.300 megawatts para un proyecto termoeléctrico.

Las empresas en Chile y, sobre todo en mi región, deben hacer las cosas bien. En el siglo XXI deben disponer de la tecnología necesaria, con el objeto de que, desde el punto de vista productivo y de desarrollo, actúen con prudencia y respeto por el medio ambiente. Sin tales características, no le hacen un favor al desarrollo de Chile, sino que, al contrario, lo afectan.

La Empresa Termoeléctrica Castilla plantea desarrollar energía termoeléctrica, cuestión que no voy a discutir. 

No me gusta la energía a carbón, y considero que la termoeléctrica está algo obsoleta. En el mundo existen energías disponibles que son más amigables con el medio ambiente, incluso, estoy llano a pensar en la energía nuclear -las instalaciones para su producción deben construirse con todas las medidas de seguridad-, que es más limpia.

La central termoeléctrica aludida ha estado desarrollando actividades que me parecen sumamente complejas.

Cuando faltaban sólo diez días para que se votara el proyecto mencionado, la Secretaría Ministerial de Salud señaló que era una industria contaminante.

Cuando todo hacía pensar que, desde el punto de vista técnico medioambiental, esa empresa iba a recibir una respuesta negativa, presentó un recurso de reclamación y, posteriormente, un recurso jerárquico ante la clara determinación de la Corema de la Región de Atacama, la que, en su informe consolidado de evaluación, señaló que se trataba de una empresa contaminante.

El recurso de reclamación fue rechazado y el recurso jerárquico aceptado por el director nacional de la Conama.

Hemos dicho que esa autoridad no tiene competencia. Por lo tanto, formulamos la presentación respectiva a la Contraloría. Sin 



embargo, todavía no logramos respuesta del director de la Conama, ni de la Contraloría General de la República. 

El director de la Conama dictó una resolución el 1 de marzo, y suspendió sólo por diez días hábiles los procedimientos. Es decir se encuentra pendiente la resolución de la reclamación. Se ha dejado pasar tiempo y hoy tenemos nuevas autoridades, aunque en mi región aún no están designados los seremis correspondientes.

La Región de Atacama ya se ha pronunciado sobre este tema. Las autoridades anteriores dijeron que dicho proyecto era absolutamente contaminante y contrario a los intereses de esa región. 

La intendenta nombrada recientemente, no ha citado a la Corema, pero no han sido designados los seremis a convocar.

Como la causa del proceso sigue en curso, lo más probable es que el proyecto, dado el silencio administrativo, termine aprobándose. Por lo tanto, la situación es grave.

Pido, también, que se oficie a la ministra presidenta de la Comisión Nacional del Medio Ambiente, a la intendenta regional y a los gobernadores que corresponda, con el objeto de que informen al respecto.

He dicho.

El señor MOREIRA (Vicepresidente).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría.

En el turno del Comité Mixto Independiente-PRI, ofrezco la palabra.

Ofrezco la palabra.

En el turno del Comité Unión Demócrata Independiente, ofrezco la palabra.

Ofrezco la palabra.

Por haber cumplido con su objeto, se levanta la sesión.

-Se levantó la sesión a las 14.07 horas.

TOMÁS PALOMINOS BESOAÍN,

Jefe de la Redacción de Sesiones.
VIII. DOCUMENTOS DE LA CUENTA

1.
Informe de la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia recaído en el proyecto de reforma constitucional que modifica el artículo 19, numerales 23 y 24, de la Constitución Política de la República. (boletín N° 6816-07)

“Honorable Cámara:


La Comisión de Constitución, Legislación y Justicia viene en informar, en primer trámite constitucional y primero reglamentario, el proyecto de la referencia, originado en un Mensaje de S. E. la Presidenta de la República.


Durante el análisis de este proyecto la Comisión contó con la colaboración de las siguientes personas: don Sergio Bitar Chacra, Ministro de Obras Públicas; don José Antonio Viera Gallo Quesney, Ministro Secretario General de la Presidencia; don José Antonio Ramírez Arrayás, asesor jurídico del Ministerio de Obras Públicas; don Rodrigo Weisner Lazo, Director General de Aguas del mismo Ministerio; don Jorge Correa Sutil, profesor de Derecho Constitucional en la Universidad Diego Portales; don Francisco Zúñiga Urbina, profesor de Derecho Constitucional en las Universidades de Chile y Diego Portales; don Edgardo 
Palacios Angelini, profesor de Derecho Constitucional en la Universidad Adolfo Ibáñez; don Alberto Cardemil Palacios y don Francisco Mackenna García Huidobro, abogados especialistas y doña Sara Larraín Ruiz Tagle, Directora Ejecutiva del Programa Chile Sustentable.

I. IDEAS MATRICES O FUNDAMENTALES.


La idea central del proyecto tiene por objeto elevar a rango constitucional, la prevención de que las aguas son bienes nacionales de uso público, cualquiera sea el estado en que se encuentren, el lugar en que estén depositadas o el curso que sigan.


Con tal objeto modifica los números 23 y 24 del artículo 19 de la Carta Política para:


-encomendar a la ley la regulación del procedimiento de constitución, reconocimiento, ejercicio y extinción de los derechos que sobre las aguas se reconozcan a los particulares.


-establecer que la regulación anterior deberá tener en consideración la diversidad geográfica y climática del país, la disponibilidad efectiva de los recursos hídricos y la situación de las cuencas hidrográficas.


-establecer que los derechos que se reconozcan otorgarán a sus titulares la propiedad de éstos, sin perjuicio de las limitaciones y obligaciones que podrán imponerse a su ejercicio en atención a su función social.


-entregar a la autoridad competente la facultad de reservar caudales de agua suficientes para asegurar la disponibilidad de este recurso.

II. CONSTANCIAS REGLAMENTARIAS.


Para los efectos de lo establecido en el número 7° del artículo 287 del Reglamento de la Corporación, la Comisión dejó constancia de lo siguiente:


Que se rechazaron las siguientes indicaciones:


a) La del Diputado señor Schilling para intercalar en el nuevo inciso cuarto del artículo primero, entre las expresiones “Dichos derechos” y la palabra “otorgarán”, el adverbio “no”.


b) La del Diputado señor Burgos para suprimir en el nuevo inciso cuarto del artículo primero, la oración final que sigue al último punto seguido, la que señala : “La ley podrá establecer limitaciones y obligaciones al ejercicio de éstos, en conformidad con lo prescrito en el inciso segundo del numeral 24 de este artículo.”.

III. QUÓRUM DE VOTACIÓN.


Tratándose de una reforma constitucional que afecta el capítulo III de la Constitución Política, requiere para su aprobación, conforme lo dispone el inciso segundo del artículo 127 de la Carta Fundamental, del voto favorable de las dos terceras partes de los Senadores y Diputados en ejercicio.

IV. DIPUTADO INFORMANTE.


Se designó diputado informante al señor Jorge Burgos Varela.

V. ANTECEDENTES.


El Mensaje parte destacando la importancia que tiene el agua como fuente de vida y de desarrollo y el carácter de bien nacional de uso público que le reconoce nuestra legislación, lo que significa que su dominio pertenece a toda la Nación y su uso a todos sus habitantes.


Agrega que dicho reconocimiento consta únicamente en la ley, vale decir, en los Códigos Civil y de Aguas, y no tiene una consagración constitucional.


Recordando, en seguida, que solamente el 3% del agua existente en el planeta es dulce y que de este porcentaje el 70% se encuentra en estado sólido, afirma que se trata de un elemento escaso y de limitada disponibilidad, circunstancia que justifica la regulación de su uso y su protección.


Plantea, luego, el desbalance existente entre el trato que nuestra legislación da al agua y a las minas, por cuanto el dominio absoluto y exclusivo del Estado sobre estas últimas tiene consagración constitucional, como también la obligación que pesa sobre los titulares de las concesiones mineras de desarrollar las actividades necesarias que justifican su otorgamiento, exigencia que no se aplica al uso del agua.


Añade que el país enfrenta una fuerte expansión de la demanda por agua como consecuencia del aumento de la población y del crecimiento económico, lo que ha generado un mayor desequilibrio entre la oferta del líquido y su demanda, situación que ya ha dado lugar a problemas de distribución en varias cuencas del país, lo que deberá agravarse con el transcurso del tiempo.


A todo lo anterior, debe sumarse el problema que representa el inminente cambio climático, de efectos aún impredecibles, pero que ha llevado a los distintos países a adecuar sus legislaciones para enfrentar las posibles consecuencias negativas que ello pueda significar.


Todas estas consideraciones llevan al Mensaje a contrastar la situación actual con la vigente en 1980, señalando que hoy el problema de la disponibilidad del agua ha devenido en un asunto de seguridad nacional, más importante aún que la de los hidrocarburos, elemento susceptible de importarse, lo que no ocurre con el agua, por lo que en países que tienen una geografía árida o semiárida como la nuestra, resulta necesario darle relevancia constitucional.


Destaca, en seguida, que el proyecto en atención a la connotación geoestratégica y de seguridad nacional que adquiere la disponibilidad del agua, en especial en situaciones de escasez, considera imprescindible su reconocimiento constitucional como bien nacional de uso público, que, por lo demás, ya consagran desde hace más de un siglo los Códigos Civil y de Aguas. Agrega que la misma Constitución, en el inciso segundo del número 24 de su artículo 19, establece como limitación al derecho de propiedad la función social que deriva de ese derecho, función esta última que en lo que se refiere al derecho de aprovechamiento de aguas, no aparece recogida ni en la Carta Política ni en el código del ramo.


Reconoce que la Constitución consagra el derecho de los particulares sobre las aguas y la propiedad de sus titulares respecto de tal derecho, pero estima fundamental establecer en ella, además, los mecanismos de constitución, ejercicio y extinción de dicho derecho como, asimismo, la facultad de reservar aguas.


Rememora, a continuación, la larga tradición normativa existente en el país en la regulación del uso del agua, que ha dado lugar a un desarrollo económico y social de gran envergadura, permitiendo un fuerte mejoramiento en distintas actividades; sin embargo, con la entrada en vigencia en 1981 del nuevo Código de Aguas, se habría producido un notorio desequilibrio entre el bien común y los intereses de unos pocos particulares, produciéndose una fuerte concentración de derechos de aprovechamiento para fines hidroeléctricos, hasta el punto que, de acuerdo a una resolución del Tribunal de Defensa de la Libre Competencia, el 90% de dichos derechos se encontraría en poder de sólo tres empresas. Agrega que si bien, con posterioridad, mediante la ley N° 20.017 se corrigió parcialmente tal desequilibrio, muchas de las deficiencias existentes subsistieron como consecuencia de los problemas constitucionales que presenta la legislación nacional en la materia.


Cita, luego, como una demostración de la conciencia existente acerca de la necesidad de dar un reconocimiento constitucional especial a la regulación de las aguas, diversos proyectos de reforma constitucional y de ley presentados por legisladores de distintos signos 


Finalmente, precisa que las enmiendas que se proponen, no afectan la seguridad jurídica de los propietarios de los derechos de aprovechamiento de aguas, por cuanto les permite conservar en su integridad el dominio que tienen y sus facultades de dueños, sino que facilita el acceso a este recurso a personas que tienen hoy escasas posibilidades de adquirir el derecho de aprovechamiento por acto de autoridad, como también, en caso de ser imprescindible, entrega a la autoridad los medios necesarios para limitar o restringir el ejercicio de estos derechos o reservar caudales de aguas superficiales o subterráneas para asegurar su disponibilidad, esto último de acuerdo con la necesidad de establecer dentro de los diversos usos que pueden darse a este elemento, prioridad al consumo humano.

VI. INTERVENCIONES RECIBIDAS POR LA COMISIÓN.


a) Don Sergio Bitar Chacra, Ministro de Obras Públicas.


Inició su intervención recordando que el número 24 del artículo 19 de la Carta Política, señalaba que los derechos de los particulares sobre las aguas, reconocidos en conformidad a la ley, otorgaban a sus titulares la propiedad sobre ellos, disposición que la iniciativa repetía en el nuevo número 23 del mismo artículo, resaltando la calidad de bien nacional de uso público del agua.


Destacó, asimismo, que el concepto mundial y regional acerca del agua había cambiado radicalmente, hasta el punto de que los glaciares habían adquirido gran preponderancia. Al respecto, hizo presente que de los 25.000 kilómetros cuadrados de glaciares existentes en Sudamérica, 20.000 se encontraban en Chile, razón por la que la propuesta junto con declarar a las aguas, en todos sus estados, como bien nacional de uso público, incluía específicamente a los glaciares.


Agregó que el proyecto encomendaba a la ley regular el procedimiento de constitución, reconocimiento, ejercicio y extinción de los derechos que se reconozcan a los particulares sobre el agua, como también facultaba a la autoridad competente para constituir reservas de agua en manos del Estado, algo que parecía muy necesario por las diferencias geográficas existentes en las distintas zonas del país, resaltando que una facultad como ésta concitaba apoyo de parlamentarios de distintos sectores, por el conocimiento que se tenía de lo que ocurría, especialmente, en la zona del norte del país, en que existen acuíferos totalmente agotados.


Relevó, en seguida, las diferencias entre la minería y el agua, señalando que mientras, en el caso de la primera, todos los yacimientos pertenecían al Estado, el que podía entregarlos en concesión, la que era susceptible de caducar, en el caso de la segunda no se contemplaba la posibilidad de concesión ni tampoco existían limitaciones para su uso, diferencias que no denotaban la enorme importancia del agua para la vida, para las finalidades productivas y para la protección del medio ambiente.


Señaló que era necesario adaptar las disposiciones constitucionales a los tiempos actuales, especialmente si se tenían presente aspectos tales como el aumento en la demanda por agua, circunstancia que agudiza su escasez y obliga a regular su uso, haciendo prevalecer el interés público, problema que ya se presenta en el norte del país, especialmente en el valle de Copiapó; la amenaza del cambio climático, que se refleja en el aumento de la pluviosidad en el sur y en la escasez de agua en el norte, y el otorgamiento de derechos de aprovechamiento superiores a los que ofrece la correspondiente cuenca hidrográfica.


En lo que se refiere al planteamiento que se había hecho en el sentido de que el proyecto consideraría la expropiación de los derechos de agua, señaló que la iniciativa no contemplaba tal cosa, pero que, en todo caso, como todo bien, la Constitución ya reglaba la posibilidad de expropiar tales derechos previo pago al contado de la correspondiente indemnización.


Insistió en que lo que se buscaba era contar con una mayor capacidad para regular el uso de este bien, porque cuando, dentro de ese objetivo, se había pretendido establecer la caducidad de los derechos de aprovechamiento por el no uso, se había estimado que tal medida podría ser inconstitucional. De ahí la conveniencia de elevar a rango constitucional el carácter de bien nacional de uso público de este elemento.


Recordó, asimismo, que el Código Civil, desde los tiempos de don Andrés Bello, concebía el agua como un bien nacional de uso público, pero que desde 1981 con la entrada en vigencia del Código de Aguas, se había producido un importante desequilibrio entre el bien común y los intereses de algunos particulares. Creía necesario regular en una ley, la que sería de quórum calificado, la extinción de los derechos de aguas por caducidad en virtud de causales específicas, lo que no implicaría necesariamente un pago.


Ante una consulta, diferenció la expropiación de derechos de la caducidad, por cuanto la primera ya estaría contemplada en la Constitución. 


Terminó señalando que se deseaba, asimismo, regular en la ley la posibilidad del uso de los glaciares, el uso de las cuencas hidrográficas desde el punto de vista de su protección medio ambiental y devolver a los funcionarios de la Dirección de Aguas el carácter de ministros de fe que tenían hasta antes de 1981, para los efectos de la prueba de eventuales infracciones.


b) Don José Antonio Viera Gallo Quesney, Ministro Secretario General de la Presidencia.


Señaló que lo que el proyecto pretendía era consagrar, a nivel constitucional, que el agua es un bien nacional de uso público, calidad que actualmente sólo se establece en los Códigos Civil y de Aguas, y que correspondería cualquiera fuera el estado en que se encontrara dicho elemento. Lo anterior determinaba que los derechos, permisos y concesiones que se otorguen sobre el aprovechamiento de las aguas tendrán que estar en función del carácter público de este bien, hecho que hoy día no ocurriría. No obstante, la modificación que se introducía respetaba todos los derechos de aguas vigentes, sin perjuicio de que la ley pudiera establecer obligaciones o limitaciones al ejercicio de tal derecho en atención a su función social.


Añadió, asimismo, que la reforma otorgaba a la autoridad la facultad de establecer la reserva de aguas superficiales o subterráneas cuando existiere la necesidad de conservar o disponer de este recurso, agregando que se trataba de un marco regulatorio general que, luego, debería traducirse en la correspondiente modificación al Código de Aguas.


Ante algunas consultas, precisó que el derecho de aprovechamiento de aguas no constituía un derecho de propiedad propiamente tal sino que algo similar a las concesiones, por cuanto sobre un bien nacional de uso público no cabía la propiedad privada.


Igualmente, aclaró que la regulación que se establecía sería aplicable cualquiera fuera el estado en que las aguas se encontraran, como también que para la constitución, reconocimiento, ejercicio y extinción de los derechos que se reconocieran a los particulares, se debería considerar la diversidad geográfica y climática del país, la disponibilidad efectiva de los recursos hídricos y, especialmente, la situación de las cuencas hidrográficas. En tal sentido, la ley podría dar un tratamiento distinto a las aguas de la zona norte o sur del país como ya lo hace la Ley Indígena que regla de forma diferente los derechos de aguas de las comunidades aborígenes del norte, o, en consideración a la situación de las cuencas hidrográficas, diferenciar entre un río y otro, como podría ser, por ejemplo, en el caso de los cursos de aguas en que exista una central hidroeléctrica.


Hizo presente que hoy si el Fisco quiere efectuar una reserva de caudales, queda sujeto a las mismas normas y procedimientos aplicables a los particulares, por ello esta normativa constituía un marco regulatorio genérico destinado a asegurar la efectiva función social del derecho de aprovechamiento.


c) Don Rodrigo Weisner Lazo, Director General de Aguas del Ministerio de Obras Públicas.


Inició su intervención aseverando que no se trataba de un proyecto elaborado a última hora, sino que sería el resultado de un trabajo de más de un año sobre la base de estudios realizados por un Comité Interministerial de Recursos Hídricos, en el que participaron todas las instancias vinculadas a este recurso. Igualmente, la iniciativa había sido discutida con diversas organizaciones tales como la Sociedad Nacional de Minería, el Consejo Minero y la Sociedad Nacional de Agricultura.


Añadió que las normas que se proponían se vinculaban a problemas prácticos que ocurrían en la actualidad; en efecto, el país se caracterizaba por tener el desierto más árido del mundo, con acuíferos que solo se recargaban una vez en mil años, un valle intermedio muy angosto y una cordillera muy alta que hacía que las aguas se trasladaran muy rápido, lo que impide su mejor aprovechamiento , sin contar, además, con la existencia de dificultades relacionadas con la contaminación de las aguas, ya sea con pesticidas, metales, desechos humanos, etc. 


Agregó que más del 80% de los ríos del país no tiene lo que se llama un caudal ecológico, es decir, pueden extraerse, al amparo de la legislación, la totalidad de sus aguas por las personas, motivo que ha llevado al secado completo de muchos de ellos como sucede en Copiapó.

En el caso de los glaciares, señaló que aunque argumentos de derecho permiten sostener que a ellos debiera aplicarse el régimen de las aguas continentales, resoluciones de los tribunales de justicia han impedido la realización de actos destinados a medir y monitorear un glaciar por cuanto consideran que dicha legislación no les es aplicable. Asimismo, la venta de agua proveniente de Campos de Hielo Norte por parte de una empresa, cuestionada por la Dirección de Aguas, ha originado controversias que actualmente se ventilan ante los tribunales. Algo parecido ha pasado con la exportación de trozos de hielo de ese sector que, recién, en virtud de las disposiciones de la Ley de Bases del Medio Ambiente, ha podido detenerse.


Igualmente, existían al respecto profundas contradicciones y conflictos entre la legislación de aguas y la Ley Indígena, hasta el punto que en el caso del agua mineral de Chusmiza, la empresa que comercializa dicho producto era considerada dueña según las normas del Código de Aguas, pero las disposiciones de la citada Ley Indígena habían habilitado a la comunidad Chusmiza Usmagama para reclamar dicha propiedad, existiendo al efecto dos fallos de los tribunales en sentido contrapuesto.


Señaló que una de las herramientas que otorgaba la legislación vigente era la expropiación, pero que el costo que implicaría llevarla adelante respecto de los derechos de aprovechamiento, bordearía los cincuenta mil millones de dólares, por lo que este mecanismo sería solamente teórico por cuanto sería muy difícil destinar en el presupuesto tal cantidad para ese fin y, sobre todo, si se tiene en cuenta que el Estado pagaría esa suma por algo que entregó gratuitamente y que tendría que volver a entregar.


Señaló que le parecía importante incorporar el criterio de la diferenciación geográfica en atención a los problemas que presenta el sector minero, el cual tiene proyectos por cerca de ochenta mil millones de dólares, situándose el 80% de ellos en las I y III Regiones, pero en que una importante parte no se ha desarrollado por el problema del agua. Al efecto, se ha incorporado la posibilidad de desalinizar cuyo costo asciende a un dólar por metro cúbico.


Agregó que ante las solicitudes de derechos de aprovechamiento de agua formuladas por esas empresas, la Dirección de Aguas realiza modelaciones por 60 ó 100 años ya que el derecho es perpetuo, lo que motiva el reclamo de las empresas por estimar que se trata de proyectos de no más de 20 años, circunstancia que permitiría más flexibilidad en el otorgamiento de estos derechos, pero que con la actual legislación no resulta posible.


Agregó que las distintas tendencias políticas estaban por establecer la caducidad de los derechos, ya sea mediante el mecanismo del pago de patente o de una limitación en el tiempo o el no uso, pero todas estas iniciativas se habrían topado con la normativa constitucional.


Reiteró la gravedad del problema, señalando que antes de la dictación del actual Código de Aguas, se habían decretado sólo tres áreas de restricción y, en cambio, ahora hay cerca de sesenta, pero que en ninguno de esos casos se habrían formado las comunidades que originan la gestión del recurso y, por el contrario, estarían recurriendo a la Dirección de Aguas para que resolviera los problemas, lo que demostraría su incapacidad para administrar la escasez.


Por último expresó su desacuerdo con el mecanismo de la reducción temporal de los derechos de aprovechamiento a prorrata de los derechos de cada usuario, por cuanto ello resultaba demasiado inequitativo respecto del pequeño agricultor o parcelero, por lo que creía que debía diferenciarse la situación según se tratara de una persona con capacidad para comprar derechos de agua o no.


d) Don Francisco Zúñiga Urbina, profesor de Derecho Constitucional en las Universidades de Chile y Diego Portales.


Como cuestión previa, rememoró que la definición de las aguas terrestres como bienes nacionales de uso público, se remontaba a las modificaciones constitucionales para hacer efectiva la reforma agraria mediante la ley N° 16.640.


Entrando en materia, señaló que la iniciativa reconocía que las aguas eran bienes de dominio público, estableciendo su inapropiabilidad mediante una modificación al N° 23 del artículo 19, pero la terminología empleada recogía la utilizada por el Código Civil, el que distinguía entre bienes nacionales de uso público y bienes fiscales; a su parecer, las expresiones correctas deberían ser “bienes de dominio público”, para guardar la debida consistencia con la definición de las minas que el mismo artículo 19 contemplaba en su número 24.


Asimismo, el nuevo inciso cuarto que se agregaba en el número 23 del citado artículo 19, entregaba al legislador una competencia para regular el procedimiento de constitución, reconocimiento, ejercicio y extinción de los derechos que se reconocieran a los particulares sobre las aguas, sujeto todo ello a la consideración de un número limitado de factores como eran la diversidad geográfica y climática del país, la disponibilidad efectiva de los recursos hídricos y, especialmente, la situación de las cuencas hidrográficas, circunstancias todas restrictivas de la competencia que se entregaba y que podría significar dificultades, por cuanto no podrían incorporarse otros factores que permitiesen ampliar la intervención de la administración en materia de constitución de derechos de aprovechamiento de aguas. 


Otra observación que le merecía el proyecto, decía relación con que el mismo nuevo inciso cuarto establecía que la propiedad de los derechos de aprovechamiento correspondía a la propiedad de derecho común, como podía desprenderse de la remisión que el párrafo final de este inciso hacía al inciso segundo del numeral 24 de este artículo. En efecto, dicho párrafo señalaba que “La ley podrá establecer limitaciones y obligaciones al ejercicio de éstos, en conformidad con lo prescrito en el inciso segundo del numeral 24 de este artículo.”, todo lo que no hacía más que confirmar la tesis señalada, que en doctrina se conocía como “propietarización de derechos”, siendo que, en realidad se trataba de una propiedad sometida a un derecho especial como lo era el de aguas.


Agregó que si lo que se quería era establecer para los titulares de los derechos de aprovechamiento las mismas garantías que la Constitución consagra para los titulares del derecho de propiedad, habría bastado con utilizar la misma fórmula que emplea el actual inciso noveno de este numeral 24 para el dominio público minero, es decir, que los titulares tendrían las mismas garantías que en general resguardan el dominio en nuestro ordenamiento.


Finalmente, señaló que en lo que decía relación con la facultad que se entregaba a la autoridad competente para reservar caudales de aguas superficiales o subterráneas, creía que tal referencia debería hacerse a la ley dado que ésta era la única fuente que podía atribuir tal competencia.


e) Don Alberto Cardemil Palacios, abogado especializado en legislación de aguas.


 Partió efectuando una reseña de los objetivos perseguidos por esta reforma, es decir, que las aguas, incluidos los glaciares, son bienes nacionales de uso público; que la ley debe regular los procedimientos de constitución, reconocimiento, ejercicio y extinción de los derechos sobre las aguas; que dicha regulación debe considerar la diversidad geográfica del país, la disponibilidad de los recursos hídricos y la situación de las cuencas hidrográficas; que la ley puede establecer limitaciones y obligaciones al ejercicio de los derechos de los particulares sobre las aguas, y que el Estado tiene la facultad de reservar caudales para asegurar la disponibilidad del agua.


Al respecto, expresó que la iniciativa era innecesaria y que, incluso, resultaba inconveniente.


Sería innecesaria por las siguientes razones:


-por cuanto ya existirían dos disposiciones legales que consagrarían la calidad de bienes nacionales de uso público de las aguas como son los artículos 595 del Código Civil y 5° del Código de Aguas.


-por cuanto la inclusión de los glaciares en la reforma sería redundante ya que las disposiciones sobre las aguas les serían plenamente aplicables. En efecto, los glaciares no serían otra cosa más que una masa de nieve y hielo, es decir, agua y, por lo tanto les serían aplicables todas las disposiciones existentes al respecto, y como el legislador no ha hecho distinción alguna, no correspondería interpretarlo de otra forma.


Por último, si se quisiera incluir expresamente a los glaciares en la protección que se establece, bastaría con una reforma a la ley.


-en lo que se refiere a lo que se establece en cuanto a que la ley deberá reglar los procedimientos de constitución, reconocimiento, ejercicio y extinción de los derechos de aprovechamiento de aguas, sólo cabría señalar que es algo que la ley ya reglamenta como sucede con los artículos 21 y 129 bis del Código de Aguas y el Título I del Libro II del mismo Código, existiendo, además, una profusa normativa sobre la materia, un organismo público encargado de administrar tales procedimientos, un control jurisdiccional sobre las decisiones que se adoptan y una variada jurisprudencia.


-en lo que dice relación con la consideración de los factores de diversidad geográfica y climática, disponibilidad de los recursos hídricos y situación de las cuencas hidrográficas, señaló que la ley ya tenía en cuenta todos estos factores, como lo demostrarían diversas disposiciones del Código de Aguas, tales como los artículos 141, 147 bis, 129 bis, 1°, 17 y 18, 21, 282 y 62 y el Título I del Libro II del mismo Código, todos los que pondrían de relieve que la regulación de los derechos de aguas era extremadamente casuística. Así podría percibirse la discrecionalidad para determinar la disponibilidad del recurso, la posibilidad de establecer la reserva y también la existencia de disposiciones sobre conservación y protección de acuíferos, la fijación del caudal ecológico y la prelación entre derechos permanentes y eventuales, por lo que la autoridad ya contaría con amplios medios en todo lo que diría relación con la adquisición, ejercicio y conservación de los derechos de aprovechamiento de aguas.


-en cuanto a las limitaciones que pueden imponerse a los derechos de aprovechamiento como consecuencia de la función social de los mismos, sería la misma Constitución en su artículo 19 N° 24 la que haría aplicable a los derechos de aprovechamiento todo el régimen de la propiedad; en efecto, el párrafo segundo del citado N° 24 dispone que sólo la ley puede establecer el modo de adquirir la propiedad y de usar, gozar y disponer de ella y las limitaciones y obligaciones que deriven de su función social, la que comprendería cuanto exijan los intereses generales de la Nación, la seguridad nacional, la utilidad y salubridad pública y la conservación del patrimonio ambiental, y el párrafo final de este mismo número señala que los derechos de los particulares sobre las aguas, reconocidos o constituidos en conformidad a la ley, otorgan a sus titulares la propiedad de ellos. Todo lo anterior haría aplicables a la propiedad de las aguas todas las normas que sobre la propiedad contempla nuestro ordenamiento jurídico.


-por último, en lo que se refería a la posibilidad de reservar caudales, señaló que el artículo 147 bis del Código de Aguas ya contemplaba tal posibilidad en el caso de ser necesaria la reserva del recurso para el abastecimiento de la población por no existir otros medios para obtener el agua o, en el caso de peticiones de derechos no consuntivos, por circunstancias excepcionales y de interés nacional, podría denegarse parcialmente una solicitud de aprovechamiento. No obstante lo anterior, si se quería estudiar una ampliación de esta facultad de reserva, podría ello realizarse mediante una modificación legal sin necesidad de alterar la Constitución.


Fundamentó, en seguida, las razones de por qué la reforma sería inconveniente, señalando que:


-habría razones de técnica legislativa por cuanto la Carta Política fija las bases esenciales de la institucionalidad, por lo que no parecía adecuado regular un bien nacional de uso público en su texto, sin perjuicio de que ello, además, sería un intento de refundar la institucionalidad vigente, lo que la pondría en tela de juicio y le restaría fuerzas.


Siempre en este punto, sostuvo que la posibilidad de extinguir derechos de aprovechamiento no era clara, como lo demostraba el hecho de que el primer borrador de este proyecto se refería a la caducidad y el finalmente presentado hacía alusión a la extinción del derecho, cuestiones diferentes desde el punto de vista técnico e, incluso, el mismo constituyente distinguía entra una y otra en materia minera señalando causales diferentes para su aplicación.


Al respecto, señaló que para que pudiera establecerse la caducidad, tendría que incluirse una disposición constitucional que así lo autorizara, lo que, en todo caso, no podría afectar con efecto retroactivo los derechos ya constituidos, salvo que se consagrara una excepción a la perpetuidad del derecho de dominio.


-asimismo, sostuvo que la reforma sería inconveniente porque no consideraba los instrumentos existentes para abordar los problemas que se presentan en la administración de los recursos hídricos, como sucedía con casos de sobreexplotación respecto de los cuales no se consideraban ni evaluaban mecanismos tales como la declaración de agotamiento, las restricciones o prohibiciones de extracción, las reducciones temporales y a prorrata y las posibles expropiaciones.


Igualmente, tampoco se había considerado en los casos de acaparamiento y concentración como sucedía en el sur del país, el efecto real de la patente por el no uso en los plazos previstos, la progresividad de dicha patente y su fiscalización, recordando que a pesar de los trece años que había demorado la discusión parlamentaria acerca de las reformas a la legislación sobre aguas, el pago de patente aún no se aplicaba en todo el país.


Creía importante que se revisara la legislación sobre libre competencia para conocer si efectivamente podía solucionar los problemas que se presentaban, el estudio de la doctrina de los “activos esenciales” que permitía que un bien de primera necesidad pudiera ser usado por otro que su titular cuando hay acaparamiento, sin detrimento del dominio y a costos razonables y, especialmente, que se velara por la adecuada fiscalización de las normas sobre el pago de patente.


-por último, creía también inconveniente la reforma porque afectaría el mercado de los derechos de aprovechamiento de aguas como un mecanismo eficiente de asignación de estos recursos puesto que introduciría incertidumbre sobre la duración de estos derechos, sobre la calidad de los títulos respecto de tales derechos y en lo relativo a la protección que el ordenamiento jurídico otorga a dichos derechos.


f) Don Edgardo Palacios Angelini, profesor de Derecho Constitucional en la Universidad Adolfo Ibáñez.


Partió señalando que, como cuestión previa, esta reforma le parecía el resultado más de un acto político precipitado que de un análisis reflexivo del significado de la propuesta. Sostuvo que la estabilidad de la Carta Fundamental resultaba esencial en el desarrollo de una nación, debiéndosela modificar únicamente si fuere indispensable. Sin perjuicio de lo anterior, siempre debería respetarse el mandato contenido en el inciso segundo del artículo 5° de la Constitución, debiendo rechazarse toda reforma que significara un atentado a los derechos esenciales de la persona y a la certeza jurídica.


A su juicio, muchas de las modificaciones propuestas podrían materializarse por medio de la ley, sin necesidad de reformar la Constitución, no obstante lo cual creía que elevar el carácter de bien nacional de uso público del agua a rango constitucional, era algo inútil.


Fundamentó su aseveración anterior señalando que:


a) el legislador era el único llamado a determinar cuales eran los bienes nacionales de uso público, tal como lo señalaba claramente el artículo 19 N° 23 de la Carta Política, al establecer que solamente la ley podía determinar los bienes que deberían pertenecer a la Nación toda.


b) la elevación a rango constitucional del carácter de bien nacional de uso público del agua, daría lugar a una asimetría respecto de todos los demás bienes de igual carácter, puesto que todos ellos eran también escasos e importantes y, en consecuencia, nada justificaría la diferenciación.


Agregó, asimismo, que no compartía la argumentación del Mensaje para fundamentar el proyecto, por cuanto al estimar como motivo suficiente para la modificación que se proponía, el hecho de que el carácter de bien nacional de uso público del agua sólo se encontraría reconocido en la ley y no en la Constitución, se olvidaba que lo mismo sucedía con los demás bienes de esa naturaleza y, sin embargo, respecto de ellos no se pretendía elevar su protección a nivel constitucional.


Igualmente, respecto de lo que se sostenía en el sentido de que había un desequilibrio en relación con las minas porque en lo tocante a éstas se consagraba el dominio absoluto e imprescriptible en favor del Estado, dejándose fuera de tal protección al bien más preciado como era el agua, indicó que con ello se incurría en una contradicción sustantiva toda vez que bienes del Estado y bienes nacionales de uso público no eran lo mismo, por cuanto respecto de los primeros el Estado era dueño absoluto y su derecho de dominio era inalienable e imprescriptible, pudiendo tal propiedad ser o no objeto de concesión.


En lo que se refería al argumento de la escasez de este elemento que, dada nuestra característica geográfica árida o semiárida, daría especial importancia a la necesidad de su protección y cuidado como un asunto de seguridad nacional y justificaría su inclusión en la Constitución, señaló que si dicha escasez convertía su protección en un asunto de seguridad nacional, pasaría a ser una materia comprendida en la función social de la propiedad, por cuanto ésta, según lo señala el mismo N° 24 del artículo 19, comprendía “ cuanto exijan los intereses generales de la Nación, la seguridad nacional, la utilidad y la salubridad públicas y la conservación del patrimonio ambiental”, de lo que se desprendía que el legislador podría regular todo lo concerniente al agua, incluso establecer restricciones u obligaciones sin contraprestación alguna, sin necesidad de una reforma constitucional para ello.


Por último, argumentó que en materia de protección del patrimonio ambiental, la misma Constitución permitía al legislador establecer restricciones sin que la persona que debiera soportarlas pudiera reclamar alguna indemnización.


g) Don Jorge Correa Sutil, profesor de Derecho Constitucional en la Universidad Diego Portales. 


Señaló, como puntos centrales de su intervención, la elevación a rango constitucional que hacía el proyecto del carácter de bien nacional de uso público de las aguas, con lo cual consagraba una asimetría con los restantes bienes nacionales de uso público, respecto de los cuales se señalaba que serían regulados por la ley, y la creencia que esta modificación a la Carta Política podría tener una función simbólica, sin otro efecto práctico que el de impedir que el legislador pudiera en lo futuro establecer el dominio privado sobre las aguas, temor que de existir justificaría jurídicamente el proyecto. En caso contrario, sólo tendría el carácter simbólico mencionado.


En lo que se refería a la delegación a la ley para regular el procedimiento de constitución, reconocimiento, ejercicio y extinción de los derechos que sobre las aguas se reconozcan a los particulares y para establecer las limitaciones y obligaciones que se derivan de tales derechos, consideró que ello era redundante por cuanto, por disposición constitucional, el derecho de aprovechamiento de aguas constituía propiedad y, según lo dispone el N° 24 del 
artículo 19, la forma de adquirir la propiedad, de usar, gozar y disponer de ella y las limitaciones y obligaciones que derivan de su función social, correspondían al legislador. En consecuencia, la disposición tendría efecto alguno.


Asimismo, consideró que la declaración de titularidad sobre los derechos de agua contenida en el proyecto, no era más que una repetición de lo ya establecido en el inciso final del número 24 del artículo 19.


En lo tocante a la consideración que debe tenerse de la diversidad geográfica y climática del país, de la disponibilidad de los recursos hídricos y de la situación de las cuencas hidrográficas, para los efectos de regular el procedimiento de constitución, reconocimiento, ejercicio y extinción de los derechos que se reconozcan sobre las aguas, estimó que se consagraba una innovación que le parecía inconveniente y que, además de compleja, resultaba innecesaria porque actualmente el legislador podía considerar tales factores en dicha regulación.


La inconveniencia que percibía sobre esta disposición, residía en que su inclusión podría entenderse como que no podrían considerarse otros factores que los mencionados para la regulación y concesión de estos derechos, lo que constituiría una limitante para la autoridad y, por otra parte, podría dar lugar a requerimientos ante el Tribunal Constitucional por considerarse que no se habría realizado una debida ponderación de los factores mencionados.


A su parecer, las innovaciones más importantes del proyecto decían relación con la extinción de los derechos y con la reserva de caudales. Respecto de las primeras, ya existían causales de extinción en el Código de Aguas, las que no habían presentado dificultades de constitucionalidad porque hacían imposible la mantención del derecho o exigían para su aplicación la voluntad del titular.


En cuanto a la segunda, en realidad, lo más importante era determinar si las nuevas causales afectarían o no los derechos actualmente constituidos, no siendo claro el Mensaje al respecto, toda vez que mencionaba el propósito de reasignación o redistribución de este elemento, pero, a la vez, afirmaba categóricamente que los derechos actualmente constituidos no se verían afectados, lo que en realidad, parecía insostenible, toda vez que existiría una sobreconcesión, una sobreexplotación y, por lo mismo, una reasignación no sería posible sin afectar los derechos ya adquiridos. En otras palabras, se estaría efectuando un anuncio acerca de la existencia de un problema, en seguida se declararía que no se afectarían los derechos vigentes y, por lo mismo, no se solucionaría el problema. Creía importante decidir si se afectarían o no tales derechos y, en caso de resolverse por la primera posibilidad, señalar la forma en que ello se haría, es decir, si mediante la expropiación de derechos o alguna otra forma especial de extinción.


Asimismo, creía indispensable incluir en esta reforma una norma transitoria, tal como sucedía respecto de la propiedad minera, por cuanto no le parecía que la simple inclusión de la palabra “extinción” en el texto constitucional, otorgaría la suficiente flexibilidad o seguridad para que la futura legislación que se dictara pudiera encontrar respaldo en la Carta Política. Lo contrario significaría, seguramente, una alta litigiosidad sin una verdadera solución del problema.


Igualmente, en lo que se refería a la facultad para establecer la reserva de caudales, creía que existía un problema similar porque ¿ cuál sería el efecto que esta reserva podría tener en los derechos ya constituidos ?. Por otra parte, si la reserva se erigiera en un factor suficiente para reducir los derechos ya concedidos, la declaración de que la reforma no afectaría tales derechos, haría imposible su establecimiento.


Por otra parte, la facultad que se pretendía entregar a la autoridad competente para reservar caudales de aguas, resultaba asimétrica con el texto constitucional, toda vez que la Carta Política en lo que se refería a la regulación de estos derechos, reservaba al legislador la forma de establecer limitaciones.


Por todo lo anterior, creía indispensable sincerar el proyecto acerca de cuales serían sus verdaderos alcances, o bien, complementar su actual redacción.

VII. DISCUSIÓN DEL PROYECTO.


Habiéndose pronunciado la Comisión de Agricultura, Silvicultura y Desarrollo Rural favorablemente en general sobre esta iniciativa, la Comisión procedió a tratarla en particular, llegando al respecto a los siguientes acuerdos:

Artículo primero.


Agrega tres nuevos incisos al final del número 23 del artículo 19 de la Carta Política del siguiente tenor:


“Las aguas son bienes nacionales de uso público, cualquiera sea el estado en que se encuentren, el lugar en que estén depositadas o el curso que sigan, incluidos los glaciares.


Corresponderá a la ley regular el procedimiento de constitución, reconocimiento, ejercicio y extinción de los derechos que sobre las aguas se reconozca a lo particulares, considerando la diversidad geográfica y climática del país, la disponibilidad efectiva de los recursos hídricos y, especialmente, la situación de las cuencas hidrográficas. Dichos derechos otorgarán a sus titulares la propiedad sobre los mismos. La ley podrá establecer limitaciones y obligaciones al ejercicio de éstos, en conformidad con lo prescrito en el inciso segundo del numeral 24 de este artículo.


La autoridad competente tendrá la facultad de reservar caudales de aguas superficiales o subterráneas, para asegurar la disponibilidad del recurso hídrico.”.


La Comisión, en atención a las indicaciones presentadas, acordó tratar separadamente los tres incisos de este artículo:

Nuevo inciso tercero.


Los Diputados señora Soto y señor Burgos presentaron una indicación para sustituir la frase inicial de este inciso, es decir, “ Las aguas son bienes nacionales de uso público” por la siguiente: “Las aguas son bienes de dominio público”.


El Diputado señor Burgos fundamentó la indicación señalando que las expresiones correctas deberían ser “bienes de dominio público”, para guardar la debida consistencia con la definición de las minas que el mismo artículo 19 contemplaba en su número 24 y con los términos empleados de acuerdo a las nuevas tendencias del derecho público.


Se aprobó la indicación conjuntamente con el inciso por mayoría de votos (6 votos a favor y 4 en contra). Votaron a favor los Diputados señora Soto y señores Burgos, Ceroni, Harboe, Saffirio y Schilling. En contra lo hicieron los Diputados señores Arenas, Cardemil, Eluchans y Cristián Monckeberg.

Nuevo inciso cuarto.


1.- El Diputado señor Schilling presentó una indicación para intercalar entre los términos “Dichos derechos “ y las expresiones “otorgarán a sus titulares “ el término “no”.


Basó el Diputado su proposición en que el proyecto le parecía ampliamente decepcionante por cuanto no modificaba el régimen jurídico de la propiedad de las aguas. Hizo presente que la iniciativa, ante los serios problemas que se avecinaban frente al uso del agua, se limitaba a trasladar su actual estatus en materia de propiedad a la Constitución. En tal caso, incluso prefería mantener la actual situación por cuanto exigía un quórum más bajo para su posible modificación.


No se produjo mayor debate procediéndose a rechazar la indicación por mayoría de votos (1 voto a favor y 9 en contra). Votó a favor el Diputado señor Schilling. En contra lo hicieron los Diputados señora Soto y señores Arenas, Burgos, Cardemil, Ceroni, Eluchans, Harboe, Cristián Monckeberg y Saffirio.


2.- El Diputado señor Burgos presentó una segunda indicación a este inciso para suprimir la oración final que señala lo siguiente: “La ley podrá establecer limitaciones y obligaciones al ejercicio de éstos, en conformidad con lo prescrito en el inciso segundo del numeral 24 de este artículo.”.


Fundamentó su indicación el Diputado en los conceptos vertidos por el profesor señor Zúñiga, en cuanto a que la referencia que se hacía al inciso segundo del número 24 del 
artículo 19, daba al derecho de aprovechamiento el carácter de propiedad de derecho común, en circunstancias que se trataba de un derecho especial como era el derecho de aguas.


No se produjo mayor debate, rechazándose la indicación por mayoría de votos. ( 3 votos a favor y 7 en contra). Votaron a favor los Diputados señores Burgos, Schilling y Saffirio. En contra lo hicieron los Diputados señora Soto y señores Arenas, Cardemil, Ceroni, Eluchans, Harboe y Cristián Monckeberg.


Puesto en definitiva en votación el inciso conforme al texto propuesto en el Mensaje, se lo aprobó por mayoría de votos ( 6 votos a favor y 4 en contra). Votaron a favor los Diputados señora Soto y señores Burgos, Ceroni, Harboe, Saffirio y Schilling. En contra lo hicieron los Diputados señores Arenas, Cardemil, Eluchans y Cristián Monckeberg.

Nuevo inciso quinto.


El Diputado señor Burgos presentó una indicación para sustituir la parte inicial de este inciso que señala “ La autoridad competente tendrá la facultad de reservar caudales “, por la siguiente: “Corresponderá a la ley regular el procedimiento de reserva de caudales”.


Sostuvo el parlamentario en apoyo a su indicación, que lo que correspondía en este caso era formular la referencia a la ley y no a la autoridad competente, por cuanto la misma Constitución encomendaba al legislador común el modo de limitar los derechos.


No se produjo mayor debate, aprobándose la indicación conjuntamente con el inciso, por mayoría de votos ( 6 votos a favor y 4 en contra). Votaron a favor los Diputados señora Soto y señores Burgos, Ceroni, Harboe, Saffirio y Schilling. En contra lo hicieron los Diputados señores Arenas, Cardemil, Eluchans y Cristián Monckeberg.

Artículo segundo.


Suprime el inciso final del número 24 del mismo artículo 19, disposición que señala lo siguiente:


“Los derechos de los particulares sobre las aguas, reconocidos o constituidos en conformidad a la ley, otorgarán a sus titulares la propiedad sobre ellos.”.



No siendo la norma que se suprime más que una repetición de la que se incluye en el nuevo inciso cuarto del numero 23, se aprobó el inciso sin debate, por mayoría de votos. (6 votos favor y 4 en contra). Votaron a favor los Diputados señora Soto y señores Burgos, 
Ceroni, Harboe, Saffirio y Schilling. En contra lo hicieron los Diputados señores Arenas, Cardemil, Eluchans y Cristián Monckeberg.

-o-

Por las razones señaladas y por las que dará a conocer oportunamente el señor Diputado Informante, esta Comisión recomienda aprobar el proyecto, de conformidad al siguiente texto:

PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL:


Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 19 de la Constitución Política de la República:


a) Agréganse los siguientes incisos tercero, cuarto y quinto en el numeral 23:


“Las aguas son bienes de dominio público, cualquiera sea el estado en que se encuentren, el lugar en que estén depositadas o el curso que sigan, incluidos los glaciares.


Corresponderá a la ley regular el procedimiento de constitución, reconocimiento, ejercicio y extinción de los derechos que sobre las aguas se reconozcan a los particulares, considerando la diversidad geográfica y climática del país, la disponibilidad efectiva de los recursos hídricos y, especialmente, la situación de las cuencas hidrográficas. Dichos derechos otorgarán a sus titulares la propiedad sobre los mismos. La ley podrá establecer limitaciones y obligaciones al ejercicio de éstos, en conformidad con lo prescrito en el inciso segundo del numeral 24 de este artículo.


Corresponderá a la ley regular el procedimiento de reserva de caudales de aguas superficiales o subterráneas, para asegurar la disponibilidad del recurso hídrico.


b) Elimínase el inciso final del numeral 24.

-o-

Sala de la Comisión, a 9 de marzo de 2010.


Acordado en sesiones de fechas 19 de enero y 9 de marzo del año en curso, con la asistencia de los Diputados señora Laura Soto González (Presidenta), señora Marisol Turres Figueroa y señores Pedro Araya Guerrero, Gonzalo Arenas Hödar, Jorge Burgos Varela, Alberto Cardemil Herrera, Guillermo Ceroni Fuentes, Edmundo Eluchans Urenda, Felipe Harboe Bascuñán, Cristián Monckeberg Bruner y Eduardo Saffirio Suárez.


En reemplazo del Diputado señor Marcelo Díaz Díaz asistió el Diputado señor Marcelo Schilling Rodríguez.


Asistió, asimismo, a una de las sesiones el Diputado señor Ramón Barros Montero.


(Fdo.): EUGENIO FOSTER MORENO, Abogado Secretario de la Comisión”.
2.
Certificado de la Comisión de Agricultura.

“El Secretario de la Comisión de Agricultura, Silvicultura y Desarrollo Rural, certifica:


Que el proyecto de reforma constitucional que modifica el artículo 19, numerales 23 y 24, de la Constitución Política de la República de Chile (Boletín 6816-07), originado en un Mensaje de S.E. la Presidenta de la República, con urgencia calificada de “suma”, fue aprobado en primer trámite constitucional y primero reglamentario por esta Comisión, con la asistencia de los Diputados señores Pérez Arriagada, don José (Presidente); Barros Montero, don 
Ramón; Valenzuela Van Treek, don Esteban, en reemplazo del Diputado Enríquez-Ominami Gumucio, don Marco; Lobos Krause, don Juan, en reemplazo del Diputado Estay Peñaloza, don Enrique; Farías Ponce, don Ramón; Martínez Labbe, don Rosauro; Núñez Lozano, don Marco Antonio; Sabag Villalobos, don Jorge; Sepúlveda Orbenes, doña Alejandra; Sule 
Fernández, don Alejandro; Ceroni Fuentes, don Guillermo, en reemplazo del Diputado Tuma Zedan, don Eugenio, y Urrutia Bonilla, don Ignacio.


Concurrieron a las sesiones en que se trató esta iniciativa legal: don Sergio Bitar Chacra, Ministro de Obras Públicas; don José Antonio Viera Gallo Quesney, Ministro Secretario General de la Presidencia; don Juan Eduardo Saldivia, Subsecretario de Obras Públicas; don Edgardo Riveros, Subsecretario General de la Presidencia; don Rodrigo Weisner Laso, Director General de Aguas; don Miguel Solanes, Director Área de Análisis Económico e Institucional, “Imdea.Agua”; don Michael Hantke, Oficial de Asuntos Económicos de la Comisión Económica para América Latina y el Caribe, y los señores Eduardo Riesco y Patricio Crespo, Fiscal y Presidente del Comité de Aguas, respectivamente, de la Sociedad Nacional de Agricultura (SNA)


Participaron además, en el estudio de este reforma constitucional, los Diputados Isabel Allende, Gabriel Ascencio, Gabriel Silber, Guido Girardi Briere y los Senadores señores Guido Girardi Lavín y Mariano Ruiz-Esquide Jara.


El proyecto se aprobó, en general, por ocho votos a favor de los Diputados Ceroni, Farías, Núñez, Pérez (Presidente), Sabag, Sepúlveda, doña Alejandra, Sule y Valenzuela; tres en contra de los Diputados Barros, Lobos y Urrutia y una abstención del Diputado Martínez.


Sometido a votación particular, el artículo primero fue aprobado en los mismos términos propuestos en el Mensaje, por ocho votos a favor de los Diputados Ceroni, Farías, Núñez, Pérez (Presidente), Sabag, Sepúlveda, doña Alejandra, Sule y Valenzuela; dos en contra de los Diputados Barros y Urrutia, y dos abstenciones de los Diputados Lobos y Martínez.


Se hace constar que el Diputado Urrutia formuló indicación para eliminar este artículo, la que fue rechazada por ocho votos en contra de los Diputados Ceroni, Farías, Núñez, Pérez (Presidente), Sabag, Sepúlveda, doña Alejandra, Sule y Valenzuela, y cuatro a favor de los Diputados Barros, Lobos Martínez y Urrutia.


Por su parte, el artículo segundo fue aprobado en los mismos términos propuestos en el Mensaje, por ocho votos a favor de los Diputados Ceroni, Farías, Núñez, Pérez (Presidente), Sabag, Sepúlveda, doña Alejandra, Sule y Valenzuela; dos en contra de los Diputados 
Barros, y Urrutia, y dos abstenciones , de los Diputados Lobos y Martínez.


Se deja constancia que se formularon las siguientes indicaciones al artículo segundo:


a)
De los Diputados Barros, Lobos y Urrutia, al inciso cuarto nuevo propuesto para el numeral 23 del artículo 19 de la Constitución, con el objeto de reemplazar la expresión “la ley” por la frase “una ley orgánica constitucional”. 


Puesta en votación, la indicación fue rechazada por ocho votos en contra de los Diputados Ceroni, Farías, Núñez, Pérez (Presidente), Sabag, Sepúlveda, doña Alejandra, Sule y Valenzuela, y cuatro a favor de los Diputados Barros, Lobos, Martínez y Urrutia.


b)
Del Diputado Urrutia, para eliminar el nuevo inciso quinto propuesto al numeral 23 del artículo 19 de la Constitución.


Puesta en votación, la indicación fue rechazada por ocho votos en contra de los Diputados Ceroni, Farías, Núñez, Pérez (Presidente), Sabag, Sepúlveda, doña Alejandra, Sule y 
Valenzuela; dos a favor de los Diputados Barros y Urrutia, y dos abstenciones de los Diputados Lobos y Martínez.

I) CONSTANCIAS REGLAMENTARIAS.


En conformidad con lo señalado en el artículo 287 del Reglamento de la Corporación, se hace constar expresamente:


1) Que, en virtud de lo establecido en el artículo 127, inciso segundo, de la Constitución Política, y por tratarse de una reforma constitucional que recae en el Capítulo III de la Carta Fundamental, esta iniciativa legal debe ser aprobada por las dos terceras partes de los Diputados y Senadores en ejercicio.


2) Que, de acuerdo con el artículo 220 del Reglamento de la Corporación, no existen 
artículos del proyecto de ley que deban ser conocidos por la Comisión de Hacienda.


3) Que, en virtud del artículo 15 del Reglamento, y por acuerdo unánime de la Comisión, se facultó a la Secretaría para cambiar el orden de los artículos del proyecto de reforma constitucional, de manera que las modificaciones efectuadas al artículo 19 de la Constitución Política de la República, tengan un orden correlativo entre los numerales 23 y 24, respectivamente. 

4) Que el proyecto de ley ha sido aprobado, en general, por mayoría de ocho votos afirmativos de los Diputados Ceroni, Farías, Núñez, Pérez (Presidente), Sabag, Sepúlveda, doña Alejandra, Sule y Valenzuela; tres negativos de los Diputados Barros, Lobos y Urrutia y una abstención del Diputado Martínez.


5)
Que, se designó como Diputado Informante al señor José Pérez Arriagada. 

II). TEXTO APROBADO POR LA COMISIÓN.

PROYECTO DE LEY:


Artículo Primero.- Agréganse los siguientes incisos tercero, cuarto y quinto al numeral 23 del artículo 19 de la Constitución Política de la República de Chile:


“Las aguas son bienes nacionales de uso público, cualquiera sea el estado en que se encuentren, el lugar en que estén depositadas o el curso que sigan, incluidos los glaciares.


Corresponderá a la ley regular el procedimiento de constitución, reconocimiento, ejercicio y extinción de los derechos que sobre las aguas se reconozca a los particulares, considerando la diversidad geográfica y climática del país, la disponibilidad efectiva de los recursos hídricos y, especialmente, la situación de las cuencas hidrográficas. Dichos derechos otorgarán a sus titulares la propiedad sobre los mismos. La ley podrá establecer limitaciones y obligaciones al ejercicio de éstos, en conformidad con lo prescrito en el inciso segundo del numeral 24 de este artículo.


La autoridad competente tendrá la facultad de reservar caudales de aguas superficiales o subterráneas, para asegurar la disponibilidad del recurso hídrico.”

Artículo Segundo.- Elimínase el inciso final del artículo 19 N° 24 de la Constitución Política de la República de Chile.”. 


Sala de la Comisión, a 13 de enero de 2010. 


(Fdo.): MIGUEL CASTILLO JEREZ, Secretario de la Comisión”.

3.
Moción de los señores diputados Moreira, Becker; García, don René Manuel; 
Godoy, Jarpa, Melero, Lorenzini, Tarud y Sepúlveda, doña Alejandra.


Modifica el Reglamento de la Cámara de Diputados para regular el acceso a las sesiones de Ministros de Estado y ex Diputados que ocupen cargos de Gobierno”. (boletín 
N° 6857-16)

“Considerando:

1.- La necesidad de efectuar una mejor regulación del ingreso de los Ministros de Estado a las Salas de las comisiones, pues si bien, el texto constitucional es claro de autorizar su ingreso a las sesiones de ambas Cámaras del Congreso, pero como es natural nada dice del ingreso de ministros a las salas de las Comisiones.


2.- Que es de común ocurrencia que ex diputados que han dejado sus cargos parlamentarios sean nombrados en altos cargos de gobierno y deben en tal carácter asistir a las sesiones de Sala o de Comisión, aplicándose a su respecto la misma regla sobre asistencia que se utiliza para otras autoridades.

3.- Que tal trato constituye una manera poco deferente de relacionamiento entre la institución y antiguos servidores, los que muchas veces fueron un gran aporte a la misma y que desde nuevas responsabilidades de Estado, pueden ilustrar mejor los debates y entregar una visión de las cosas más empapados de lo que constituye la esencia del trabajo parlamentario.


4.- Que el proyecto propuesto busca darle trato de privilegio a dichos ex parlamentarios, autorizando su ingreso a la Sala o a las Comisiones de pleno derecho cuando acompañen al ministro del cual dependan o requiriendo el acuerdo de la Sala o de la Comisión, cuando tal evento no ocurra.


En mérito de lo anterior, proponemos el siguiente:

Proyecto de acuerdo

“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Reglamento de la Cámara de Diputados:

a) Incorpórase el siguiente inciso tercero en el artículo 68:


“También podrán ingresar a la Sala los ex diputados que ejerciendo un cargo de Subsecretario o de Jefe de Servicio, acompañen al ministro de Estado respectivo, de lo contrario su ingreso requerirá el acuerdo de la Cámara”.


b) Agrégase el siguiente inciso segundo nuevo en el artículo 224:


“También podrán asistir los ministros de Estado y los ex diputados que los acompañen, cuando ejerzan un cargo de Subsecretario o Jefe de Servicio, en caso contrario requerirán para su ingreso el acuerdo de la Comisión.”.

*	PDC: Partido Demócrata Cristiano; PPD: Partido por la Democracia; UDI: Unión Demócrata Independiente; �RN: Renovación Nacional; PS: Partido Socialista; PRSD: Partido Radical Social Demócrata, e IND: Independiente. PRI: Partido Regionalista de los Independientes. PC: Partido Comunista.





